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En la presente tesis, expondremos el problema del uso excesivo de 
facultades que realiza el Poder Ejecutivo, cuando este solicita al Legislativo el 
otorgamiento de facultades para normar decretos legislativos para ciertos puntos 
de trascendencia, esta vez referente al Sector Salud. 
 
 
En efecto, mediante Ley Nro. 30073, el Legislativo otorga facultades al 
Ejecutivo para que legisle sobre determinadas materias, entre éstas el de 
fortalecimiento del sistema nacional de salud, pues el Ejecutivo se sobre pasó 
hacia la política  integral de remuneraciones de los profesionales de la salud del 
MINSA,PNP,FFAA,MP e INPE, para lo cual no resultaba necesario introducir 
modificaciones al D.Leg. N° 559, Ley del Trabajo Médico, y para lo que además, 
no estaba autorizado. 
 
 
En el afán de regular supuestamente en beneficios de los trabajadores del 
Sector Salud, se fue contraviniendo a diferentes principios que regulan la relación 
laboral, los derecho a una remuneración, el principio de dignidad laboral, es así 
que, mediante los arts. 6º, 7º y 8º del D. Leg. N° 1153, transgrede normas 
supremas, por lo que resultan inconstitucionales al distorsionar el concepto 
remuneración previsto en el art.24º de la Constitución Política del Estado, 
reformándolo por extraños conceptos denominados “compensaciones” y 
“entregas económicas” que no generan beneficios sociales. 
 
 
El uso excesivo de esas facultades por el Ejecutivo, genera la vulneración 
de derechos y principios constitucionales, en forma reiterada, como se puede 
observar en el caso de Bagua, la Ley Forestal y Fauna Silvestre y el 
Aprovechamiento de tierras de uso agrario, por Decretos Legislativos Nros. 1090 
y 1064, que han quedado derogadas; la derogatoria del Decreto Legislativo Nro. 
1095, que posibilita el uso de la fuerza a los militares en casos de conflictividad 
y protesta social; entre muchos más; con lo que es evidente que el Ejecutivo 
hace mal uso de esas Facultades, para desconocer derechos fundamentales, 
por lo que la misma norma legal que viola derechos de los trabajadores en Salud, 
también debe ser derogada. 
 
Que, estando en un Estado de Derecho, se debe respetar los derechos 
adquiridos, respetar la Constitución Política del Estado Peruano en toda su 
amplitud; por lo mismo que el presente trabajo de investigación da orientaciones 
explícitas para tal fin. 
 
Palabras Claves: Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, facultades, Uso 








In this thesis, we will discuss the problem of excessive use of authority 
made by the executive, when asked the legislature to grant powers to regulate 
legislative decrees for certain points of concern, this time concerning the health 
sector. 
Indeed, by Law No. 30073, Legislative empowers the Executive to 
legislate on certain matters, among them the Strengthening of the National Health 
System, as the Executive is passed on to the comprehensive remuneration policy 
professionals MINSA health, PNP, Armed Forces, MP and INPE, for which it 
wasn’t necessary amendments to DL 559, Medical Labor Law, and that also was 
not authorized. 
In an effort to regulate supposedly benefits of workers in the health sector, 
it was contrary to various principles governing the employment relationship, the 
right to remuneration, the principle of dignity of labor, so that through the articles 
6th, 7th and 8th of Leg. 1153, violates supreme standards, making them 
unconstitutional by distorting the concept remuneration provided for in article 24th 
of the State Constitution, reforming it by foreign concepts called "offsets" and 
"economic delivery" that do not generate social benefits. 
Excessive use of these powers by the Executive, creates the violation of 
constitutional rights and principles, repeatedly, as seen in the case of Bagua, the 
Forestry and Wildlife Law and the Use of agricultural land use, by Decrees 
legislative Nros. 1090 and 1064, which have been repealed; the repeal of 
Legislative Decree No. 1095, which enables the use of force by the military in 
cases of conflict and social protest.; among many others; so it is obvious that the 
government misuses these powers, to ignore fundamental rights, so the same 
legal standard that violates the rights of health workers, must also be repealed. 
Who, being in a state of law, must be respected acquired rights, respect 
the Constitution of the Peruvian State in all its breadth; therefore that this 
research gives explicit guidelines for this purpose. 
 






La relevancia jurídica que contiene el presente trabajo de investigación 
titulada: “EFECTOS JURÍDICOS DEL USO EXCESIVO DE FACULTADES DEL 
PODER EJECUTIVO DELEGADAS POR EL LEGISLATIVO, EN MATERIA DE 
SALUD”, en la actualidad, tiene aspectos a evaluar sobre los Decretos 
Legislativos emitidos por el Poder Ejecutivo y propiamente en materia de Salud, 
que siendo delegadas las prerrogativas por el Legislativo, lo que hace el 
Ejecutivo sobredimensionar o salir del marco normativo, para ejercer el abuso de 
poder y so pretexto de la delegación de facultades aprovechar su control para 
emitir esa clase de normas y violar principios constitucionales de los trabajadores 
de Salud, recortando derechos adquiridos. 
 
Este fue el motivo por el cual,  me vi motivado para realizar el estudio y la 
investigación para saber los motivos por los cuales pasa en la legislación 
nacional esta clase de abusos, pues el gobierno asegura estar aplicando la ley y 
supuestamente  se inspira en el principio de legalidad por estar inmerso dentro 
de una norma legal llamado Decreto Legislativo; sin embargo, pese a ello, no se 
puede aprovechar la facultad emanada por el Legislativo y sobresalir del marco 
constitucional e irse contra los principios y derechos constitucionales de la 
persona humana. 
 
Y lo que aún queda sin responder, por qué el Poder Ejecutivo, sale del 
marco facultativo, que por cierto al momento de otorgar o delegar las facultades, 
el Legislativo utiliza un principio de especificación, es decir es estrictamente para 
un determinado acto en forma específica, siendo esto así, el Ejecutivo sale de 
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ese marco y sobredimensiona su actuar, como se ve claramente en las normas 
y derechos adquiridos por los trabajadores en materia de Salud, que es materia 
de investigación. 
 
Conforme se puede observar, se ha investigado los efectos jurídicos que 
causan el uso excesivo de las facultades por el Ejecutivo y no solamente pasa 
en materia de Salud, sino en la mayoría de Decretos Legislativos y en todos los 
gobiernos, claro está porque tienen el poder político y dominio del Estado, para 
crear intereses personales o de interés de grupo; pero lo cierto es que se ha 
identificado que con ese actuar han violado derechos y principio constitucionales 
que no se pueden permitir, por lo que estamos proponiendo una modificatoria de 
la norma cuestionada y que se restablezcan los derechos adquiridos de los 
trabajadores del sector Salud. 
 
Para ello, se hizo el análisis de la ponderación de normas para determinar 
que normas son las que deben de prevalecer frente a otras y nos damos cuenta 
que la Carta Magna es la suprema de la República y por mandato constitucional 
ninguna norma debe ir en contra de ella, por lo que corresponde derogar o dejar 
sin efecto la norma inferior que viola principios y derechos adquiridos. 
La investigación es de naturaleza doctrinaria porque se analiza normas 
constitucionales y aquellas que infringen la ley, como es el caso del D. Leg. 1153 
y para llegar a un estudio significativo y coherente se ha separado en capítulos 
los cuales son: El Primer capítulo trata sobre el problema, donde se estudia el 
Problema a investigar, las interrogantes, la justificación que me motivó la 
investigación y los objetivos planteados. En el Segundo capítulo se estudió el 
marco teórico donde se profundizo el concepto del acto administrativo, a fin de 
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conocer cuál es el camino y que entes participan en la administración pública 
para realizar actos administrativos y la emisión de normas legales en sus 
diferentes estamentos, también se ha tratado sobre los aspectos esenciales 
sobre la Delegación de facultades, es decir, que se ha esgrimido el camino que 
se tiene para que el Poder Ejecutivo pueda legislar los famosos Decretos 
Legislativos altamente cuestionados en el presente trabajo de investigación; 
también se encuentra en este capítulo la hipótesis planteada con sus variables 
correspondientes. En el Tercer capítulo, se detalló la metodología de la 
investigación y por último en el Cuarto Capítulo  se realizó el Análisis y 
Resultados de la Investigación, donde se ha podido demostrar que 
efectivamente el Poder Ejecutivo hace uso y abuso en la emisión de sus 
Decretos Legislativos con lo cual cometen violaciones a los derechos y principios 
adquiridos por los trabajadores del Sector Salud a Nivel Nacional, por lo que 
enunciando las conclusiones se ha motivado las sugerencias y propuesto 
modificatoria parcial de ley cuestionada a fin de restablecer la Seguridad Jurídica 

















1.1. ENUNCIADO DE LA SITUACIÓN PROBLEMÁTICA 
 
En una sociedad donde prima la democracia y el respeto de la 
gobernabilidad, que trae consigo la estabilidad jurídica para los justiciables, 
porque se garantiza los derechos consagrados en nuestra Constitución 
Política del Estado Peruano, se presenta un aspecto sumamente delicado, el 
cual es el respeto a los derechos adquiridos mediante normas legales que 
consagran la estabilidad laboral, los derechos sociales y la igualdad ante la 
ley de toda persona. 
 
Como consecuencia de la delegación de facultades del Poder Legislativo 
al Poder Ejecutivo, viene transgrediendo los derechos adquiridos por  
profesionales, en este caso de los trabajadores de salud, ya sea del MINSA, 
PNP, FFAA, MP e INPE. Este problema viene ocasionando sucesivos 
conflictos sociales en diferentes ciudades del país, así mismo, trae consigo 
una serie de consecuencias jurídicos negativas a los intereses de los médicos 




El uso excesivo de las facultades conferidas por el legislativo al ejecutivo, 
está trayendo consecuencias fatales, porque se ve la violación de derechos, 
preceptos constitucionales, que sin medir las consecuencias se dictan leyes o 
decretos legislativos que violan los derechos de la población, en este caso de 
los Médicos del Perú. 
 
Si bien es cierto, que la delegación de facultades para legislar decretos 
legislativos, tiene su parámetro para ciertos aspectos, pues no se puede salir 
de esos parámetros, menos aprovechar la situación política para aumentar 
aspectos que no están señalados en la ley delegativa, por lo que este es un 
problema de la mayoría de gobiernos, que luego traen caos al interior del país 
y sobre viene los problemas sociales. 
 
Mediante Ley 30073, que delega el Legislativo en el Poder Ejecutivo, la 
facultad de legislar en materia de Fortalecimiento del Sistema Nacional de 
Salud,  resulta siendo incongruente a los fines y objetivos propuestos por dicha 
norma, por cuanto el Ejecutivo, con las facultades conferidas, se extralimitó y 
mediante D.Leg. 1153 regula la política integral de compensaciones y 
entregas económicas del personal de la salud al servicio del estado, pero 
recorta derechos adquiridos, como los que detallaremos a continuación. 
 
Si bien es cierto que la delegación de facultades es específica, conforme 
reza del art. 104 de la Constitución Política del Estado Peruano y conforme se 
tiene de la Ley 30073, es sobre Fortalecimiento del Sistema Nacional de 
Salud, esto no implica el recorte de derechos laborales; sin embargo, el 
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Ejecutivo haciendo uso excesivo de esas facultades, ha recortado derechos 
reconocidos constitucionalmente, derechos adquiridos e irrenunciables. 
 
Este hecho trae consigo problemas sociales dentro de nuestro país, porque 
afecta a un sin número de Médicos, Enfermeras, Obstetrices, en fin a todo el 
personal de Salud, y recortarles derechos laborales, propiamente en sus 
remuneraciones es incongruente al sistema jurídico nacional y pone en tela 
de juicio la seguridad jurídica que se desprende del mismo ordenamiento 
jurídico que respalda a nuestra nación. 
 
1.2.   PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
El siguiente  trabajo de investigación tiene como tema  central  efectos 
jurídicos del uso excesivo en la delegación de facultades del poder legislativo 
al poder ejecutivo, porque el Ejecutivo, aprovechando de esas facultades 
otorgadas, crea normas legales, en este caso Decretos Legislativos, que salen 
del marco legal y propiamente de las facultades encomendadas, como es el 
caso comentado sobre los derechos irrenunciables de los Trabajadores del 
Sector Salud, lo cual es inconstitucional. Referido a ello se hace la siguiente 
interrogante: 
 
1.2.1.  PROBLEMA GENERAL 
¿Cuáles son los efectos jurídicos que causa el uso excesivo de las 
facultades por parte del Poder Ejecutivo, delegadas por el Poder 
Legislativo, en materia  de salud? 
 
1.2.2.   PROBLEMAS ESPECIFICOS  
- ¿El uso excesivo de las facultades del Ejecutivo afecta preceptos 
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constitucionales de profesionales en salud y que deben de ser corregidos? 
 
- ¿Tiene prerrogativas el Poder Ejecutivo, para salir del principio de 
especificidad que otorga la ley delegativa? 
 
1.3.  JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 
 
El presente trabajo de Investigación se justifica por cuanto no existe una 
investigación que determine la posible afectación de los derechos laborales 
de los trabajadores médicos por la modificación de su sistema único de 
remuneración derivada de la delegación de facultades dada al poder ejecutivo, 
que a raíz de esas facultades delegadas, se hace uso excesivo afectando 
inclusive derechos de trabajadores. 
  
Las normas y preceptos constitucionales, son imperativas y rigen para 
toda la nación, población dentro de un Estado de Derecho, democrático y 
solidario, en ese sentido no puede existir normas que violen principios 
constitucionales, o derechos adquiridos por trabajadores, porque está 
respaldado por la propia Carta Magna y si existe alguna otra norma, es 
necesario dejar sin efecto, o reformularla a través de los mecanismos que se 
tiene para aclararla, reformularla, o derogarla en forma total o parcial.  
Frente a este problema, lo que se pretende es dar cuenta al Legislativo, 
que esa delegación de facultades no sea tergiversado por otro poder del 
Estado y se aproveche para violar derechos de las personas que bien han 
sido adquiridos, además de ello, son derechos irrenunciables, como las 
remuneraciones, el tiempo de trabajo y todo beneficio que corresponda por 
normas Constitucionales y Normas especiales 
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Conforme lo detalla la Ley 30073 que autorizó al Poder Ejecutivo legislar 
sobre política integral de remuneraciones de los profesionales de la salud del 
MINSA, PNP, FFAA, MP e INPE, pero con esto no resultaba necesario 
introducir modificaciones al DL 559, Ley del Trabajo Médico, y para lo que 
además, no estaba autorizado: sin embargo, como consecuencia de esa 
delegación de facultades, se emite a Ley 1153, que en su Primera Disposición 
Complementaria Modificatoria, dispone la modificación del Art. 9º del DL 559, 
respecto a la jornada asistencial que supera a las 150 horas mensuales, 
eliminando el carácter de extraordinario y asignándole el peligroso carácter de 
“voluntario”, lo que supone el desconocimiento de las horas extras y la pérdida 
de su efecto remunerativo, vulnerándose el principio de irrenunciabilidad 
previsto en el Art. 26º Inc. 2 de la Constitución Política del Estado. 
 
Es importante incidir que el principio de especificidad es trascendental, 
pero no está permitido que se salga de ese marco doctrinario, de lo contrario 
se estaría afectando a la Constitución Política del Estado Peruano; cambiar 
una sola palabra, da otro sentido, como es el caso del término Extraordinario 
que se asignó a las 150 horas de trabajo con el término “voluntario”, es obvio 
que se pretende cambiar un derecho reconocido, bajo intereses ajenos que 
perjudican a los trabajadores del sector salud a nivel nacional. 
 Ni que decir de los Arts. 6º, 7º y 8º del DL 1153, que resultan siendo 
también inconstitucionales al distorsionar el concepto remuneración previsto 
en el Art. 24º de la Constitución Política del Estado, reformándolo por extraños 
conceptos denominados “Compensaciones” y “Entregas Económicas”, estos 
términos y conforme a su naturaleza, no generan beneficios sociales, 
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nuevamente se está tergiversando la norma con términos incongruentes, 
saliendo del marco legal existente en la Ley Nro. 559 Ley del Trabajo Médico. 
 
Las remuneraciones percibidas por los trabajadores no pueden ser 
recortadas, pero en la presente investigación se observa que la Única 
Disposición Complementaria Derogatoria (Inc. 13) del DL 1153 deroga el Art. 
23º del DL 559 que regulaba una remuneración mínima para la profesión 
médica, transgrediéndose el Art. 24º (3er párrafo) de la Constitución Política 
del Estado, con lo que se colige que existe otro índice que es materia de 
inconstitucionalidad. 
 
Existe suficientes motivos fundados los que detallamos que por un lado 
se hace uso excesivo de esas facultades delegadas por el legislativo, y que 
ahora se afecta normas de carácter general y por otro lado se recorta 
derechos adquiridos mediante la Ley 30073, dándole sentido distinto tanto a 
términos como desconociendo los intereses de los Trabajadores Médicos, por 
los cuales es preocupación en reformarlos y corregirlos de forma inmediata. 
 
 
1.4.  RELEVANCIA JURÍDICA DE LA INVESTIGACIÓN 
 
 
En el Perú, prima el respeto a la Constitución, porque tiene Supremacía 
Constitucional y no hay norma inferior que contradiga o refute la validez de las 
normas contenidas en ella, y si esto ocurre, no hay más que hacer que 
derogarla, o modificarla ya sea en forma total o parcial. 
 
El problema investigado tiene una connotación nacional, porque el uso 
excesivo de las facultades por el Ejecutivo afecta tanto a normas 
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constitucionales como a trabajadores del sector salud, como los detallados 
anteriormente y que traen malestares a toda una Nación, porque no se 
respetan normas de carácter constitucional, y aún más, que se pone en tela 
de juicio la Seguridad Jurídica dentro de un Estado de Derecho, el cual 
pregonamos todos los habitantes y si se recorta o desconoce esos derechos 
constitucionales, entonces nos preguntamos ¿para qué está el ordenamiento 
jurídico?, ¿qué razones hay al distorsionar normas legales generales?. Todas 
las interrogantes que caben dentro de este problema, vienen siendo 
coherentes y que ninguna norma o motivo valdrá para violar la Constitución 
del Estado Peruano. 
En esta época de crisis, proceden con agresividad y violencia contra los 
derechos de los ciudadanos, es decir las personas humildes sin poder 
económico, ni poder político, de este aspecto surge la necesidad de proteger 
los derechos de los trabajadores, frente al exceso de poder de las autoridades 
ejecutivas al ser delegadas con facultades por el Legislativo. 
El derecho a  la tutela jurisdiccional efectiva, garantiza que las personas 
que han  sufrido a causa de la comisión de un delito, no pueden ser dejadas 
de lado por el sistema jurídico y merecen amparo. Por lo que las resoluciones 
judiciales no pueden estar sustentadas al libre albedrío  sino en datos 








1.5.  OBJETIVOS DE LA INVESTIGACIÓN 
1.5.1.  OBJETIVO GENERAL 
Analizar los efectos jurídicos que causa el uso excesivo de las facultades por 
parte del Poder Ejecutivo, delegadas por el Poder Legislativo, en materia de 
salud. 
 
1.5.1.1.  OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
a. Determinar si el uso excesivo de las facultades del Ejecutivo, afecta o 
recorta derechos adquiridos de los trabajadores en salud. 
 
b. Identificar las razones por las que el Poder Ejecutivo sobrepasa los 
límites del principio de especificidad delegadas por el Poder Legislativo, 


















2.1.  ANTECEDENTES 
   Mediante revisiones bibliográficas se evidencia que no existen 
investigaciones similares a esta investigación. 
 
2.2.  BASES TEORICAS 
 
2.2.1. ACTO ADMINISTRATIVO 
 
Tenemos que identificar en forma precisa sobre una noción y analizar 
que es acto, y tenemos conocimiento que ésta se emplea en dos sentidos en 
el derecho administrativo; la primera como actividad de los administrados, o 
sea, la actividad de los sujetos u órganos de la administración pública, y la 
segunda como actividad de los administradores, es decir de las decisiones o 
normas emanadas por los órganos de la administración pública. 
 
En tanto que el acto administrativo, podemos definir como un acto 
jurídico cuya características principales son las que constituyen una 
manifestación o declaración de voluntad, unilateral, potestativa y ejecutoria, 
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que tiene por objeto crear, reconocer, modificar o extinguir una situación 
jurídica individual. Es una declaración unilateral realizada en ejercicio de la 
función administrativa, que produce efectos jurídicos individuales en forma 
inmediata. 
 
El maestro español Ramón Parada Vásquez1, al referirse sobre el acto 
administrativo, lo define como aquel dictado por una administración pública u 
otro poder público, en ejercicio de potestades administrativas y mediante el 
que impone su voluntad, sobre los derechos, libertades o intereses de otros 
sujetos públicos o privados bajo el control de la jurisdicción contenciosa 
administrativa. 
 
La ley 27444 que adopta los Procesos Contenciosos Administrativos, 
nos da un concepto de acto administrativo que lo define como "las 
declaraciones de las entidades que, en el marco de normas de derecho 
público, están destinadas a producir efectos jurídicos sobre los intereses, 
obligaciones o derechos de los administrados dentro de una situación 
concreta”2. Lo que es evidente que dichos actos parte primordialmente de la 
actividad estatal, dirijo a los administrados, en cumplimiento de sus 
obligaciones. 
También se tiene conocimiento que el acto administrativo es, una de las 
partes conceptuales más importantes del derecho administrativo, de ahí que 
sea fundamental su delimitación junto con las formas de organización 
administrativa, pero recordemos que no todos los actos o actividades que 
                                                 
1 PARADA VÁSQUEZ, Ramón. Derecho Administrativo. Parte General. Editorial Marcial Pons. Edición 2012. 
2 MORÓN URBINA, Juan Carlos. Comentarios a la Ley de Procedimientos Administrativos General. Editorial  El Buho E.I.R.L. 
Gaceta Jurídica. IV Edición. 2005 
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realiza la administración son actos administrativos destinados a producir 
efectos de derecho, ya que la administración realiza muchas otras actividades 
que no precisamente son actos administrativos, pues podemos decir que todo 
acto administrativo es generalmente un acto de la administración, pero no todo 
acto o actuación de la administración es necesariamente un acto 
administrativo. 
 
En tal sentido toda declaración de un órgano del Estado en ejercicio de la 
función administrativa, es acto administrativo, caracterizada por un régimen 
jurídico que excede la órbita de derecho privado y que genera efectos jurídicos 
individuales directos en relación con terceros. El acto administrativo es uno de 
los medios jurídicos por medio de la cual se expresa la voluntad estatal. 
 
La doctrina italiana3 define al acto administrativo como cualquier 
declaración de voluntad, deseo, conocimiento o juicio, realizada por un sujeto 
de la administración pública en el ejercicio de una potestad administrativa. 
 
2.2.1.1.  ACTOS RELEVANTES DE LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA 
En la gestión cotidiana, se presenta formas de la actividad administrativa 
que se debe tomar en cuenta, puesto que son sustanciales para que tenga 
validez formal y esencial, entre otras tenemos los siguientes: 
a. El acto jurídico.- Siempre es una manifestación de voluntad de individuos, 
gobernantes o gobernados, en el ejercicio de una facultad o poder legal, y con 
el objeto de producir efectos de derecho. Es decir son actos voluntarios lícitos 
                                                 
3 SANDULLI, Aldo. “Legge, forza di legge, valore di legge, en Rivista Trimestrale di Diritto Pubblico”, año VII,  Milano, 1957, 
pp. 5 7 y ss. 
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cuyo fin es crear o modificar el orden jurídico, no obstante el acto jurídico se 
distingue del acto material y del hecho jurídico. 
 
b. Los actos materiales.- Son todas aquellas actividades u operaciones 
técnicas que realiza la administración de manera voluntaria pero que son 
estrictamente materiales, es decir que no tiene trascendencia jurídica, por lo 
mismo que son actividades resultantes de la actividad dentro o fuera de una 
administración, poniendo orden realizando obras fuera de ella. 
 
c. Los hechos jurídicos.- Estos son acontecimientos naturales o del hombre 
que producen consecuencias jurídicas sin que exista la intención de 
producirlas. El hecho jurídico está constituido por un acontecimiento natural al 
que la ley vincula ciertos efectos de derecho y en el que los órganos de la 
administración se ven obligados a actuar, esto se puede ver en caso de un 
nacimiento, muerte, un terremoto. 
 
2.2.1.2. CARACTERÍSTICAS DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS 
    Los actos administrativos, para ser válidos tienen que cumplir con ciertas 
características4, en forma obligatoria, por las cuales se puede reconocer su 
actividad, siendo las más esenciales las siguientes: 
a.- Es un acto jurídico que se expresa en una declaración de voluntad. 
b.- Es un acto de derecho público. 
c.- Lo dicta la administración pública o algún otro órgano estatal en ejercicio 
de la función administrativa. 
                                                 
4 CARBONEL, Miguel. La Constitución en serio. Multiculturalismo, igualdad y derechos sociales. México, Porrúa., 2001. 
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d.- Persigue de manera directa o indirecta, mediata o inmediata, el interés 
público. 
e.- Está destinado a producir efectos jurídicos, es decir crear, modificar o 
extinguir situaciones jurídicas concretas. 
f.- De manera general su forma es escrita. 
g.- Son ejecutivos y ejecutorios. 
h.- Son impugnables en sede administrativa y jurisdiccional. 
 
2.2.1.3. LA FINALIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO 
La finalidad está constituida por los derechos y obligaciones que el mismo 
acto administrativo establece, por ello la finalidad puede ser una cosa (que 
se expropia), una actividad (concesional un servicio público), un status 
(nombramiento de un servidor público),etc. Es decir, identifica con la materia 
o contenido del acto, es en lo que consiste o sobre lo que incide la declaración 
administrativa, indica la sustancia del acto administrativo y sirven para 
distinguir un acto de otro. 
La finalidad es el antecedente que provoca el acto administrativo, debe 
existir siempre como elemento del acto una relación inmediata de causalidad 
lógica entre la declaración y las razones que lo determinaron, por ello la 
finalidad será para determinar para qué se edicto o realizó tal acto. 
Todo acto administrativo, tiene que estar debidamente motivada, por eso 
que la administración se encuentra obligada a motivar todo acto 
administrativo, ya que la motivación es la exposición de los motivos que han 
inducido a la administración a dictar un acto; por ello, un acto administrativo 
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está legalmente motivado cuando existe previa y realmente una situación 
legal o de hecho previsto por la ley y la fundamentación legal que la sustenta. 
 
2.2.1.4.  EL FIN DEL ACTO ADMINISTRATIVO 
Todo acto administrativo debe tener el fin propio de la función 
administrativa, que es el interés público. En consecuencia la administración 
pública no puede perseguir si no un fin de utilidad general, de interés público, 
y no una finalidad cualquiera, (aunque sea de interés general) si no aquella 
que marca o indica la ley. 
 
2.2.1.5. LA FORMA EN QUE DEBE DICTARSE LOS ACTOS 
ADMINISTRATIVOS 
Los actos administrativos son eminentemente por escrito, en forma 
expresa, para determinar la procedencia o no de un acto, inclusive para poder 
impugnar cuando no se ajusta a ley o no se está conforme con lo dictado, 
pero es posible debido a la naturaleza de ciertos actos su producción verbal 
o por señales, así como consistir en actos materiales. 
 
2.2.1.6. TRASCENDENCIA DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS 
Los actos administrativos tendrán trascendencia, cuando tenga adecuación 
necesaria entre los medios de que se vale la autoridad para efectuar el acto, 
con la finalidad que persigue la realización del mismo, es decir, con el 
encadenamiento lógico que debe existir entre el motivo y el fin de ese acto. 
2.2.1.7. CLASIFICACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS 
Los actos administrativos, se realizan por diferentes acciones tanto de los 
administrados como de los administradores, por ello la doctrina alemana nos 
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presenta una clasificación5 la cual nuestra legislación la toma muy en cuenta, 
como se podrá apreciar: 
a.  En cuanto al contenido.- Se clasifican de la siguiente forma: 
a.1. Actos imperativos.- Son aquellos tipos de actos mediante los cuales 
la administración dicta un mandato o una prohibición, en virtud de tales 
actos los administrados se ven obligados a adoptar una conducta 
determinada respecto de la administración. 
a.2.  Actos conformadores.- Mediante ellos se establecen, modifican o 
extinguen situaciones jurídicas o una relación jurídica concreta, como 
ejemplo podemos mencionar la concesión administrativa, las licencias y 
permisos o el nombramiento de un empleado o funcionario público. 
a.3.  Actos declaratorios.- Se les conoce aquellos actos mediante los 
cuales la administración realiza una declaratoria de la que se derivan 
consecuencias jurídicas administrativas. 
a.4.  Actos registrales.- No tiene por objeto la creación, modificación o 
extinción de una situación jurídica porque mediante ellos nada se crea ni 
se modifica, su objeto es el de constituir medios o instrumentos probatorios 
escritos, sobre datos o pruebas que ya existen en un registro público. 
 
b.  Según la Naturaleza del acto administrativo. 
Estos pueden ser: 
b.1 Actos jurídicos.- Es la expresión de la manifestación de la voluntad, 
emitida con la intención de crear, modificar o extinguir derechos, se 
caracteriza por ser manifestación de voluntad de una o más personas. 
                                                 
5 MORÓN URBINA, Juan Carlos. Comentarios a la Ley de Procedimientos Administrativos General. Editorial  El Buho E.I.R.L. 
Gaceta Jurídica. IV Edición. 2005. 
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b.2 Actos materiales.- No produce efectos de derecho, a través de ellos 
se lleva acabo muchas atribuciones materiales de la administración pública. 
Ejemplo: construcción de calles, limpieza de las mismas, construcción de 
escuelas, etc. 
 
c. Por las voluntades que intervienen en su formación 
c.1 Unilaterales o simples.- Son todos aquellos actos que emanan de un 
solo órgano de la administración, que tenga competencia para ello y que la 
titularidad la ostente un único funcionario. Ejemplo, las resoluciones 
emanadas por el Ministerio de Educación, la titularidad de este órgano 
recae en el Ministro. 
c.2 Complejos o plurilaterales.- Son aquellos actos complejos que para 
su formación requieren la intervención de dos o más voluntades. 
Estos actos se sub-dividen en: 
 
- Actos Colegiados.- Son los aquellos que emanan de un solo órgano de 
la administración, pero previamente es necesaria la concurrencia de varias 
voluntades, aunque el acto se exteriorice como voluntad común del órgano 
emisor. 
Ejemplo: El Consejo Superior de la Contraloría General de la República, es 
un órgano colegiado. 
 
- Actos Complejos o Colectivos.- Es aquél que para su formación 
requieren, no de dos o más voluntades como es el caso de los colegiados, 
sino de la intervención y aprobación de dos o más órganos del estado o de 
la participación decisiva de la comunidad en general (caso de los procesos 
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electorales) o de una parte de ella en particular (convenios colectivos de 
trabajo). 
 
- Acto condición.- Es aquel cuyo resultado es volver aplicable a un 
individuo, una norma jurídica o un conjunto de ellas, que no eran aplicables 
hasta entonces, en otras palabras son aquellos que tienen por objeto 
colocar a una persona en una situación jurídica general preexistente. 
Por ejemplo: la posición de un ministro, para lo cual se requiere un acto o 
condición que es el nombramiento respectivo. 
- Acto jurídico o contractual.- Son aquellos que para su formación 
requieren de dos o más voluntades que buscan efectos jurídicos diversos 
entre sí. Es decir que no son actos que requieran la voluntad de dos o más 
miembros de un mismo órgano administrativo. 
Existe un acuerdo de voluntades opuestas que se combinan para producir 
un efecto jurídico; las diversas voluntades que concurren tienen una 
situación igual una frente de la otra; pero el objeto y finalidad de cada una 
de ella es diferente. 
 
d.  Por la relación de la voluntad con la ley.- 
Se clasifican de la siguiente forma: 
d.1 Actos obligatorio, reglado o vinculado.- Son aquellos actos que la 
ley prescribe como obligatorios para la administración, sin margen para 
apreciar si debe actuar o no, o cual ha de ser el contenido del acto, o el 
momento de su actuación. La misma ley se encarga de indicar claramente, 
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lo que la autoridad se encuentra obligada a hacer en un caso determinado 
y dentro del ámbito de su competencia. 
d.2 Acto discrecional.- La misma ley se encarga de otorgar a las 
autoridades administrativas, cierto margen de actuación en el sentido de 
dejarla libre para decidir en qué momento debe actuar, como lo debe hacer 
e incluso hasta el contenido de su actuación. 
 
e. Por su radio de acción.- Se ve la amplitud que tiene los actos y son: 
e.1 Actos internos.- Son aquellos cuyos efectos se producen en el seno 
de la administración pública, por lo tanto sus efectos no afectan a los 
particulares. 
e.2 Actos externos.- Son los actos que inciden en la vida de los 
particulares, es decir que no solo regulan el funcionamiento interno de la 
administración sino que regulan la actividad de los particulares. 
f.  Por razón de su finalidad 
- Actos preliminares y de procedimiento.- Estos actos se encuentran 
constituidos por todas aquellas actividades preparatorias o preliminares 
con vista a aportar todos los elementos necesarios para que se tome una 
decisión definitiva. 
- Actos de decisión o resolución.- Constituyen el principal fin de la 
actividad administrativa, son las declaraciones unilaterales de voluntad de 
la administración, que crea, modifican, extinguen o reconocen una situación 
jurídica subjetiva. 
- Actos de ejecución.- Están constituidos por todos aquellos, unos de 
orden materia y otros de orden jurídico, que tiene por objeto hacer cumplir 
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las resoluciones y decisiones administrativas en caso que los administrados 
no las cumplan de manera voluntaria. 
Los actos preliminares y de procedimientos, y los de ejecución, están 
constituidos por todos aquellos actos que no son sino un medio o 
instrumento para realizar los actos que constituyen el principal fin de la 
actividad administrativa. 
g. Por su contenido y efectos jurídicos 
Actos destinados a ampliar la esfera jurídica de los administrados. 
Son aquellos mediante los cuales, a los administrados se les reconoce 
derechos o beneficios, remueven obstáculos para el ejercicio de un derecho 
o se les otorgan derechos que antes no tenían. 
En esta categoría se encuentran, los siguientes: 
g.1 Actos de admisión.- Tienen por objeto permitir que los administrados 
entren a formar parte o se les dé acceso a una situación, gozando de los 
derechos y ventajas de tal situación. Tienen lugar cuando se trata de 
servicios que sólo se prestan a un número limitado de personas, o a 
personas que se encuentran en determinadas condiciones. 
g.2 Acto de aprobación.- Constituyen un medio de control preventivo a 
favor de la Administración que tiene por objeto impedir que se realicen 
actos contrarios a la ley o al interés en general. Son los actos mediante los 
cuales una autoridad superior da su consentimiento para que un acto de 
una autoridad inferior pueda producir sus efectos. Ejemplo: Aprobación de 
un plano de construcción. El acto de aprobación produce el efecto jurídico 
de dar eficacia a un acto válido anterior. 
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g.3 Actos de dispensa.- Es el acto en virtud del cual se exime o exonera 
a los administrados del cumplimiento de una obligación legal, o bien de 
cumplir algún requisito legal o se le exonera de una carga fiscal. Como 
ejemplo podemos decir del acto por medio del cual se concede una 
prórroga para el pago de un crédito fiscal. 
g.4  Autorización, licencia o permiso.- Es el acto administrativo por el 
cual se levanta o remueve un obstáculo o impedimento que la norma legal 
ha establecido para el ejercicio de un derecho particular. No determinan el 
nacimiento de un nuevo derecho a favor de los administrados, sino 
simplemente tienen por objeto la remoción de los obstáculos jurídicos para 
hacer posible el ejercicio de derechos mediante la autorización, licencia o 
permiso. Por ejemplo, la licencia para conducir un vehículo automotor, 
celebración de espectáculos públicos. 
g.5 Concesión.- Es aquel acto de autoridad por medio del cual se faculta 
a los administrados para el establecimiento o explotación de un servicio 
público o para la explotación y el aprovechamiento de bienes de dominio 
público. El Estado puede brindar un servicio público o explotar sus recursos 
naturales directamente (maderas, minas, bosques, etc.). Pero también 
puede hacer una concesión administrativa a un particular para que él brinde 
el servicio o explote esos recursos naturales. 
 
2.2.1.8 Diferencia entre autorización, licencia y permiso con la concesión 
     Las autorizaciones, licencias o permiso no determinan el nacimiento 
de un nuevo derecho a favor de una persona, la concesión se emplea para 
aquellos casos en los que no hay ningún derecho previo del particular en que 
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ninguna facultad le corresponde, en que ninguna actividad puede desarrollar 
si no es por virtud de la propia concesión que es la que crea directamente 
tales derechos o facultades. 
 
2.2.1.9. Actos destinados a limitar la esfera jurídica de los administrados 
 a. Órdenes administrativas.- Son actos administrativos que imponen a los 
administrados una obligación de dar, hacer o de no hacer, denominándose 
según el caso, mandatos o prohibiciones. Podemos distinguir las órdenes de 
las advertencias, porque en éstas solamente se llama la atención sobre una 
obligación pre-existente, así como de los apercibimientos, ya que éstos 
implican una amenaza de sanción para el caso de incumplimiento de una 
obligación preexistente. 
 b. Las expropiaciones.- Son actos de derecho público el cual la 
administración o un particular subroga en sus derechos (concesionario) 
adquiere la propiedad de un bien ajeno mediante la indemnización 
correspondiente. 
c. Las confiscaciones.- Consiste en una sesión forzada de derechos de 
propiedad establecida en leyes fundamentalmente relacionadas con 
determinadas sanciones de orden político. 
d.- La nacionalización.- Es la transferencia al estado, de empresas o 
propiedades privadas que se consideran de gran interés y trascendencia 
estatal, para que sea este quien las explote directamente en virtud de razones 
económicas, sociales o políticas al considerar que debe tener el control 
estratégico de un sector. 
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e. Las servidumbres administrativas.- Constituyen una carga impuesta 
sobre un inmueble en beneficio del estado o la sociedad, se afecta el derecho 
de propiedad en cuanto una parte del predio es usado o disfrutado por la 
colectividad. 
f.  Sanción administrativa.-  Son actos por medio de los cuales se castiga la 
infracción de las leyes o el incumplimiento de las órdenes administrativas. 
Ejemplo: la multa. 
g. Actos de ejecución forzada.- Son aquellos actos por medio de los cuales 
se obliga a los administrados a obedecer coactivamente las disposiciones 
administrativas. 
h. Actos que hacen constar la existencia de una situación jurídica.- Son 
actos por virtud de los cuales la Administración hace constar la existencia de 
un hecho, de una situación o el cumplimiento de requisitos exigidos por leyes 
administrativas. 
i. Actos de registro.- El Estado tiene organismos especializados en donde 
se inscriben determinadas situaciones jurídicas para que produzca efectos 
jurídicos. La inscripción en el registro surte efectos para tercero y es un 
requisito legal para concretizar o concluir u acto jurídico, por ejemplo; Registro 
del Estado Civil de las Personas, Registro de la propiedad, Registro Mercantil, 
etc. 
j. Actos de certificación.- Son todos aquellos mediante los que la 
administración da fe de una situación jurídica Ejemplo: Certificado de 
nacimiento, matrimonios, divorcios, gravamen, propiedad, etc. 
k. Actos de autenticación.- Son aquellos actos por medio de los cuales la 
Administración da testimonio de la validez legal y legitimidad de documentos 
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o bien de la firma de los funcionarios públicos. En la Administración Pública, 
se conoce como Fedatarios, y son los funcionarios que dan fe de los 
documentos dentro de una entidad y por otro lado los Notarios Públicos. 
l. Actos de notificación.- Son aquellos actos mediante ellos la administración 
da a conocer las resoluciones administrativas adoptadas, su importancia es 
vital ya que muchos actos solo tienen validez o empiezan a correr los términos 
a partir de la notificación. Debiendo cumplir el debido proceso. 
m. Actos de publicación.- Son aquellos mediante los cuales la 
administración da a conocer a los administrados determinadas situaciones de 
interés general o que interesan a muchas personas o porque así lo exige el 
ordenamiento jurídico. 
 
2.2.1.10.  Principios del procedimiento administrativo 
La gestión en la Administración Pública, es coherente con sus 
características y está apoyada también en cumplir ciertos principios que le da 
validez a todo acto administrativo y entre los principales principios que 
contiene el procedimiento administrativo6, tenemos los siguientes: 
 
a. Principio de legalidad.- Las autoridades administrativas deben actuar con 
respeto a la Constitución, la ley y al derecho, dentro de las facultades que le 
estén atribuidas y de acuerdo con los fines para los que les fueron conferidas. 
 
b. Principio del debido procedimiento.- Los administrados gozan de todos 
los derechos y garantías inherentes al debido procedimiento, que comprende 
                                                 
6 Ibidem. Pág..61. 
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el derecho a exponer sus argumentos, a ofrecer y producir pruebas y a obtener 
una decisión motivada y fundada en derecho. La institución del debido 
procedimiento administrativo se rige por los principios del Derecho 
Administrativo. La regulación propia del Derecho Procesal Civil es aplicable 
sólo en cuanto sea compatible con el régimen administrativo. 
 
c. Principio de impulso de oficio.- La administración pública a través de sus 
órganos deben dirigir e impulsar de oficio el procedimiento y ordenar la 
realización o práctica de los actos que resulten convenientes para el 
esclarecimiento y resolución de las cuestiones necesarias. 
d. Principio de razonabilidad.- Las decisiones de la autoridad administrativa, 
cuando creen obligaciones, califiquen infracciones, impongan sanciones, o 
establezcan restricciones a los administrados, deben adaptarse dentro de los 
límites de la facultad atribuida y manteniendo la debida proporción entre los 
medios a emplear y los fines públicos que deba tutelar, a fin de que respondan 
a lo estrictamente necesario para la satisfacción de su cometido. 
 
e. Principio de imparcialidad.- Las autoridades administrativas actúan sin 
ninguna clase de discriminación entre los administrados, otorgándoles 
tratamiento y tutela igualitarios frente al procedimiento, resolviendo conforme 
al ordenamiento jurídico y con atención al interés general. 
 
f. Principio de informalismo.- Las normas de procedimiento deben ser 
interpretadas en forma favorable a la admisión y decisión final de las 
pretensiones de los administrados, de modo que sus derechos e intereses no 
sean afectados por la exigencia de aspectos formales que puedan ser 
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subsanados dentro del procedimiento, siempre que dicha excusa no afecte 
derechos de terceros o el interés público. 
 
g. Principio de presunción de veracidad.- En la tramitación del 
procedimiento administrativo, se presume que los documentos y 
declaraciones formulados por los administrados en la forma prescrita por esta 
Ley, responden a la verdad de los hechos que ellos afirman. Esta presunción 
admite prueba en contrario. 
 
h. Principio de conducta procedimental.- La autoridad administrativa, los 
administrados, sus representantes o abogados y, en general, todos los 
partícipes del procedimiento, realizan sus respectivos actos procedimentales 
guiados por el respeto mutuo, la colaboración y la buena fe. Ninguna 
regulación del procedimiento administrativo puede interpretarse de modo tal 
que ampare alguna conducta contra la buena fe procesal. 
 
i. Principio de celeridad.- Quienes participan en el procedimiento deben 
ajustar su actuación de tal modo que se dote al trámite de la máxima dinámica 
posible, evitando actuaciones procesales que dificulten su desenvolvimiento 
o constituyan meros formalismos, a fin de alcanzar una decisión en tiempo 
razonable, sin que ello releve a las autoridades del respeto al debido 
procedimiento o vulnere el ordenamiento. 
 
j.- Principio de eficacia.- Los sujetos del procedimiento administrativo deben 
hacer prevalecer el cumplimiento de la finalidad del acto procedimental, sobre 
aquellos formalismos cuya realización no incida en su validez, no determinen 
26 
 
aspectos importantes en la decisión final, no disminuyan las garantías del 
procedimiento, ni causen indefensión a los administrados. 
 
En todos los supuestos de aplicación de este principio, la finalidad del acto 
que se privilegie sobre las formalidades no esenciales deberá ajustarse al 
marco normativo aplicable y su validez será una garantía de la finalidad 
pública que se busca satisfacer con la aplicación de este principio. 
 
k. Principio de verdad material.- En el procedimiento, la autoridad 
administrativa competente deberá verificar plenamente los hechos que sirven 
de motivo a sus decisiones, para lo cual deberá adoptar todas las medidas 
probatorias necesarias autorizadas por la ley, aun cuando no hayan sido 
propuestas por los administrados o hayan acordado eximirse de ellas. 
En el caso de procedimientos trilaterales la autoridad administrativa estará 
facultada a verificar por todos los medios disponibles la verdad de los hechos 
que le son propuestos por las partes, sin que ello signifique una sustitución 
del deber probatorio que corresponde a éstas. Sin embargo, la autoridad 
administrativa estará obligada a ejercer dicha facultad cuando su 
pronunciamiento pudiera involucrar también al interés público. 
 
l. Principio de participación.- Las entidades deben brindar las condiciones 
necesarias a todos los administrados para acceder a la información que 
administren, sin expresión de causa, salvo aquellas que afectan la intimidad 
personal, las vinculadas a la seguridad nacional o las que expresamente sean 
excluidas por ley; y extender las posibilidades de participación de los 
administrados y de sus representantes, en aquellas decisiones públicas que 
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les puedan afectar, mediante cualquier sistema que permita la difusión, el 
servicio de acceso a la información y la presentación de opinión. 
 
m. Principio de simplicidad.- Los trámites establecidos por la autoridad 
administrativa deberán ser sencillos, debiendo eliminarse toda complejidad 
innecesaria; es decir, los requisitos exigidos deberán ser racionales y 
proporcionales a los fines que se persigue cumplir. 
 
n. Principio de uniformidad.- La autoridad administrativa deberá establecer 
requisitos similares para trámites similares, garantizando que las excepciones 
a los principios generales no serán convertidos en la regla general. Toda 
diferenciación deberá basarse en criterios objetivos debidamente 
sustentados. 
 
ñ. Principio de predictibilidad.- La autoridad administrativa deberá brindar a 
los administrados o sus representantes información veraz, completa y 
confiable sobre cada trámite, de modo tal que a su inicio, el administrado 
pueda tener una conciencia bastante certera de cuál será el resultado final 
que se obtendrá. 
 
o. Principio de privilegio de controles posteriores.- La tramitación de los 
procedimientos administrativos se sustentará en la aplicación de la 
fiscalización posterior; reservándose la autoridad administrativa, el derecho de 
comprobar la veracidad de la información presentada, el cumplimiento de la 
normatividad sustantiva y aplicar las sanciones pertinentes en caso que la 
información presentada no sea veraz. 
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p. Principio de dignidad laboral.- El tercer párrafo del artículo 23 de la 
Constitución establece “ninguna relación laboral puede limitar el ejercicio de  
los derechos constitucionales, ni desconocer o rebajar la dignidad del 
trabajador”. 
 
q. Principios que regulan las relaciones laborales.- El artículo 26 de la 
Constitución establece que “en la relación laboral se respetan los siguientes 
principios: 1.Igualdad de oportunidades sin discriminación. 2.Carácter 
irrenunciable de los derechos reconocidos por la constitución y la ley. 3. 
Interpretación favorable al trabajador en caso de duda insalvable sobre el 
sentido de una norma”. 
La norma nos indica que estos principios servirán de criterio interpretativo para 
resolver las cuestiones que puedan suscitarse en la aplicación de las reglas 
de procedimiento, como parámetros para la generación de otras disposiciones 
administrativas de carácter general, y para suplir los vacíos en el 
ordenamiento administrativo.  
 
2.2.1.11. Clases de procedimiento administrativo 
 
a. Procedimiento ordinario administrativo.- Encaminado a la realización de 
los actos administrativos en que encarna la normal actividad de la 
Administración, definiéndote en el caso concreto la situación jurídica del 
particular. 
b. Procedimiento de reclamación.- En este se impugna un acto 




c. Procedimiento sancionador o penal.- Es aquel, en que la  
Administración persigue el castigo de los particulares que han infringido las 
disposiciones administrativas, procedimiento correctivo o de los funcionarios 
públicos que han faltado a sus deberes (procedimiento disciplinario). 
d. Procedimiento ejecutivo.-  Está dirigido a llevar a su debido cumplimiento 
los actos administrativos. 
e. Procedimiento de oposición.- Existe un procedimiento especial, en el cual 
la administración tiene un papel semejante al del juez ante el procedimiento 
contencioso entre particulares. Nos referimos al procedimiento de oposición, 
que es un procedimiento previo a la dilatación del acto y que tiende a conocer 
y en su caso a respetar derechos de tercero. 
 
2.2.1.12. Formas en que los actos administrativos se disuaden 
 
Los actos administrativos de manera general se disuaden, cuando se 
presenta hechos ya sea en su parte intrínseca o extrínseca de sus elementos 
o características propias, siendo tres razones fundamentales: 
1.- Por su propio cumplimiento. 
2.- Por nulidad (absoluta y relativa). 
3.- Por revocación (expresa y tacita). 
La validez de los actos jurídicos responde a los tres siguientes supuestos: 
inexistencia del acto, nulidad absoluta y nulidad relativa (anulabilidad.). 
 
a. Inexistencia.- En administración podemos decir que el  acto inexistente es 
concebido como el que no reúne los elementos constitutivos del mismo y en 
ausencia de los cuales es lógicamente imposible concebir su existencia; es 
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pues inexistente por faltarle de una manera grosera y manifiesta los elementos 
del acto administrativo, no goza nunca del privilegio de la ejecutividad y puede 
ser simplemente desconocido por el particular y la Administración, no siendo 
preciso, por tanto, utilizar el procedimiento de anulación para eliminarlo de la 
vida jurídica. 
 
b.  Absoluta y relativa 
Veamos en coherencia con la delegación de facultades  de investigación y 
decimos que la nulidad es cuando estando integrado el acto por sus elementos 
constitutivos alguno o algunos de estos elementos se encuentran viciados. 
La nulidad absoluta se caracteriza en que, a diferencia de otros supuestos que 
se examinarán después, los actos así viciados no pueden nunca producir 
efectos jurídicos, cualquiera que sea el momento en que efectivamente se 
haga uso de la acción de nulidad ante en Poder Judicial. Por ejemplo tenemos 
la acción de Inconstitucional ante el Tribunal Constitucional, puesto que una 
norma a más de ser nula porque afecta derechos fundamentales de la persona 
humana, no reúne los requisitos esenciales. 
 
En cambio la nulidad relativa o anulabilidad, que supone la existencia de un 
negocio jurídico que, aunque viciado, produce efectos jurídicos en tanto no se 
utilice con éxito contra el mismo la acción correspondiente ante los Tribunales. 
Un ejemplo sería el matrimonio contraído por un varón de catorce años de 
edad. 
 
En tanto entonces, habrá nulidad, cuando estando integrado el acto por sus 
elementos constitutivos, alguno o algunos de estos elementos se encuentran 
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viciado, en sus diferentes formas y en términos generales, podría decirse que 
un acto es nulo cuando conteniendo todos sus elementos y encontrándose 
dotado de apariencia de legitimidad, adolece de un efecto tan gravemente 
afectante a su esencia, que hace imposible la producción de efectos jurídicos, 
siendo retro activa la declaración de nulidad que debe declarar el propio 
órgano administrativo, incluso de oficio, una vez enterado de nulidad en forma 
directa o por pedido de parte. 
En cuanto a la doctrina administrativa considera a la nulidad absoluta o de 
pleno derecho como la excepción, se producirá siempre que una ley de 
manera expresa así lo determine o cuando afecte de manera inequívoca los 
derechos establecidos y los efectos en el caso de la nulidad absoluta, se 
retrotraen al momento de dictarse el acto, es decir que los motivos de tal 
nulidad nacieron con el acto mismo y por ello se retrotraen. 
 
Pero por regla general en cambio la constituye la nulidad relativa o 
anulabilidad considerando que todos los actos pueden ser anulables y se 
produce una nulidad relativa los efectos son hacia el futuro. 
 
Entre otras diferencias de estas dos figuras legales, se dice también, en el 
caso de la nulidad absoluta la acción es prescriptible, en cambio en la relativa 
existe un plazo para hacer uso de la acción correspondiente. 
 
c.  La Revocación de los actos administrativos. 
En cuanto a la revocación de los actos administrativos, éstos a pesar que 
tienen su validez al momento de nacer, en el camino se produce cuestiones 
que dan motivo a la revocación. La revocación es el retiro unilateral de un acto 
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válido y eficaz por un motivo sobreviniente; a pesar de que tanto la revocación 
como la anulación producen el efecto de eliminar un acto anterior del mundo 
jurídico, existe entre ambas instituciones jurídicas una característica 
substancial que las distingue; en efecto, mientras que la anulación está 
destinada a retirar un acto inválido, o sea, un acto que desde su origen tiene 
un vicio de legitimidad, la revocación sólo procede respecto de actos válidos, 
es decir, de actos que su formación dejaron satisfechas todas las exigencias 
legales. 
 
Como la revocación se realiza por un nuevo acto administrativo que extingue 
otro acto anterior válido y eficaz, su procedencia tiene que examinarse en 
primer término frente a la estabilidad que se reconozca  las resoluciones 
administrativas. 
 
Y ahora veamos qué sucede cuando un pedido de los administrados no es 
resuelto por la administración pública dentro del plazo que establece la ley, en 
este caso la Ley 27444, que regula los procesos administrativos, para ello nos 
preguntamos: 
 
2.2.1.13. Qué es el silencio administrativo? 
Se denomina silencio administrativo, a la ausencia de resolución expresa 
que decida sobre un asunto en un procedimiento en curso, el silencio 
administrativo, consiste en una abstención de la autoridad administrativa para 
dictar un acto previsto por la ley, y tiene como nota esencial su ambigüedad, 
la que no autoriza a pesar que dicha autoridad ha adoptado ni una actitud 




En el ámbito de las relaciones entre el administrado y las entidades públicas, 
la no manifestación oportuna de voluntad de la entidad, es decir el silencio, es 
considerado un hecho administrativo al cual le sigue un tratamiento de 
declaración ficta. 
 
Entonces, el silencio administrativo es definido como un hecho al cual la ley 
concede consecuencias jurídicas con la finalidad de dar solución a la situación 
de desprotección o indefensión en que puede hallarse un administrado 
cuando el órgano administrativo no resuelve expresamente la petición o 
pretensión por él deducida dentro del término establecido. 
 
El Tribunal Constitucional, se pronuncia al respecto y refiere que el silencio 
administrativo constituye un privilegio del administrado frente a la 
administración para protegerlo ante la eventual mora de ésta en resolver su 
petición, pues quien incumple el deber de resolver no debe beneficiarse de su 
propio incumplimiento7. 
 
2.2.1.14.  Referencias históricas del silencio administrativo en el Perú 
 
El silencio administrativo, en su vertiente negativa, aparece por primera 
vez con el Decreto Supremo Nº 006-67-SC, “Reglamento de Normas 
Generales de Procedimientos Administrativos” del 11 de noviembre de 1967 
(plazo de seis (6) meses). 
 
                                                 
7 STC Nºs 0815-2004-AA/TC y 4077-2004-AA/TC, del 25 de junio del 2004 y 21 de junio del 2005. 
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Posteriormente se expidió el Decreto Ley Nº 26111, “Ley de Normas 
Generales de Procedimientos Administrativos” del 28 de diciembre de 1992, 
que modifica la anterior norma, en el extremo del plazo (reduce a 30 días). 
 
Dos años después se emitió el Decreto Supremo N° 002- 94-JUS, “Texto 
Único Ordenado de la Ley de Normas Generales de Procedimientos 
Administrativos” del 28 de enero de 1994, que, reiterando lo señalado en la 
ley, contempló la posibilidad que el administrado se acoja al SAN transcurrido 
el plazo de treinta (30) días, así como que interponga recurso de revisión o 
demanda judicial sin que medie resolución denegatoria de la administración o 
esperar el pronunciamiento expreso de la administración pública. 
La Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General (LPAG) reguló 
de manera íntegra la figura del silencio administrativo, estableciendo en los 
artículos 33º y 34º los supuestos en los que es posible aplicar el SAP y el SAN 
en los procedimientos administrativos de evaluación previa. 
 
En este contexto, y con la finalidad de que la administración pública cumpla 
un papel eficiente en la realización de sus labores cotidianas, brinde una mejor 
atención en los procedimientos a su cargo y garantice el ejercicio de los 
derechos ciudadanos, se expidió en el mes de julio del 2007, la Ley del 
Silencio Administrativo, Ley Nº 29060.  
 
En efecto, con dicha ley, se otorga una regulación más garantista y preferente 
en torno al silencio administrativo, estableciéndose como regla general la 
aplicación del silencio administrativo positivo y, como excepción, el silencio 
administrativo negativo. Así, la mencionada Ley derogó los artículos 33º y 34º 
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de la LPAG y precisó algunos aspectos que ésta no contemplaba y estableció 
exigencias, cuyo cumplimiento corresponde a todas las instituciones públicas 
a que se refiere el artículo I del Título Preliminar de la Ley del Procedimiento 
Administrativo General. 
 
A partir de la dación de esta Ley, la Presidencia del Consejo de Ministros 
(PCM) ha emitido diversas normas con miras a garantizar su cumplimiento: 
Decreto Supremo Nº 079-2007-PCM, mediante el cual se “Aprueban 
lineamientos para elaboración y aprobación de TUPAs y establece 
disposiciones para el cumplimiento de la Ley del Silencio Administrativo”. La 
finalidad de dichos lineamientos es permitir que los TUPAs cumplan con su 
propósito de ser documentos compiladores, informativos y simplificadores de 
los procedimientos administrativos que tramitan los administrados ante las 
distintas entidades administrativas del Estado. 
 
Decreto Supremo Nº 096-2007-PCM73, que “Regula la Fiscalización Posterior 
Aleatoria de los procedimientos administrativos por parte del Estado”. 
Mediante este Decreto se establecen las normas y lineamientos aplicables a 
las acciones de fiscalización posterior en los procedimientos administrativos 
sujetos a aprobación automática o a aprobación previa. 
 
Es de precisar que, en el 2008, dentro del marco de la implementación del 
Acuerdo de Promoción Comercial Perú-Estados Unidos y su protocolo de 
enmienda, el Poder Ejecutivo emitió el Decreto Legislativo Nº 1029, del 23 de 





Finalmente, se debe tener presente el TUO de la Ley Nº 27584, “Ley que 
regula el Proceso Contencioso- Administrativo”, aprobado mediante DS Nº 
013-2008-JUS, publicado el 29 de agosto del 2008. 
 
2.2.1.15. Clases de silencio administrativo: 
 
El silencio administrativo puede ser positivo o negativo.  
 
a. Silencio administrativo positivo: 
 
Procede únicamente en los supuestos en que la administración no resuelva el 
fondo de la petición del recurrente en el plazo de ley establecido. 
Esta modalidad opera de manera excepcional8 presumiendo a favor del 
administrado que la administración ha adoptado una respuesta de carácter 
positivo ante la petición formulada. Esta doctrina ha sido confirmada por el 
Tribunal Constitucional que, en reiterada jurisprudencia, ha señalado: 
“…el administrado puede acogerse al silencio administrativo positivo solo 
si existe mandato expreso que declare dicho mecanismo procesal”9.  
 
Cabe precisar que el silencio administrativo no se aplica en los procedimientos 
de petición graciable o consultas. Al respecto, la petición graciable es una 
solicitud por la cual se solicita al titular de la entidad competente la emisión de 
un acto sujeto a su discrecionalidad o a su libre apreciación, o la prestación 
de un servicio cuando no se cuenta con un título legal que permita exigirlo 
como una petición de interés particular (por ejemplo, la obtención de 
                                                 
8 RUBIO CORREA, Marcial, “Para Conocer la Constitución”, segunda edición, fondo editorial Pontificia Universidad Católica del 
Perú, Lima, 2008. 
9 SSTC Nºs. 1280-2002-AA/TC y 1484-2002-AA/TC, del 7 de enero del 2003 y 8 de marzo del 2004 
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pensiones de gracia, indultos, etc.). La consulta, por su parte, se efectúa por 
escrito y, mediante ella, se busca que las autoridades administrativas informen 
sobre las materias a su cargo y el sentido de la normativa vigente que 
comprenden su accionar, particularmente aquella emitida por la propia 
entidad. 
a.1. Efectos del silencio administrativo positivo 
 
1. Aprobación automática de lo solicitado 
  La aprobación automática de lo solicitado opera ante el incumplimiento 
de la administración pública de resolver la solicitud del administrado dentro 
del plazo establecido en la norma especial o el máximo de treinta (30) días, 
al que se adicionan los cinco (5) días que se tiene para notificar a partir de 
la expedición del acto administrativo. 
Esta adición del plazo de notificación, conforme se desprende del numeral 
16.1 de la LPAG, obedece a que la entrada en vigencia y consecuente 
obligatoriedad de lo establecido en una resolución administrativa se 
encuentran condicionadas al hecho de que el administrado, a quien 
afectaría tal resolución, tome conocimiento sobre su contenido, situación 
que se configura con el acto de notificación. 
Independientemente de las razones por las cuales la resolución, pese a 
haber sido emitida, no fue notificada oportunamente, una vez cumplido el 
plazo, éste opera a favor del administrado. 
Por otro lado, el plazo empieza a computarse desde que la administración 
recibe la solicitud sujeta a SAP. Existen casos en que la solicitud se 
presenta ante una autoridad que no es competente para conocer el 
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requerimiento, por lo que hay que esperar a que sea recibida por la entidad 
competente de destino para iniciar el cómputo del plazo. 
Ahora bien, no sólo basta el transcurso del plazo, sino que se requiere que 
la solicitud cumpla con todos los requisitos y que el SAP esté previsto en el 
ordenamiento. Así lo ha reconocido el Tribunal Constitucional, para el que, 
además del transcurso del plazo, se requiere que el solicitante cumpla con 
presentar la solicitud pertinente, acompañando la documentación 
sustentatoria y requerida, y la existencia de un mandato expreso que 
declare dicho mecanismo procesal. 
 
2. Generación de un acto administrativo presunto 
  Llamada también Resolución Ficta, por lo que el silencio administrativo 
positivo se genera un acto administrativo de carácter presunto que pone fin 
al procedimiento a favor del administrado y conforme lo sostiene la doctrina, 
a diferencia del silencio negativo, la operatividad del silencio positivo sí da 
lugar a la generación de un acto presunto y por tanto a un verdadero acto 
administrativo. 
 
3. Incompetencia de la administración por razón del tiempo 
  Vencido el plazo que se tiene para resolver, mediante una decisión, la 
administración pierde competencia para hacerlo, pues producido el SAP se 
pone fin al procedimiento. Si bien la administración ya no puede resolver 
en forma expresa en sentido contrario a la autorización otorgada mediante 
una resolución ficta, o revocarla, podrá declarar la nulidad de dicha 
autorización, siguiendo el procedimiento de nulidad de oficio de 
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resoluciones consentidas, según lo dispuesto en el art. 188, segunda parte 
de la LPAG. 
También se produce la nulidad de oficio se encuentra contemplada en el 
art. 202 de la LPAG, según el cual sólo puede ser declarada en cualquiera 
de los supuestos enumerados en el art. 10 de la mencionada ley, siempre 
y cuando se agravie el interés público. Esta facultad le corresponde al 
funcionario jerárquico superior al que expidió el acto, o si fue emitido por 
una autoridad no sometida a subordinación jerárquica, al mismo 
funcionario, y prescribe al año, contado a partir de la fecha en que el acto 
administrativo quedó firme. 
Tal previsión de un plazo determinado para deducir la nulidad resulta 
acorde con la doctrina jurisprudencial del Tribunal Constitucional, que al 
declarar la inconstitucionalidad de la Primera Disposición Final y 
Complementaria de la Ley Nº 26960, señaló: 
“…mientras al ciudadano común y corriente se le imponen restricciones 
temporales respecto de la promoción de la acción contencioso–
administrativa, según el inciso 3) del art. 541 del Código Procesal Civil, al 
Estado se le faculta a promover la misma acción sin ningún tipo de 
restricción y con un carácter de imprescriptibilidad absoluta, reñida con todo 
sentido de seguridad jurídica”10.  
Es oportuno señalar que este artículo no exige a la administración, antes 
de declarar la nulidad, escuchar al administrado, a fin de que pueda 
efectuar sus descargos, garantizando de ese modo su derecho de defensa. 
                                                 




Si bien esta exigencia no se contempla expresamente, tanto la doctrina 
como la jurisprudencia han reconocido que deriva razonablemente del 
principio del debido procedimiento administrativo y de los arts. 3.5, 161.2, 
187.2 de la referida ley, que ninguna autoridad administrativa podrá dictar 
una anulación de oficio, sin otorgar anteladamente audiencia al interesado 
para que pueda presentar sus argumentos a favor de la sostenibilidad del 
acto que le reconoce derechos o intereses. Adicionalmente a ello, la 
resolución anulatoria de oficio debe ser notificada a los administrados 
concernidos, a fin de que tengan la posibilidad de controlar su legalidad. 
 
4. Los procedimientos de evaluación previa sujetos al silencio 
administrativo positivo. 
     La Ley del Silencio Administrativo derogó los arts. 33 y 34 de la LPAG y 
estableció los siguientes procedimientos y supuestos de evaluación previa 
sujetos al SAP. 
Solicitudes cuya estimación habilite para el ejercicio de derechos 
preexistentes o para el desarrollo de actividades económicas que requieran 
autorización previa del Estado, y siempre que no se encuentren 
contempladas en la primera disposición transitoria, complementaria y final 
de la Ley.  
    Este supuesto contempla las solicitudes que habilitan el ejercicio del 
derecho a construir, la libertad de comercio, de empresa, de tránsito, etc., 
tal como ocurre en el caso de las licencias y autorizaciones. Sin embargo, 
teniendo en cuenta que ciertas actividades pueden afectar 
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significativamente el interés público, se debe tener en cuenta la limitación 
que impone la Primera DTCF.  
 
Recursos destinados a cuestionar la desestimación de una solicitud o actos 
administrativos anteriores, siempre que no se encuentren contemplados en 
la Primera DTCF. 
 
En este caso se consideran todos los recursos administrativos que puedan 
interponerse contra la denegatoria ficta (calificado con SAP en el art. 33.2 
de la LPAG) o contra un acto expreso de la administración (antes calificado 
con SAN en el art. 34.1.2 de la LPAG). 
 
Ahora bien, este supuesto no puede ser interpretado literalmente, pues una 
interpretación en ese sentido podría llevar a desconocer los intereses 
contemplados en la Primera DTCF de la Ley e involucrar procedimientos 
administrativos de oficio, tales como el de fiscalización y sanción. 
 
Así, cabe señalar que el SAP no procede al interior de un procedimiento 
administrativo disciplinario, tal como lo ha reconocido el Tribunal 
Constitucional al señalar: 
 
“… [el] silencio administrativo positivo, regulado en los artículos 33º y 188º 
de la Ley Nº 27444, (…) solo es aplicable a aquellos procedimientos de 
evaluación previa (…) y que han sido reconocidos por las entidades en sus 
textos únicos de procedimientos administrativos (TUPAs) y, por tanto, no lo 
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es a los procesos administrativos disciplinarios en los que la administración 
ejerce una facultad de fiscalización y sancionadora”11.  
 
Procedimientos en los cuales la trascendencia de la decisión final no pueda 
repercutir directamente en administrados distintos del peticionario, 
mediante la limitación, perjuicio o afectación a sus intereses o derechos 
legítimos. Sobre el particular, cabe indicar que el Tribunal Constitucional se 
ha pronunciado sobre el supuesto previsto en el art. 33.3 de la LPAG, cuyo 
texto es análogo al contemplado en el numeral 3) del art. 1 de la Ley del 
Silencio Administrativo, y su relación con el supuesto contenido en el 
numeral 2) del art. 33 de la LPAG, señalando que:  
 
“Si bien es cierto que (….) los procedimientos de evaluación previa están 
sujetos a silencio positivo (…) cuando se trata del procedimiento recursal, 
en aquellos casos en los que el interesado optó por el silencio 
administrativo negativo, también lo es que, en interpretación contrario 
sensu del inciso 3) de la misma norma legal [LPAG], no están sujetos a 
silencio positivo aquellos procedimientos de evaluación previa en los que 
la trascendencia de la decisión final pueda repercutir directamente en 
administrados distintos a él, mediante la limitación, perjuicio o afectación a 
sus intereses o derechos legítimos”12. 
 
 
                                                 
11 STC Nº 2753-2004-AC/TC, Op. Cit., fundamento jurídico nro. 3. 




5.  La declaración jurada y el silencio administrativo positivo 
 
    Vencido el plazo para la expedición de la resolución respectiva y 
cumplidos los requisitos exigidos por ley, el SAP opera de manera 
inmediata (resolución estimatoria ficta), habilitando al administrado para 
ejercer sus derechos ante la entidad pública donde efectuó su solicitud. No 
obstante ello, no pocas entidades de la administración pública muestran 
cierta renuencia a reconocer la aplicación del SAP, exigiendo al 
administrado el documento donde conste la aprobación del trámite iniciado 
al cual se aplicó el silencio positivo, menoscabándose de esta manera los 
derechos del administrado. 
 
    Ante dicha situación, el art. 3 de la Ley del Silencio Administrativo, con 
la finalidad de garantizar la eficacia del SAP, dispuso que una vez vencido 
el plazo para la expedición de la resolución respectiva y habiendo operado 
el SAP, el administrado puede presentar una declaración jurada ante la 
administración pública que configuró dicha aprobación ficta, 
constituyéndose el cargo de recepción de dicho documento en prueba 
suficiente de la resolución aprobatoria ficta de la solicitud o el trámite. En 
caso de negativa de la entidad para recibir la declaración jurada, el 
administrado puede remitirla por conducto notarial, con lo que surtirá los 
mismos efectos. 
 
    En tal sentido, al operar de manera automática el SAP, la declaración 
jurada o el acto certificatorio sólo tiene efectos declarativos y como tal 
deviene en un medio de probanza, pero no en elemento constitutivo del 
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silencio. En esa línea, la nueva redacción del art. 188.1 de la LPAG, 
modificado por el D. Legislativo Nº 1029, establece que “la declaración 
jurada a la que se refiere el art. 3 de la Ley del Silencio Administrativo, Ley 
Nº 29060, no resulta necesaria para ejercer el derecho resultante del 
silencio administrativo positivo ante la misma entidad”. 
    Finalmente, la Ley del Silencio Administrativo también ha previsto la 
utilización de la declaración jurada en reemplazo de la resolución de 
aprobación ficta contemplada por la LPAG en el caso de los procedimientos 
administrativos de aprobación automática. 
b. Silencio administrativo negativo 
 
    Procede ante la omisión de respuesta por parte de la administración, pero 
entendiendo que la decisión de la autoridad es negativa, con la finalidad de 
permitir al interesado acceder a una vía revisora ulterior. De esta manera se 
evita que la combinación del acto previo con la inactividad formal de la 
administración volatilice el derecho del ciudadano a una tutela judicial efectiva. 
    El silencio administrativo negativo surge por disposición de la ley, pero no 
se aplica de manera automática pues dependerá de la voluntad del 
administrado recurrir al proceso contencioso–administrativo vencido el plazo 
establecido en la ley, o seguir esperando a que la administración responda 
algún día su petición o el recurso interpuesto en sede administrativa. Este 
carácter optativo de acogimiento al silencio administrativo negativo ha sido 
reconocido por el Tribunal Constitucional que, a través de su doctrina 




“…el administrado (…) transcurrido el plazo para que la Administración 
resuelva el recurso impugnativo interpuesto, tiene la potestad de acogerse al 
silencio administrativo y así acudir a la vía jurisdiccional, o de esperar el 
pronunciamiento expreso de la Administración. La no resolución del recurso 
impugnatorio dentro del plazo de 30 días no puede considerarse como causal 
de exclusión de la potestad del administrado de esperar el pronunciamiento 
expreso de la Administración”13. 
En otra más reciente señala: 
“…habiendo transcurrido el plazo en exceso sin que la administración se haya 
pronunciado por la solicitud del demandante ha operado el silencio 
administrativo negativo, por lo que el recurrente de acuerdo al artículo 188º, 
numeral 188.3, de la Ley Nº 27444 se encuentra habilitado para interponer los 
recursos impugnativos y las acciones judiciales pertinentes (…)”. (STC Nº 
1972-2007-AA/TC, del 16 de noviembre del 2007). 
 
b.1. Operatividad del silencio administrativo negativo 
 
    El silencio administrativo negativo es también una técnica legal que 
permite al ciudadano considerar denegada su petición a efectos de 
interponer el recurso administrativo o la demanda administrativa 
correspondiente, o esperar a que la administración se pronuncie. El sistema 
administrativo negativo es un mecanismo que opera sólo por decisión del 
particular, es decir, no lo obliga. 
 
                                                 
13 STC Ns. 0815-2004-AA/TC y 4077-2004-AA/TC, del 25 de junio del 2004 y 21 de junio del 2005. 
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    Así lo ratifica la doctrina jurisprudencial del Tribunal Constitucional que 
en la STC Nº 1003-98-AA/TC (caso Alarcón Menéndez) señaló: 
“…habiendo transcurrido el plazo en exceso sin que la administración se 
haya pronunciado por la solicitud del demandante, ha operado el silencio 
administrativo negativo, por lo que el recurrente de acuerdo al artículo 188º, 
numeral 188º.3 de la Ley 27444, se encuentra habilitado para interponer 
los recursos administrativos y las acciones judiciales pertinentes…”14. 
 
     Tiene, por consiguiente, una naturaleza potestativa, pues el particular 
puede esperar a que la administración se pronuncie o decidir impugnar la 
inactividad administrativa ante el superior, o ante el Poder Judicial (proceso 
contencioso–administrativo). En definitiva, busca proteger los derechos a 
la tutela judicial efectiva y de acceso a la justicia. 
 
b.3. Efectos del silencio administrativo negativo 
 
    El silencio negativo es una ficción que, por un lado, habilita al 
administrado a acudir a la instancia siguiente o a la vía judicial, según sea 
el caso y, por otro, garantiza que no se dé inicio al cómputo de plazos para 
impugnar la denegatoria ficta. 
 
   Este efecto, previsto en el art. 188.5 de la LPAG, ha sido desarrollado por 
el Tribunal Constitucional al evaluar el SAN y el plazo de prescripción para 
interponer una demanda de amparo. En ese marco, el máximo Tribunal de 
la jurisdicción constitucional ha señalado: 
 
                                                 
14 STC Nº 1972º-2007-AA/TC, del 08 de enero del 2007. 
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    “En los supuestos donde el administrado decide acogerse al silencio 
administrativo negativo (…) el plazo prescriptorio empieza a transcurrir una 
vez que éste decide acudir al órgano jurisdiccional, momento que tiene 
lugar justamente cuando se interpone la demanda de amparo”15.  
 
    En tal sentido, el acceso a la vía jurisdiccional una vez cumplidos los 
plazos queda abierto indefinidamente en tanto la administración no dicte 
resolución expresa. Sería un contrasentido establecer un plazo límite para 
acogerse al SAN, pues la incumplidora de su deber de resolver terminaría 
beneficiándose de su propio incumplimiento. 
 
    Otro efecto del SAN es que no enerva la obligación de la administración 
de resolver. En efecto, aun cuando transcurra el plazo para que el 
administrado pueda acogerse al SAN, la administración mantiene la 
obligación de resolver hasta que se le notifique que el asunto se ha 
sometido al conocimiento de la autoridad jurisdiccional o el administrado 
haya hecho uso de los recursos respectivos 
 
b.4.  Los procedimientos del silencio administrativo negativo 
 
   Considerando que la regla general es el SAP, según la Primera DTCF de 
la Ley del Silencio Administrativo, excepcionalmente, el SAN se aplica a: 
- Casos que afecten significativamente al interés público, incidiendo en: 
salud, medio ambiente, recursos naturales, seguridad ciudadana, 
                                                 




sistemas financieros / seguros, mercado de valores, defensa nacional 
y patrimonio histórico cultural de la nación. 
- Los procedimientos trilaterales. 
- Los procedimientos que generen la obligación de dar o hacer del 
Estado. 
- Los procedimientos de inscripción registral. 
- Las autorizaciones para operar casinos y juegos de máquinas 
tragamonedas. 
- Los procedimientos por los cuales se transfieren facultades de la 
administración pública. 
 La aplicación del SAN en los supuestos contemplados en el numeral 1) 
debe justificarse cuando el procedimiento importe una afectación 
significativa al interés público. 
No significa, por tanto, que a todos los procedimientos administrativos 
vinculados a las materias anotadas les sea aplicable el SAN y, en esa 
medida, las autoridades deben tener mucho cuidado en la calificación, a fin 
de aplicarlo a aquellos casos que sí expongan significativamente el interés 
público, debiendo entenderse por interés público aquello que trasciende el 
estricto ámbito de los intereses de los particulares destinatarios del acto. 
 
2.2.1.16.  Presupuestos para la aplicación del silencio administrativo. 
Para la aplicación del silencio administrativo se requiere que: 
a.- La petición sea admitida válidamente a trámite. 
b.- El supuesto esté previsto en el TUPA o en una norma expresa. 
c.- El petitorio del administrado sea jurídica y físicamente posible. 
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d.- Haya transcurrido el término preciso para aprobar y notificar la 
decisión administrativa (dato objetivo). 
e.- La actuación del administrado sea de buena fe.  
 
En este orden de ideas, si bien la administración tiene la obligación de dar 
repuesta a cualquier requerimiento, su omisión no se puede considerar 
necesariamente como una aceptación tácita o denegatoria. El SAP o SAN 
sólo proceden si existe un mandato expreso que declare su aplicación, 
pues, como ha señalado el Tribunal Constitucional, en reiterada 
jurisprudencia: 
“el silencio administrativo no constituye una franquicia del 
administrado16 para optar por uno u otro sentido (positivo o negativo)”. 
 
2.2.1.17.  Responsabilidad del funcionario y servidor público. 
 
     Según la Ley del Silencio Administrativo, los funcionarios y servidores 
públicos incurren en falta administrativa sancionable conforme al artículo 
239º de la LPAG, sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales 
cuando: 
 
a. Incurran en defectos de tramitación al interior del procedimiento 
(transgresión de plazos u omisión de trámite). 
b. Exijan a los administrados o administradas un procedimiento, trámite, 
requisito u otra información, documentación o pago no contenidos en 
el TUPA de su entidad. 
                                                 
16 SSTC Nros. 0496-2003-AA/TC, 09902-2006-PA/TC, 09904-2006-PA/ TC, 2106-2006-AA/TC y 06905-2006-AA/TC, del 25 de 
marzo del 2003, del 11 de enero del 2006 y del 16 de enero, 29 de marzo y 10 de abril del 2007. 
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c. Se nieguen injustificadamente a reconocer la eficacia del derecho 
conferido el administrado al haber operado el SAP a su favor. 
d. Se nieguen injustificadamente17 a recibir o cumplir la resolución ficta 
derivada de la declaración jurada, dentro de un procedimiento. 
      Al respecto se debe tener presente que, como principio general, 
ninguna autoridad debe negarse a recibir una declaración jurada, aún en el 
caso de la no utilización del formato aprobado por la PCM mediante Decreto 
Supremo Nº 079-2007-PCM. Así, una negativa sólo será justificada en caso 
de que la declaración jurada se presente antes de vencer el plazo. 
 
     Asimismo, con relación a la exigencia de pagos contenidos en el TUPA, 
cabe precisar que, siguiendo el precedente vinculante18, el artículo 14º del 
Decreto Supremo Nº 079-2007-PCM prohíbe a las entidades cobrar tasa 
alguna en un procedimiento administrativo como condición o requisito 
previo a la impugnación de un acto emitido por la propia entidad por ser 
contraria a los derechos constitucionales del debido proceso, de petición y 
acceso a la tutela jurisdiccional, siendo nula la norma que aprueba dicho 
cobro. 
 
2.2.1.18. Medios para denunciar al funcionario y servidor público 
 
    Para denunciar a los funcionarios y servidores públicos por las 
irregularidades anotadas, se han previsto dos medios: el recurso de queja 
y las denuncias,  el primero ante el superior jerárquico y el segundo ante el 
Órgano de Control Institucional (OCI) de la entidad respectiva. Dichas 
                                                 
17 URQUIZO PEREZ, Jorge. Derecho Procesal Civil, 1995- Arequipa –Peru. 
18 STC Nº 3741-2004-AA/TC. 
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acciones, sin embargo, son de carácter excluyente, es decir, la 
interposición de la queja inhabilita al administrado o a la administrada para 
interponer la denuncia ante el OCI. No obstante, la interposición de 
cualquiera de dichas medidas no constituye un impedimento para el inicio 
de las acciones civiles y penales a las que hubiere lugar de ser el caso 
sobre el particular, se considera que la Ley del Silencio Administrativo 
incurre en error al denominar la queja como un recurso, toda vez que la 
doctrina administrativa es unánime al señalar que la queja no procede 
contra un acto definitivo, sino contra un acto en trámite, ante la conducta 
activa u omisiva del funcionario o empleado público encargado de la 
tramitación del expediente que afecte derechos subjetivos o intereses 
legítimos del administrado. 
  
    De esa misma manera, el art. 158.1 de la LPAG señala que, en cualquier 
momento, los administrados pueden formular queja contra los defectos de 
tramitación y, en especial, los que supongan paralización, infracción de los 
plazos establecidos legalmente, incumplimiento de los deberes funcionales 
u omisión de trámites que deben ser subsanados antes de la resolución 
definitiva del asunto en la instancia respectiva. 
 
     De este modo, lo dispuesto por la Ley del Silencio Administrativo se 
debe entender como una queja administrativa que busca proteger a las 
personas frente a la conducta del funcionario público que no cumple con la 
aplicación del silencio administrativo y resolver con celeridad las cuestiones 
que han sido sometidas a su consideración por defectos de trámite y no 
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como un acto de impugnación, que se dirige contra un acto administrativo 
concreto. 
 
     La queja deberá ser presentada ante el superior jerárquico de la 
autoridad que tramita el procedimiento administrativo, debiendo indicarse 
necesariamente el deber infringido y la norma que lo exige. La autoridad 
superior deberá resolver la queja dentro de los tres (3) días siguientes, 
previo traslado al quejado, a fin de que pueda presentar sus descargos. En 
caso que se declare fundada, la autoridad administrativa superior dictará 
las medidas correctivas pertinentes respecto del trámite que sigue el 
procedimiento. Asimismo, dispondrá el inicio de las actuaciones necesarias 
con la finalidad de sancionar al responsable. Cabe indicar que la utilización 
de la queja frente a los defectos de tramitación también se ha regulado en 
el ámbito disciplinario. Así, por ejemplo, el nuevo Reglamento de 
Organización y Funciones de la Oficina de Control de la Magistratura 
(OCMA), aprobado mediante Resolución Administrativa Nº 129-2009-CEJ, 
en el artículo 106º establece: “Queja por defecto de tramitación.– Ante 
defecto de tramitación será de aplicación lo previsto en la Ley del 
Procedimiento Administrativo General”. 
 
     En lo que se refiere a la denuncia, la LPAG en su artículo 105º ya 
reconocía el derecho de los administrados y administradas a formular 
denuncias respecto a aquellos hechos que conocieran y que fueran 
contrarios al ordenamiento jurídico, no siendo necesario en este caso, 




      Sobre el particular, la Directiva N° 008-2003-CG/DPC “Servicio de 
Atención de Denuncias”, aprobada mediante Resolución de Contraloría 
General N° 443-2003-CG, publicada el 14 de enero del 2004, cuya base 
legal, entre otras disposiciones, es la LPAG, establece que a todos los 
ciudadanos, individual o colectivamente, les asiste el derecho de acudir al 
OCI que le corresponda, con el objeto de formular denuncias relacionadas 
con las funciones de la administración pública y que estas sean atendidas 
conforme a su mérito, sujetándose a los requisitos y tramitación 
establecidos en la citada directiva. 
 
      En tal sentido, basta que los ciudadanos y ciudadanas, comuniquen al 
OCI la relación de hechos, circunstancias del tiempo, modo y lugar que 
permitan su constatación, la indicación de los presuntos autores y 
partícipes, el aporte de la evidencia o su descripción para que el OCI 
proceda a su evaluación. 
 
     Luego de ello, en la etapa de verificación el OCI deberá practicar las 
diligencias necesarias a fin de comprobar la verosimilitud de la denuncia 
formulada e informar con prontitud sobre sus resultados. En el supuesto 
que la denuncia sea rechazada, se deberá comunicar oportunamente al 
denunciante. Es importante señalar que el denunciante no es considerado 
sujeto del procedimiento, y que el resultado de las investigaciones 
relacionadas con la interposición de la denuncia o la queja permite a la 
entidad identificar el actuar negativo del funcionario o servidor público y la 




2.2.1.19.  Silencio administrativo en materia de recursos 
 
    Según el art. 207 de la LPAG, los recursos administrativos son el recurso 
de apelación, el recurso de reconsideración y el recurso de revisión. 
Al respecto, el artículo 218º establece que: 
“Son actos que agotan la vía administrativa: a) El acto respecto del cual no 
proceda legalmente impugnación ante un autoridad u órgano 
jerárquicamente superior en la vía administrativa o cuando se produzca 
silencio administrativo negativo, salvo que el interesado opte por interponer 
recurso de reconsideración, en cuyo caso la resolución que se expida o el 
silencio administrativo producido con dicho recurso impugnativo agota la 
vía administrativa; o b) El acto expedido o el silencio administrativo 
producido con motivo de la interposición de un recurso de apelación en 
aquellos casos en que se impugne el acto de una autoridad u órgano 
sometido a subordinación jerárquica”. 
 
Por otro lado, el art. 188.6 de la mencionada ley señala que: 
“En los procedimientos sancionadores, los recursos administrativos, 
destinados a impugnar la imposición de una sanción estarán sujetos al 
silencio administrativo negativo. Cuando el administrado haya optado por 
la aplicación del silencio administrativo negativo, será de aplicación el 
silencio administrativo positivo en las siguientes instancias resolutivas”.  
 
De este modo, ante la falta de respuesta por parte de la administración 
dentro del plazo de ley frente a un recurso de revisión o un recurso de 
impugnación contra una decisión emitida por una autoridad no sometida a 
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subordinación jerárquica, el administrado puede acogerse al SAN, 
encontrándose habilitado para acudir al proceso contencioso–
administrativo o al proceso constitucional de amparo, al darse por agotada 
la vía administrativa. 
 
     En caso de que exista otra instancia resolutiva en la vía administrativa 
podrá acudir a la instancia superior en aplicación del SAN con la finalidad 
de que se emita un pronunciamiento expreso. Luego de ello, podrá operar 
el SAP de producirse nuevamente una desidia de la entidad. 
 
En ese orden de ideas, la jurisprudencia del Poder Judicial tiene establecido 
que: 
 
“…si bien es cierto (…) existe aún un órgano jerárquicamente superior ante 
el que debe recurrir el demandante, también lo es que ha optado por 
interponer el recurso de reconsideración y éste no ha sido resuelto, por lo 
que se ha producido el silencio administrativo negativo. 
Consecuentemente, se da por agotada la vía administrativa19”. 
 
     Por su parte, al interpretar la Ley del Silencio Administrativo, el Tribunal 
Constitucional, también ha admitido la procedencia del SAN ante la falta de 
respuesta de un recurso de apelación interpuesto contra un sanción en un 
procedimiento administrativo disciplinario, señalando que : 
 
                                                 
19 Exp. Nº 472-2003-AA, sentencia del 10 de mayo del 2004. 
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“...el petitorio (aprobar su recurso de apelación y, por consiguiente, dejar 
sin efecto la resolución que dispuso su pase al retiro), cuyo cumplimiento 
se requiere no resulta cierto, toda vez que la pretensión administrativa se 
encuentra dentro de las excepciones establecidas en la Primera 
Disposición Transitoria, Complementaria y Final de la Ley Nº 29060...20”. 
 
2.2.1.20. Silencio administrativo y el proceso contencioso administrativo 
 
 
       El TUO de la Ley que regula el proceso contencioso– administrativo, 
trata al silencio administrativo, en su artículo 4º numeral 2), como una 
actuación impugnable. De este modo, contempla la posibilidad, como 
sucede en otros países, de utilizar el contencioso–administrativo contra las 
omisiones de la administración pública. 
        En su redacción inicial, el artículo 17º.3 de la Ley del proceso 
contencioso–administrativo, contradictoriamente a lo dispuesto en el art. 
188 inc.5 de la LPAG y pese a que el proyecto de la referida ley disponía 
que no existía plazo, contempló el plazo de seis (6) meses para demandar 
el silencio administrativo, computados desde la fecha en que venció el 
plazo legal para expedir la resolución. 
Bajo este marco legal, transcurrido el plazo indicado, la demanda era 
declarada inadmisible por extemporánea, generándose, con ello, 
indefensión en los ciudadanos al impedirles injustificadamente el acceso a 
la jurisdicción y la defensa de sus intereses, e ineficiencia por parte de la 
administración. 
                                                 
20 STC Nº 00597-2009-PC/TC, del 16 de marzo del 2009. 
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      Afortunadamente, esta regulación ha sido modificada. En efecto, el art. 
19º del TUO de la Ley que regula el proceso contencioso–administrativo 
supera lo anotado y establece que, cuando se trate del SAN, se observará 
lo dispuesto en el numeral 188º.5 de la LPAG y que el tercero legitimado 
puede acudir al proceso–contencioso administrativo en un plazo de tres (3) 
meses en el caso del SAP. 
De este modo, conforme a la naturaleza del SAN, no se prevé un plazo para 
recurrir al contencioso–administrativo, pues, como se sabe la citada técnica 
constituye una garantía del particular frente a la inactividad formal de la 
administración que opera siempre en beneficio del particular, y no al 
contrario. 
 
        Por tanto, al constituir el SAN una figura de ejercicio opcional para el 
particular no cabe el cómputo del plazo para acudir al contencioso–
administrativo porque se estaría otorgando a la administración pública una 
posición más ventajosa con relación a los particulares. 
 
2.2.2  ASPECTOS ESENCIALES SOBRE DELEGACIÓN DE FACULTADES 
 
      Previo a tratar sobre la delegación de facultades, debemos de hacer una 
recapitulación sobre los Poderes del Estado Peruano, propiamente sobre el 
Poder Legislativo, el Poder Ejecutivo y sus funciones que cumplen cada uno 







2.2.2.1. Poder Legislativo 
 
     El Poder Legislativo21 es el organismo que tiene la misión o la facultad de 
emitir, crea leyes, potestad que implica la posibilidad de regular, en nombre 
del pueblo, los derechos y las obligaciones de sus ciudadanos en armonía con 
las normas y disposiciones constitucionales. Para ejercer tal facultad está 
otorgada de una incuestionable autoridad que le concede la representación 
de la voluntad popular. 
El poder legislativo por definición, es el poder que crea las leyes, facultad que 
involucra de regular en nombre del pueblo, los derechos y las obligaciones de 
sus habitantes en concordia con los mandatos legislativos. Para ejecutar dicha 
facultad está investida de una incuestionable autoridad que le confiere la 
representación de la voluntad. 
 
     El cronista y pensador político francés Montesquieu propuso, en su célebre 
libro “El espíritu de las leyes”, que era necesario que las funciones del Estado 
se dividieran en diferentes poderes "legislativo, ejecutivo y judicial", para que 
mediante los acomodos de las características el poder se autocontrol, con la 
finalidad de evitar la tiranía. Las figuras presentes más importantes son el 
senado y los diputados. 
 
    El poder legislativo es uno de los tres poderes que nacen dentro del 
gobierno a partir de la noción de división manejada por varios filósofos en el 
siglo XVIII. De acuerdo a esta noción, el ejercicio del poder en un régimen no 
                                                 
21 CANO MATA, Antonio. “Los ciudadanos y su posible intervención en el recurso de amparo y demás impugnaciones residenciadas 




debía estar concentrado en una sola persona como sucedía con las 
monarquías absolutistas de la época, si no que se debían crear instituciones 
concertadas por representantes del pueblo que tuvieran a su cargo una 
actividad específica y que sirvieran de contrapeso entre sí para evitar que 
alguna de ellas sobrepase a las demás o concentre demasiado poder. 
Comúnmente, los tres poderes que surgen a partir de esta idea son: 
El Poder Ejecutivo (encargado de tomar decisiones y ejecutarlas), el poder 
legislativo (encargado de las funciones de legislar y establecer normativas 
legales) y el Poder Judicial (encargado de Administrar Justicia a nombre de la 
Nación). 
El poder legislativo por lo general en la mayor parte de los países del mundo 
se compone de dos cámaras (es decir que es bicameral): la cámara de 
senadores y la cámara de diputados. 
 
2.2.2.2. Historia del poder legislativo Peruano 
 
El Perú nace como una nación libre e independiente luego de un largo 
proceso emancipador, iniciado desde las primeras rebeliones de indígenas y 
criollos. Ese proceso tuvo uno de sus momentos cumbres en la declaración 
de la Independencia nacional el 28 de julio de 1821. 
La primera convocatoria a congreso constituyente22 fue realizada por el 
general don José de San Martín mediante el Decreto Nº 146, del 27 de 
diciembre de 1821. Para dar cumplimiento al dispositivo mencionado se 
conformó una comisión encargada de preparar el reglamento de elecciones y 
                                                 




se fijó el número de diputados -79 propietarios y 38 suplentes-los cuales 
serían elegidos con arreglo al cálculo de la población de cada departamento. 
 
2.2.2.3. El pleno del congreso 
El Pleno es la máxima asamblea deliberativa del Congreso. Lo constituyen 
todos los congresistas incorporados y funciona conforme con las reglas de 
quórum y de procedimiento que establecen la Constitución y el presente 
reglamento. Allí se debaten y se votan todos los asuntos y se realizan los 
actos que prevén las normas constitucionales, legales y reglamentarias. 
Al inicio del período anual de sesiones, los grupos parlamentarios y el Consejo 
de Ministros presentan una propuesta, donde se detalla los proyectos de ley 
que consideren necesario debatir y aprobar durante dicho período. El pleno 
del Congreso votará la inclusión de estos proyectos en la agenda legislativa, 
en la que se incluye solo a los que obtengan mayoría simple. El debate de 
estos proyectos de ley tiene prioridad, tanto en comisiones como en el pleno 
del Congreso, salvo lo dispuesto por el artículo 105° de la Constitución Política 
del Estado, que no impide que puedan dictaminarse y debatirse otros 
proyectos. 
 
2.2.2.4.  Funciones del Poder Legislativo 
Siendo el Poder Legislativo el órgano representativo de la nación y tiene 
como funciones principales la representación de la nación, la dación de leyes, 
la permanente fiscalización y control político, orientados al desarrollo 
económico, político y social del país, así como la eventual reforma de la 




a. Función legislativa 
  La función legislativa comprende el debate y la aprobación de reformas 
de la Constitución, de leyes y resoluciones legislativas, así como su 
interpretación, modificación y derogación, de acuerdo con los 
procedimientos establecidos por la Constitución Política y el Reglamento 
del Congreso. 
 
b. Función de control político 
     La función de control político comprende la investidura del Consejo de 
Ministros, el debate, la realización de actos e investigaciones y la 
aprobación de acuerdos sobre la conducta política del Gobierno, los actos 
de la administración y de las autoridades del Estado, el ejercicio de la 
delegación de facultades legislativas, el dictado de decretos de urgencia y 
la fiscalización sobre el uso y la disposición de bienes y recursos públicos, 
el cumplimiento por el Presidente de la República del mensaje anual al 
Congreso de la República y el antejuicio político, cuidando que la 
Constitución Política y las leyes se cumplan y disponiendo lo conveniente 
para hacer efectiva la responsabilidad de los infractores. 
 
c. Funciones especiales. 
    Son funciones especiales del Congreso designar al Contralor General de 
la República, elegir al Defensor del Pueblo, así como a los miembros del 
Tribunal Constitucional, al Directorio del Banco Central de Reserva, y 
ratificar al Presidente del Banco Central de Reserva y al Superintendente de 
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Banca y Seguros. Le corresponde también la remoción en los casos 
previstos en la Constitución. 
El Poder Legislativo tiene 3 funciones principales: 
1.- De Representación. 
2.- Legislativa. 
3.- De control. 
1. Función de representación.- Es la principal función del poder 
legislativo pues  por medio del voto directo elegimos a un representante 
de nuestro distrito electoral local que estará encargado de plantear 
nuestros intereses ante el Congreso. 
2. Función legislativa.- Está confiada a un órgano denominado Congreso 
o Parlamento y consiste en la formulación o producción, a través de un 
proceso determinado por la Constitución, de normas jurídicas que se 
aplican a los habitantes de un Estado. 
Los productos de esta función (leyes o decretos) pueden ser de tres 
tipos: procedimiento ordinario, de reforma constitucional y especial. 
El procedimiento ordinario se compone de los siguientes pasos: 
Iniciativa, discusión, aprobación, sanción, promulgación, publicación y 
finalmente fecha de inicio de vigencia. 
 
Otra de las funciones legislativas, se refiere al procedimiento de reforma 
constitucional y se refiere a que la constitución no debe ser una 
institución inmutable, por lo que se contempla la necesidad de un órgano 
permanente con facultades constituyentes para modificarla, me refiero al 
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constituyente permanente que garantiza la adaptación del texto 
constitucional al constante cambio de la realidad política y la corrección 
de las lagunas que pueda tener. 
3.  Función de control.- A más de tener esta facultad, también lo tiene el 
Ejecutivo como el Judicial; además el Legislativo tiene facultades para 
inspeccionar, analizar, comprobar, examinar, registrar, revisar intervenir 
y verificar el funcionamiento de la administración pública, es decir, del 
Ejecutivo. 
Esta función la ejerce en 4 rubros generales de suma importancia y  que 
son el Presupuesto, Político, Jurisdiccional y Administrativo. 
 
2.2.2.5. Delegación de facultades 
       A través de la historia del Perú, se ha tenido una cantidad inmensa de 
delegaciones de facultades que el Poder Legislativo otorgó al Ejecutivo y éste 
emite los famosos llamados Decretos Legislativos; sin embargo, a fin de 
observar de cerca el problema planteado, tenemos a continuación algunas 
consideraciones. 
 
2.2.2.6.  Nociones de delegación 
     Se entiende por delegación23, el dar a una persona o grupo las facultades 
y poderes necesarios para representar a otra u otras, conforme a lo facultado 
y en forma específica. La persona que representa a otro se conoce como 
delegado y tanto como su cargo y su oficina reciben el nombre de delegación. 
                                                 
23 LINARES QUINTANA, S egundo. Tratado de la ciencia del Derecho Constitucional argentino y comparado. Tomo VIII, 
editorial Alfa, Buenos Aires, 1963, p. 131. 
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Este término también se utiliza para nombrar al equipo o grupo de trabajo que 
representa a una comunidad o un país. Por ejemplo: “la delegación peruana 
pisó el suelo francés después de 8 horas de vuelo”, “una delegación 
americana se entrevistó con el presidente peruano para analizar un posible 
tratado bilateral para combatir al narcotráfico”. Así podemos seguir poniendo 
ejemplos a fin de que defina sobre delegación. 
 
a. Origen de la palabra delegación 
Esta palabra Delegación, proviene del latín delegatus formada por el prefijo 
de (en sentido de procedencia) y legatus (que ha recibido la ley), participio 
de legare (legar, mandar a alguien legalmente). Legare proviene de lex, 
legis (ley). 
 
b. Definición de delegación en lo administrativo 
En lo que respecta al Derecho Administrativo, la definición de delegación 
refiere a la traslación de un órgano superior a otro inferior del ejercicio de 
una competencia, aunque el delegante mantiene la titularidad de la misma 
y esta operación se concreta a través de un acto administrativo y puede ser 
revocada por el delegante. 
 
c.  Antecedentes en la delegación de facultades en el Perú 
 
En nuestro país, se dio esta figura política de Delegación en forma 
constante y podemos decir que se inició con la reforma plebiscitaria de la 
Constitución de 1933 ocurrida en 1939, aunque derogada en 1945, lo que 
no impidió que durante el período gubernamental 1963-1968, el Congreso 
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autorizara al Poder Ejecutivo a legislar mediante “Decretos Supremos con 
fuerza de ley”. 
Más tarde, en la Constitución de 1979, aparece esta figura dictada por el 
constituyente, mediante el art. 188, que estableció que “el Congreso puede 
delegar en el Poder Ejecutivo la facultad de legislar, mediante decretos 
legislativos, sobre la materia y por el término que especifica la ley 
autoritativa… in fine”. Y como consecuencia de ello, se ve que, desde el 
inicio de la vigencia de la Constitución Política de 1979 y durante todo el 
período de vigencia de la actual Constitución, el Congreso de la República 
aprobó un total de 101 leyes autoritativas, de las cuales 15 fueron sobre 
materia tributaria, bajo cuyo amparo los sucesivos gobiernos expidieron un 
total de 1078 Decretos Legislativos. 
 
2.2.2.7. Uso excesivo de facultades por el ejecutivo. 
    En nuestro país, desde hace mucho tiempo atrás, tenemos la delegación 
de facultades, para que el Poder Ejecutivo formule leyes en cada cartera, esto 
se aprecia de “El Peruano”, las constantes y excesivas delegaciones de 
facultades legislativas hacia el Poder Ejecutivo, específicamente al Presidente 
de la República, convirtiéndolo en el principal legislador y dejando de lado al 
protagonista de la potestad legislativa (Poder Legislativo) realizando este, solo 
la función de representación y fiscalización. Sin embargo, por más que se 
genere un abuso de la institución de la delegación de facultades por parte del 
Poder Ejecutivo, esto no vulnera el principio de separación de poderes. 
 
    La delegación de facultades legislativas es concebida como la habilitación 
del ejercicio de competencias por parte del Poder Legislativo hacia el 
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Ejecutivo y no de las competencias en sí, porque estas son propias del Poder 
Legislativo, y como tal son indelegables. Asimismo, doctrinariamente esta 
delegación de facultades no supone una delegación ni de potestades ni de 
facultades, lo que implica es que de manera extraordinaria se concede al 
Poder Ejecutivo la capacidad de agilizar el dictado de ciertas normas que 
pueden tener especial prioridad o impacto en el bien social. 
 
     El argumento es que el Ejecutivo tiene varias carteras y cada una tiene que 
organizarse conforme a su labor y por ello, es que solicitan la delegación de 
facultades para agilizar su labor, asimismo, la potestad legislativa es única e 
indelegable, por tanto esta habilitación de facultades es de carácter 
excepcional, pues se debe otorgar a solicitud expresa del Ejecutivo y no de 
forma voluntaria y espontánea por parte del Legislativo; así lo establece la 
Constitución. 
 
     La Carta Magna lo expresa en el art. 104, que expresa sobre la ley 
autoritativa o ley de delegación que es aquella que permite la delegación de 
facultades del Legislativo al Ejecutivo, con el propósito de que este legisle 
sobre la materia y el plazo determinado; y con esto se pretende preservar la 
potestad legislativa que le pertenece en principio al Poder Legislativo, debido 
a que toda delegación de facultades se otorgará en momentos excepcionales 
y bajo el control del Poder Legislativo y de la Constitución. 
 
     Como ya se hizo referencia, la delegación de facultades no se busca la 
destitución como legislador al Poder Legislativo, pues este no lo perderá, 
debido a que le seguirá perteneciendo aunque indirectamente a través del 
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control y supervisión que este realice al Poder Ejecutivo. Es así que la ley 
autoritativa cumple dos funciones24: la de autorizar la delegación de la facultad 
de legislar del Legislativo al Ejecutivo, y determinar los límites a los que debe 
ceñirse la delegación, es decir a través de la materia y el plazo determinado. 
Sin embargo, debe tenerse presente que la ley de delegación no puede asumir 
la forma de leyes orgánicas, ni muchos menos delegar materias que son 
indelegables a la comisión permanente. 
 
     A pesar que está permitido la delegación de facultades, pues con esta 
traslación de facultades no se desea concentrar todo el poder en el Ejecutivo, 
y desnaturalizar así el principio de separación de poderes; sino que la 
Constitución ha permitido otorgar esta delegación al Poder Ejecutivo; porque 
el estado requiere para su adecuado manejo una mano no sólo eficiente sino 
rápida y eficaz, pero a sus intereses. 
 
     Es cierto, porque como se sabe, todo gobierno de turno, hace uso de su 
poder como elemento del Estado, éste poder no queda desamparado y en 
letra muerta, sino los gobiernos de turno lo aprovechan con el llamado 
otorgamiento o delegación de facultades del Legislativo hacia el Ejecutivo, y 
como es conocido que el Ejecutivo, lo conforman miembros del mismo 
gobierno o partido político, es obvio que emitirán las normas de acuerdo a su 
conveniencia del propio gobierno, entonces el Ejecutivo emite los famosos 
Decretos Legislativos. 
 
                                                 




2.2.2.8. Decretos legislativos 
     Una de las atribuciones del Congreso es la de legislar25,  en  tanto  el  poder 
constituyente ha dispuesto que la legislación sea competencia básica de la 
asamblea de representantes elegidos por el pueblo para ejercer dicha 
función. Sin embargo, subsidiariamente, el Congreso puede delegar una 
parte de su competencia legislativa al Poder Ejecutivo o, a la propia Comisión 
Permanente en la materia y plazo definidos en la ley autoritativa, según los 
arts. 104 y 101.4  de la Constitución, en lo referente a la Comisión 
Permanente. 
 
     El control parlamentario de los decretos legislativos tiene otra 
problemática menos compleja que el control de los decretos de  urgencia,  
pero no por ello menos importante. Porque los parámetros de control son 
más precisos, pues no se realizan en función de conceptos abiertos, como 
sí sucede con los decretos de urgencia. Antes bien tienen como presupuestos 
habilitantes una materia específica y un plazo determinado que los define el 
propio Congreso en la ley autoritativa. 
 
     Esto de alguna manera facilita el control parlamentario de los mismos, 
pues no debería existir mayor margen de discrecionalidad por parte del Poder 
Ejecutivo o la Comisión Permanente, salvo que realice una interpretación 
abierta o extensiva de la ley autoritativa que pueda exceder el mandato 
recibido. Por ello, es necesario que el Parlamento realice un escrupuloso 
control de estas normas, en tanto constituye una obligación establecida en la 
                                                 
25 SORIANO, José. “Los decretos-leyes en la jurisprudencia constitucional española”, en RAP, Núms. 100-102..., op. cit., pp. 
465 y ss. 
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Constitución y en el Reglamento del Congreso. 
 
     Si bien es cierto que la facultad de la legislación delegada en manos del 
Poder Ejecutivo es una prerrogativa constitucional delimitada que se le otorga 
al mismo, para que sea capaz de actuar con rapidez en ciertas situaciones 
de crisis, se debe resaltar el carácter extraordinario de dicha facultad, en 
función de los siguientes lineamientos formativos que constituirían los 
parámetros del control parlamentario. 
  
a. Lineamientos formativos 
Son pautas trascendentales que se deberá seguir para que sean pertinentes, 
de la siguiente manera: 
1.- La delegación de facultades se realiza mediante una ley autoritativa que 
establece las materias y el plazo de legislación, que aprueba el Pleno 
del Congreso unicameral por mayoría. 
2.- No  cabe  delegación  en  las  materias  relativas  a  la  reforma  
constitucional, aprobación de tratados internacionales, leyes 
orgánicas, Ley de Presupuesto y Ley de la Cuenta General de la 
República. 
3.- Las  materias  delegadas  y  el  plazo  establecido  no  deben  ser  
genéricos o indefinidos, sino taxativa y expresamente determinadas en 
la ley autoritativa. 
4.- No  cabe  que  el  Poder  Ejecutivo  delegue  en  cascada  la  facultad 
legislativa, encomendándola a otro organismo bajo su dependencia. 
5.- La norma legal que use el Poder Ejecutivo debe ser el decreto 
legislativo; y la comisión permanente ejerce las facultades legislativas 
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delegadas mediante proposiciones de ley y con cargo a dar cuenta al 
Pleno del Congreso, que se aprueban como ley. 
6.- El uso de la delegación por el Ejecutivo agota la delegación de 
facultades antes de agotado el plazo, una vez que sea publicado el 
decreto legislativo en el diario oficial. 
7.- Los decretos legislativos, si bien gozan de una presunción de 
conformidad constitucional, están sometidos a los siguientes controles 
específicos: 
 - Control  de  contenido,  para  verificar  su  compatibilidad  con  las  
expresas disposiciones de la ley autoritativa, asumiendo que existe 
una presunción iuris tantun de constitucionalidad de dichos decretos. 
- Control de apreciación,  para examinar si los  alcances  o  la  
intensidad del desarrollo normativo del decreto legislativo se enmarca 
en los parámetros de la dirección política que asume el Congreso en 
materia legislativa. 
- Control de evidencia, para asegurar que dicho decreto legislativo 
no sólo no sea violatoria de la Constitución por el fondo o por la 
forma, sino también que no sea incompatible o no conforme con la 
misma. 
8.- Los decretos legislativos están sometidos al control de contenido, de 
apreciación y de evidencia del Congreso. Así como al control de 
contenido, apreciación – menos intenso- y de evidencia del Tribunal 
Constitucional y el Poder Judicial. 
9.- El control constitucional de los decretos legislativos también es de 
naturaleza jurisdiccional, cuando el Tribunal Constitucional y el Poder 
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Judicial resuelven en vía de control abstracto o control concreto de 
normas, respectivamente. 
10.- El Congreso  puede  establecer  fórmulas  especiales  de  control  en  
la  ley autoritativa.  Así  el  control  previo,  con  carácter  vinculante o 
simplemente consultivo,  permite que antes de la aprobación del decreto 
legislativo por el Poder Ejecutivo, se cuente con la opinión del Congreso. 
 
2.2.2.9. La delegación de facultades en el Perú 
    En los últimos tiempos, y propiamente al actual Gobierno del Presidente 
Ollanta Humala solicita facultades legislativas al Poder Legislativo a fin de que 
mediante Decretos Legislativos pueda legislar, por ello que el Congreso le 
otorgó para elaborar y aprobar de la Ley de Organización y Funciones del 
actual Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social, implementar normar para el 
Sector Salud, etc. 
 
      La institución jurídica de la delegación de facultades legislativas del 
Congreso al Poder Ejecutivo se utilizó desde la vigencia de la Constitución de 
1933, en esa oportunidad se dio mediante decretos supremos que tienen  
fuerza de ley, sin embargo, la institución se perfeccionó en rigor, e introducida 
por la Constitución de 1979 que, en su artículo 188, señalaba: 
 
“El Congreso puede delegar en el Poder Ejecutivo la facultad de legislar, 
mediante decretos legislativos, sobre la materia y por el término que especifica 
la ley autoritativa. Los decretos legislativos están sometidos en cuanto a su 




Este dispositivo legal tuvo su concordancia en el art. 211 de la misma 
Carta Magna, que establecía la obligatoriedad de que el Ejecutivo diera cuenta 
al Congreso de los decretos legislativos que emitía, según la delegación de 
facultades. Mientras que la Constitución de 199326, actualmente vigente, ha 
seguido la línea de su antecesora pero con algunos matices particulares, así, 
en su art. 104 expresa lo siguiente: 
 
“El Congreso puede delegar en el Poder Ejecutivo la facultad de legislar, 
mediante decretos legislativos, sobre la materia específica y por el plazo 
determinado establecidos en la ley autoritativa […] No pueden delegarse las 
materias que son indelegables a la Comisión Permanente (…) Los decretos 
legislativos están sometidos, en cuanto a su promulgación, publicación, 
vigencia y efectos, a las mismas normas que rigen para la ley (…) El 
Presidente de la República da cuenta al Congreso o a la Comisión 
Permanente de cada decreto legislativo”. 
 
2.2.2.10. Qué facultades tiene el Poder Legislativo? 
 
     Se puede apreciar del art. 119 de la Constitución Política del Estado 
Peruano, que el Presidente de la República tiene atribuciones, entre ellas, 
solicitar al Legislativo el otorgamiento de facultades para creación de decretos 
legislativos y en el actual proceso democrático se puede afirmar que el control 
constitucional del Poder Ejecutivo pasa por definir los alcances de la función 
legislativa de este Poder, las características de estas normas legales – 
decretos  legislativos, decretos de urgencia y los tratados simplificados – y 
                                                 
26 CHANAMÉ ORBE, Raúl. La Constitución Comentada. Tomo II. 6ta. Ed. Editorial ADRUS.2011 
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analizar las principales resoluciones de la jurisdicción constitucional, recaídas 
sobre estas normas. A fin de que se puedan establecer, inductivamente, las 
funciones del control parlamentario de las facultades legislativas del Poder 
Ejecutivo. 
 
    Para los efectos de ésta premisa, es necesario indicar que, en un régimen  
presidencial atenuado como el peruano, el desarrollo del Estado democrático 
ha demostrado la necesidad de que el poder público participe en el fomento y 
promoción del bienestar económico y social de todos los ciudadanos. Lo cual 
es motivo para que el Presidente de la República, antes que el Parlamento, 
sea quien se encargue de dirigir la política general del gobierno de desarrollo 
social y económico, según dispone el Artículo 118 inc. 3 de la Constitución. 
  
      Pero, dada la tradición presidencialista caracterizada por el mayor 
dinamismo y recursos técnicos del Poder Ejecutivo, el ejercicio discrecional 
de la facultad legislativa delegada u originaria ha llevado, incluso, a 
replantear  la  teoría de la división de poderes y de la forma de gobierno, 
así como el rol legislativo del Congreso mediante normas con fuerza de 
ley. Esto último porque el problema ya no es, realmente, que el Ejecutivo 
ejerza facultades legislativas, sino, más bien, radica en que el Congreso 
encuentre los medios para impedir que se haga un uso abusivo de esta 
facultad.27 
A pesar de existir normas de carácter Constitucional y del Reglamento del 
Congreso no han servido para asegurar un ejercicio adecuado de dichas 
                                                 




facultades, porque ha quedado librado a la discrecionalidad presidencial y al 
poder como elemento del Estado que tiene el Gobierno de turno. Por 
esta razón, cabe analizar y plantear los alcances que debería tener el ejercicio 
del control parlamentario de las facultades legislativas del Poder Ejecutivo. 
   
2.2.2.11. La Constitución de 1993 y los decretos de urgencia 
     La  Constitución  de  1993  ha  establecido en  su  artículo  118°,   
inciso  19,  que corresponde al Presidente de la República “dictar medidas 
extraordinarias, mediante decretos de urgencia con fuerza de ley, en materia 
económica y financiera, cuando así lo requiere el interés nacional y con cargo 
de dar cuenta al Congreso. El Congreso puede modificar o derogar los 
referidos decretos de urgencia”, y; en el artículo 74° que “los decretos de 
urgencia no pueden contener materia  tributaria”. 
 
Son preceptos de amplitud que permiten el uso discrecional de dichos 
conceptos jurídicos al ser determinados en la norma suprema, y  q u e  
t i e n e n  e l  carácter extraordinario, el interés nacional, la materia 
económica o financiera28. Con  lo cual se puede traspasar fácilmente el 
principio de división de poderes, por cuanto su interpretación  queda a merced 
de la discreción del Presidente de la República. 
 
     Estas normas extraordinarias, por un lado, otorgan rango de ley a los 
decretos de urgencia y, por otro lado, les otorgan también fuerza de ley29. 
                                                 
28 GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo. “Democracia, jueces y control de la administración”. Civitas, Madrid,  1996, pp. 219 y ss. 
29 SANDULLI, Aldo. “Legge, forza di legge, valore di legge, en Rivista Trimestrale di Diritto Pubblico”, año VII,  Milano, 1957, 




Con lo cual gozan de los atributos fundamentales de una ley,  aunque estén 
reducidos a la materia económica y financiera. Pero, dado el carácter abierto 
de la norma, los decretos de urgencia han constituido el instrumento legal por 
excelencia de los regímenes presidenciales, llegando a ser utilizados 
abusivamente. 
 
a.  Decretos de urgencia dominados 
 
Durante el período de gobierno de Fujimori entre julio de 1990 y noviembre 
de 2002 se dictaron 1655 decretos de urgencia –además de 303 decretos 
legislativos-, mientras que el Congreso dictó en ese mismo período sólo 
1373 leyes. Ello fue así debido fundamentalmente a la falta de lealtad del 
entonces Presidente Fujimori, con el Estado Constitucional y los intereses 
nacionales, al hacer uso y abuso de los mismos. 
 
En ese entendido, durante dicho período gubernamental ninguno de los 
decretos de urgencia fue declarado inconstitucional por el Tribunal 
Constitucional, no obstante lo dispuesto, tanto en el art. 118 inc.19 de la 
Constitución que obliga al Congreso, al Presidente a dar cuenta de los 
decretos de urgencia al Congreso y a este a tomar cuenta de los mismos, 
como en el 200° inc. 4 de la Constitución que faculta a interponer la acción 
de inconstitucionalidad ante el Tribunal Constitucional, contra los decretos 
de urgencia que violen la Constitución por la forma o por el fondo. No 
obstante que se produjeron aberrantes normas de urgencia, como 
aquellas que no fueron publicadas en el diario oficial, al considerarlas el 
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gobierno arbitrariamente como secretas30. 
 
Así pues, se puede afirmar que durante esa década no se produjo control 
parlamentario alguno; no obstante que el artículo 91° del Reglamento 
del Congreso había dispuesto escuetamente el procedimiento respectivo. 
Esto se debió a que, la mayoría parlamentaria de entonces fue renuente a 
disponer del efectivo control sobre dichas normas legales del Presidente, 
aunque fuesen inconstitucionales. Pues como opera el poder y la mayoría 
parlamentaria, el Presidente tiene el control de todo el gobierno entonces 
es obvio que sin dar cuenta al congreso, la norma ya entró en vigencia. 
Y como se puede observar, a pesar de que los decretos de urgencia 
dictados desde 1993 hasta la fecha, no se  aplica en ningún caso, sino tan 
sólo opera un silencio convalidante de la mayoría parlamentaria; la cual, 
en el mejor de los casos procedió a realizar un control oblicuo, que 
consistió en la presentación de proyectos de leyes modificatorios o 
derogatorios sobre aquellos decretos de urgencia o, en su caso decretos 
legislativos; evitando así la finalidad y función de la dación de cuenta, que 
es el control parlamentario directo a los actos normativos del Presidente 
de la República. Lo cual facilitó el establecimiento de un gobierno de los 
hombres y no un gobierno de la Constitución31. 
 
b. Decretos de urgencia en democracia 
 
El Tribunal Constitucional ejerciendo el control constitucional sobre estas 
                                                 
30 CASTILLO, César. “Los decretos presidenciales de urgencia en el Perú y en la Constitución de 1993”, Lima. 




normas extraordinarias, ha expresado en muchas de ellas que son 
inconstitucionales, muy a pesar que algunas normas han seguido el control 
parlamentario, entonces podemos afirmar que el Gobierno de turno, tiene 
el control a más en el Poder Ejecutivo, y también en el Legislativo, y cuando 
llega al Tribunal, éste la deja sin efecto, como se puede ver con los decretos 
de urgencia, de la forma siguiente: 
  
c. Control del tribunal constitucional 
Mediante  Decreto  de  Urgencia  N°  140-2001  el  Poder  Ejecutivo  dictó 
medidas extraordinarias para regular el transporte público orientadas a 
su formalización y mejora de la calidad y seguridad del servicio brindado 
al usuario. La medida que se impugnó por inconstitucional fue el art. 4° 
que autorizó a fijar tarifas mínimas para la prestación del servicio de 
transporte  terrestre nacional e internacional de pasajeros y carga. 
Así, en noviembre de 2003, el Tribunal Constitucional si bien declaró 
fundada en parte la demanda, estableció ciertos criterios a los que deben 
responder los decretos de urgencia: 
c.1. Excepcionalidad: La norma debe estar orientada a revertir  
situaciones extraordinarias e imprevisibles, condiciones que deben ser 
evaluadas en atención al caso concreto y cuya existencia, desde luego, no 
depende de la “voluntad” de la norma misma, sino de datos fácticos 
previos a su promulgación y objetivamente identificables. Ello sin perjuicio 
de reconocer, tal como lo hiciera el Tribunal Constitucional español - 
criterio  que  este  Colegiado sustancialmente comparte- que  “en  
principio  y  con  el razonable margen de discrecionalidad, es competencia 
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de los órganos políticos determinar cuándo la situación, por 
consideraciones de extraordinaria y urgente necesidad, requiere el 
establecimiento de una norma”32. 
c.2 Necesidad: Las circunstancias, además, deberán ser de naturaleza 
tal que el tiempo que demande la aplicación del procedimiento 
parlamentario para la expedición de leyes (iniciativa, debate, aprobación 
y sanción), pudiera impedir la prevención de daños o, en su caso, que los 
mismos devengan en irreparables. 
c.3 Transitoriedad: Las medidas extraordinarias aplicadas no  deben 
mantener vigencia por un tiempo mayor al estrictamente necesario para 
revertir la coyuntura adversa. 
c.4  Generalidad: El principio de generalidad de las leyes que, conforme 
se ha tenido oportunidad de precisar en el Caso Colegio de Notarios de 
Lima33, puede admitir excepciones, alcanza especial relevancia en el 
caso de los decretos de urgencia, pues tal como  lo prescribe el inciso 19) 
del artículo 118° de la Constitución, debe ser el “interés nacional” el que 
justifique la aplicación de la medida concreta. Ello quiere decir que los 
beneficios que depare la aplicación de la medida no pueden circunscribir 
sus efectos en intereses determinados, sino por el contrario, deben 
alcanzar a toda la comunidad. 
c.5 Conexidad: Debe existir una reconocible vinculación inmediata entre 
la medida aplicada y las circunstancias extraordinarias existentes. En tal 
sentido, este Tribunal comparte  el  criterio  de  su  homólogo  español  
                                                 
32 STC N°29/1982, F.J. N.° 3. 
33 Exps. Acums. Nros. 0001-2003-AI/TC y 0003-2003-AI/TC, F.J. N.° 6 y ss. 
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cuando  afirma  que  la  facultad del Ejecutivo de expedir decretos de 
urgencia no le autoriza a incluir en él “cualquier género de 
disposiciones: ni aquellas que por su contenido y de manera evidente, no 
guarden relación alguna (...) con la situación que se trata de afrontar ni, 
muy especialmente aquellas que, por su estructura misma,  
independientemente de su contenido, no modifican de manera 
instantánea la situación jurídica existente, pues de ellas difícilmente podrá 
predicarse la justificación de la extraordinaria y urgente necesidad”34  
 
Las medidas extraordinarias y los beneficios que su aplicación produzcan 
deben surgir del contenido mismo del decreto de urgencia y no de 
acciones diferidas en el tiempo o, menos aún, de delegaciones normativas, 
pues ello sería  incongruente con una supuesta situación 
excepcionalmente delicada“35. 
 
Como es de entender el Tribunal Constitucional ha planteado un marco de 
control jurisdiccional que deja de lado la literalidad de la norma 
constitucional, para delinear un canon razonable, previsible y por tanto 
controlable de interpretación constitucional para la expedición y revisión 
de los decretos de urgencia. Posición que debe ser tomada en 




                                                 
34 STC N.° 29/1982, F.J. N.°3. 
35 Tribunal Constitucional. Expediente N° 0008-2003-AI/TC. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 4° del Decreto de 
Urgencia N° 140.2001. recuperado: www.tc.gob.pe. 
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2.2.2.12. Control  parlamentario 
    En forma literal se expresa que el Poder Ejecutivo da cuenta al Congreso 
sobre la expedición de los decretos de urgencia de conformidad con el art. 
118º inc. 19 de la Constitución y el art. 91° del Reglamento del 
Congreso, que establecen expresamente los mecanismos  automáticos de su 
control parlamentario. 
 
    En efecto, dentro de veinticuatro horas a la publicación del decreto de 
urgencia, el Presidente de la República debe remitir al Congreso el decreto 
de urgencia expedido; para que la Comisión de Constitución se aboque a 
dictaminar si versa sobre materia económica  o  financiera y  si se da el 
supuesto habilitante de “situaciones extraordinarias e imprevisibles cuyo 
riesgo inminente de que se extienda constituye un peligro para la economía 
nacional o las finanzas públicas”. Pero, sólo en el caso de que se viole lo 
prescrito, dicha Comisión se pronunciará y recomendará su derogación al 
Congreso, que debe aprobarla por ley36. 
 
    Así por ejemplo, del análisis sobre los Decretos de Urgencia emitidos a 
lo largo del año  2002,  se  pueden  observar  datos  reveladores  acerca  de  
la  utilización  de  los mismos en nuestro sistema constitucional. 
 
    En primer lugar, en cuanto a la necesidad que la causa objetiva de los 
decretos de urgencia corresponda a medidas de emergencia; esta no se ha 
constatado en todos los casos, ya que las causas que han dado lugar a 
                                                 




dichos Decretos no siempre han sido originadas por hechos urgentes. En 
ninguna disposición ni constitucional ni legal se delimitó lo que podría, en 
términos generales, considerarse como indicador de una situación urgente. 
    Así en lo sucesivo, se han presentado casos por las cuales el Poder 
Ejecutivo ha pretendido legislar mediante Decretos de Urgencia sobre 
materias que deben ser parte de su actividad diaria, tales como las labores 
de planeamiento e infraestructura o la implementación de programas 
sociales; los cuales, por su propia naturaleza, deben corresponder a un 
planeamiento legislativo previo para su desarrollo. 
 
    Otro defecto que se produce en la expedición de los Decretos de Urgencia 
que se han emitido,  es  la mención de  la  transitoriedad  de  la  norma;  así 
de  26  Decretos  de Urgencia   expedidos el año 2002 sólo siete de ellos 
disponían con claridad que se trataba de medidas extraordinarias. En otros 
casos, se indicaba el carácter extraordinario de la medida; pero se omitía la 
alusión acerca del plazo en que estas medidas debían regir. 
 
    Muy a pesar de lo explicado, cabe resaltar que, en ciertos casos –como el 
del Decreto Legislativo Nº 007-2002- lo que se hizo en realidad fue legislar 
sobre materia propiamente administrativa. Asimismo, se constata que en 
ciertos casos, se crearon mediante dichos instrumentos legales 
exoneraciones tributarias o se instituyó la contratación de bienes y servicios 
en formas distintas señaladas por la Ley –tal es el caso del D.U. 027-2002, 
que fuera observado por el propio Congreso-. 
 
De otro lado, otro concepto totalmente indefinido en la formulación de 
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dichos instrumentos legales es la determinación del interés nacional; ya que, 
en la práctica, muchas de las actuaciones estatales pueden calificar como de 
“interés general”; pero que no son producto de situaciones extraordinarias, 
sino ordinarias. 
 
     Son estas las razones por las cuales esta clase de normas deben de ser 
tomadas en cuenta cumpliendo los parámetros constitucionales, por lo que 
debería ser normas extraordinarias o excepcionales que se dicten ante una 
especial situación de necesidad o urgencia, imprevisible fácticamente. Dicha 
situación debe ser definida o interpretada razonablemente con la finalidad de 
resolver inmediatamente una grave crisis, que provocaría un mal mayor para 
el interés nacional –que no  debe reducirse a lo económico  o financiero- si 
no interviniese el gobierno inmediatamente37. 
 
 La validez de los decretos de urgencia debe tener una periodicidad 
limitada de cuarenta y cinco días (45), debido a que las situaciones de crisis 
al ser imprevisibles, crean un estado de necesidad y urgencia que las 
justifican. Por eso, por regla general siempre son transitorias38; de lo 
contrario, si esa situación excepcional se prolongase en el tiempo, el 
Congreso debería legislar positivamente sobre el tema. 
 
  Los decretos de urgencia al  tener fuerza de ley; gozan de fuerza activa, 
                                                 
37 SANTOLAYA MACHETTI, Pablo. “El régimen constitucional de los decretos-leyes”. Tecnos, Madrid, 1988, pp.106 y ss. 
38 Proyecto de Ley de Reforma de la Constitución, en su art. 173°, ha establecido 45 días de vigencia de los decretos de urgencia, 
plazo luego del cual caducan, salvo que sean prorrogados por el Congreso o la Comisión Permanente durante su receso. Ver: 
Congreso de la República, Proyecto de Ley de Reforma de la Constitución, Lima, Julio 2002, p. 81. 
38 
SEGURA, Luis. “
El control de los decretos-ley por el Tribunal Constitucional” en RAP N°104, mayo- agosto, Madrid, 1984, 





en tanto pueden modificar o suspender los efectos de las leyes ordinarias en 
el ámbito de su competencia; teniendo como límites generales la protección 
de los derechos fundamentales39  y específicos los que expresamente le 
queden prohibidos, como es el caso de la materia tributaria (Constitución Art. 
74°); más no deben tener fuerza pasiva es decir que no puedan resistir una 
modificación de una norma de rango legal. 
 
 Las normas que regulen los decretos de urgencia deben reflejar una 
posición subordinada a la Constitución, antes que al presidencialismo 
normativo, debido a que en un Estado de Derecho su expedición no puede 
quedar librada al voluntad propia del positivismo legalista, sino que debe 
quedar vinculada a  las normas constitucional y legales  que  las  desarrollen  




2.2.2.13. Limitaciones a la delegación de facultades 
 
    Conforme está establecido en nuestro ordenamiento constitucional en su 
art. 10440, existe un grupo de materias indelegables, es decir, sobre las que el 
Ejecutivo nunca podrá legislar por delegación del Congreso, como son: la 
reforma constitucional, la aprobación de  tratados internacionales, las leyes 
orgánicas, ley de presupuesto y ley de la cuenta general de la república. 
Haciendo memoria, desde su introducción en 1979, se ha recurrido a la 
institución de la delegación de facultades legislativas al Ejecutivo en todos los 
periodos de gobierno, desde el segundo periodo del presidente Fernando 
                                                 
 
40 ABAD YUPANQUI, Samuel. Código Procesal Constitucional. Editores Palestra. 2004. 
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Belaunde hasta el actual periodo del presidente Ollanta Humala, en algunos 
con mayor frecuencia que otros. Y para ver de cerca esta realidad se tiene 
que al culminar el periodo de cinco años en el Gobierno de Fernando 
Belaunde fue el presidente que más decretos legislativos emitió en la cantidad 
de 335 y el presidente Toledo fue el que expidió la menor cantidad de estas 
normas 39, el primer mandato del presidente Alan García entre 1985 a1990 
fue en el que se produjo la cantidad de delegaciones en número de 36, se 
tiene estos datos para ver las diferencias entre unos y otros. 
 
2.2.2.14.  Legislación comparada 
     En el campo del derecho administrativo, la delegación es la traslación de 
un órgano superior a otro inferior del ejercicio de una competencia, aunque el 
delegante mantiene la titularidad de la misma. La delegación se concreta a 
través de un acto administrativo y puede ser revocada por el delegante. 
 
A nivel internacional, se ha visto que existe de igual forma que en el Perú, la 
delegación de facultades para regular mediante normas legales, ciertos 
puntos de carácter infranacional, pues también existe el Abuso de Poder por 
parte del Gobierno de turno, como podremos ver a continuación 
 
a. En la legislación Chilena 
Se trata sobre de la delegación de facultades por los directores regionales del 
servicio de impuestos internos41, por la que, se han venido esgrimiendo como 
fundamento de la inconstitucionalidad de los llamados "tribunales o jueces 
                                                 
41 Sentencia del Tribunal Constitucional, Rol 91, de fecha 18 de enero de 1990, publicado en la Revista de Derecho y 
Jurisprudencia, tomo 87, N" 1, enero-abril 1990, segunda parte, sección sexta, págs. 7 a 14. 
85 
 
tributarios", representados por los Directores Regionales del Servicio de 
Impuestos Internos, a las cuales diversos preceptos del Código Tributario y 
de la Ley Orgánica del Servicio de Impuestos Internos otorgan facultades para 
conocer y resolver tanto de las reclamaciones deducidas por los 
contribuyentes, como de las denuncias por infracción a las disposiciones 
tributarias. Como contrapartida, frente a estas observaciones han surgido 
igualmente las contra-argumentación destinadas a rebatirlas y a demostrar la 
adecuación de tales preceptos a las normas de la Constitución. 
 
De esta controversia dan testimonio los documentos generados a partir de las 
reclamaciones interpuestas por los contribuyentes frente a liquidaciones, 
giros, pagos o resoluciones tributarias que a su juicio, no se han conformado 
a Derecho, tales como, demandas, informes, intervenciones del Consejo de 
Defensa del Estado, recursos y sentencias. Como se podrá ver de los 
siguientes puntos. 
 
La posición contraria al otorgamiento de funciones jurisdiccionales en favor de 
órganos que integran la Administración del Estado, condena lo que, en su 
concepto, constituye un factor de distorsión de la estructura orgánico-funcional 
clásica del Estado, pues al afectar la división o distribución de las funciones 
púbicas compromete la relación de equilibrio que debe existir entre sus 
diversas potestades como supuesto dc seguridad jurídica42. 
 
El principio de la división de funciones y su consecuencia lógica, el principio 
de competencia, aparecen informando todo el ordenamiento jurídico estatal y 
                                                 
42 Silva Bascuñán, Alejandro, Tratado de Derecho Constitucional, Tomo III, Editorial Jurídica de Chile, 1963, pp. 154-155. 
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configuran pilares de sustentación del Estado de Derecho, pues han sido 
concebidos como bases del régimen democrático-constitucional para 
garantizar una protección más efectiva de las libertades y derechos 
fundamentales. 
 
    En forma resumida, podemos afirmar que, el otorgamiento de facultades 
jurisdiccionales a una autoridad administrativa como los directores regionales 
del servicio de impuestos internos. resulta en sí misma cuestionable al trasluz 
de las consideraciones vertidas en esta investigación y ponen en evidencia la 
contradicción que significa el establecimiento, por una parte, de todo un 
capítulo de la Constitución (Capítulo VI) destinado a garantizar la existencia 
de tribunales que satisfagan una multiplicidad de exigencias orgánico-
funcionales corno presupuesto de independencia, imparcialidad e idoneidad 
técnica en el ejercicio de la función jurisdiccional y, por otra, la creación de 
tribunales administrativos que funcionan sobre bases orgánicas y funcionales 
diametralmente opuestas.  
 
    Cuanto más cuestionable no habrá de resultar que luego dicha 
contradicción se radicalice a través del expediente de la delegación de 
facultades por parte de los Directores Regionales en favor de funcionarios de 
jerarquía inferior que, en razón de esa dependencia administrativa. se ven 
privados de los caracteres de independencia e imparcialidad que supone todo 
juzgamiento racional y justo cuando actúan como tribunales de primera 
instancia el contribuyente, sujeto pasivo del juzgamiento, se ve privado de una 
instancia de conocimiento que constitucionalmente debió producirse ante los 
tribunales ordinarios de justicia. Cuando lo hacen corno tribunales de única 
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instancia prácticamente se coarta para el administrado su acceso a los 
tribunales que integran el Poder Judicial. 
Nos damos cuenta que también existe un abuso de poder en cuanto a las 
delegaciones de facultades, hecho que conlleva a una desigualdad de 
oportunidades y derechos adquiridos. 
 
b.  En la legislación Colombiana 
 
    En la legislación Colombiana, sucede lo mismo, que con el fin de tener 
mayor potestad el Ejecutivo a través de su Presidente, le otorgan facultades, 
y estas son mal utilizadas, como se podrá ver a continuación. 
 
     La Sala Plena de la Corte Constitucional, en ejercicio de sus atribuciones 
constitucionales y legales, en especial las previstas en el art. 241, numeral 5, 
de la Constitución Política, y cumplidos todos los trámites y requisitos 
contemplados en el Decreto 2067 de 1991, ha proferido la siguiente sentencia, 
en relación con la demanda de inconstitucionalidad (parcial) que, en uso de 
su derecho político, presentó la ciudadana Natalia López contra el artículo 43 
del Decreto 1295 de 1994, “Por el cual se determina la organización y 
administración del sistema general de riesgos profesionales”. Considera la 
actora que la disposición acusada vulnera el artículo 150, numeral 10, de la 
Constitución Política.  
 
     A fin de comprender el problema, se trascribe el siguiente dispositivo legal: 
Art. 43.- Controversias sobre la incapacidad permanente parcial. Cuando se 
susciten controversias sobre la declaración, evaluación, revisión o 
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determinación del grado de la incapacidad permanente parcial, o de su origen, 
aquéllas serán resueltas por las juntas de calificación de invalidez, para lo cual 
se seguirá el trámite previsto en los artículos 41 y siguientes de la Ley 100 de 
1993, y sus reglamentos. 
    Los costos que genere el trámite ante las juntas de calificación de invalidez 
serán de cargo de quien los solicite, conforme al reglamento que expida el 
Gobierno  Nacional.   En caso que la decisión sea favorable al trabajador, 
la entidad administradora de riesgos profesionales deberá reembolsarle las 
sumas pagadas, reajustadas considerando como factor el interés bancario 
corriente, certificado para el período correspondiente por la Superintendencia 
Bancaria, correspondientes al momento en el cual el afiliado efectuó el pago”. 
       Manifiesta que la norma demandada excede la ley de facultades, que le 
otorgó al Ejecutivo apenas una autorización de regulación; dice que el 
precepto está en contra de la disposición habilitante, al modificar lo relativo 
al pago de los honorarios de las juntas de invalidez, punto no contemplado 
en las facultades, y que contradice lo estatuido en el art. 42 de la Ley 100 de 
1993, de acuerdo con el cual tales honorarios serán pagados por la entidad 
de previsión social o la sociedad administradora a la que esté afiliado el 
solicitante. 
      Exceso en el uso de facultades extraordinarias. Si la ley ha previsto 
expresamente algo, no está facultado el Presidente de la República para 
modificarlo so pretexto de desarrollar la autorización legislativa. Necesidad de 
someterse a la precisión de la ley de facultades. Inconstitucionalidad del acto 
que modifica normas legales previas sin facultad expresa 
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   Ha sido reiterada la jurisprudencia de esta Corte, como lo fue en el pasado 
la de la Corte Suprema de Justicia, en sostener que cuando el Presidente de 
la República es revestido de facultades extraordinarias está doblemente 
limitado en el tiempo y en la materia, toda vez que la función legislativa no 
es la suya. Corresponde al Congreso, y cuando éste autoriza al Jefe del 
Estado para legislar, debe indicar con precisión cuál será el lapso en que le 
es permitido hacerlo y cuál será específicamente el asunto a él confiado de 
manera excepcional y taxativa. 
      La seguridad social es un servicio público de carácter obligatorio, que se 
prestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los 
principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, según los términos del art. 
48 de la Constitución, razón por la cual no entiende la Corte cómo, mediante 
la norma examinada, pretende condicionarse la prestación de un servicio 
esencial en materia de seguridad social la evaluación de una incapacidad 
laboral al pago, poco o mucho, que haga el trabajador accidentado o enfermo 
por causas de trabajo para sufragar los costos de un organismo creado por el 
legislador para el efecto. Ese criterio legal elude la obligatoriedad y la 
responsabilidad del servicio público en cuestión, y promueve la ineficiencia y 
la falta de solidaridad de las entidades de seguridad social, a la vez que 
convierte en ilusorio el principio de la universalidad. 
      Por todo ello, el Tribunal Constitucional de Colombia, ha resuelto por 
declarar como inexequible el artículo 43 del Decreto 1295 de 1994. 
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     Ha sido reiterada la jurisprudencia de esa Corte, como lo fue anteriormente 
la de la Corte Suprema de Justicia, en sostener que cuando el Presidente de 
la República es revestido de facultades extraordinarias está doblemente 
limitado en el tiempo y en la materia, toda vez que la función legislativa no es 
la suya. Corresponde al Congreso, y cuando éste autoriza al Jefe del Estado 
para legislar, debe indicar con precisión cuál será el lapso en que le es 
permitido hacerlo y cuál será específicamente el asunto a él confiado de 
manera excepcional y taxativa. Cuando el acto presidencial correspondiente 
se extiende a temas diversos del señalado en la ley de facultades o se expide 
cuando el término de las mismas ha expirado, el Gobierno invade la órbita 
constitucional propia del Congreso, en una forma de exceso en el ejercicio de 
las atribuciones conferidas y por tanto, viola no solamente el art. 150, numeral 
10, sino el 113 de la Constitución Política y todo el sistema de distribución de 
competencias entre las ramas del poder público. 
c. En la legislación Española 
 
    El tema de la delegación de facultades legislativas en el Poder Ejecutivo 
reviste enorme importancia en el ámbito político institucional, pues se vincula 
estrechamente con la función y atribuciones del Poder Legislativo y con el 
principio constitucional de la división de poderes, cuyo telos último consiste 
en la protección de las libertades individuales. En definitiva, el tema es central 
porque se vincula con el Estado de derecho y, por ende, con la libertad de los 




     La jurisprudencia fue flexibilizando la normativa constitucional mediante su 
interpretación. En el caso Delfino (1927), la Corte determinó que el Poder 
Ejecutivo estaba habilitado para reglamentar (establecer una multa) si la ley 
determinaba los límites dentro de los cuales debía hacerlo. Pero basó dicha 
facultad en el art. 86, inc. 2, de la CN. El holding del caso fue que “existe una 
distinción fundamental entre la delegación del poder de hacer la ley y la de 
conferir cierta autoridad al Poder Ejecutivo a fin de reglar los pormenores y 
detalles necesarios para la ejecución de aquella. Lo primero no puede 
hacerse, lo segundo sí”. Más tarde, el caso Prattico (1960) representó otro hito 
en materia de delegación. En este, el tribunal convalidó “el reconocimiento 
legal de atribuciones que queden libradas al arbitrio razonable del órgano 
ejecutivo, siempre que la política legislativa haya sido claramente 
establecida”. Se pasó, entonces, de la exigencia de no violar parámetros fijos 
de la ley delegante a no transgredir su política legislativa clara. Esta evolución 
culmina con el caso Cocchia (1993), por el que la validez constitucional de las 
facultades reglamentarias del Ejecutivo se reduce a no violentar el bloque de 
legalidad que conforme un programa de gobierno. Consideramos que el último 
merece nuestra crítica. 
 
Hablando del caso Cocchia.- El Sindicato de Encargados Apuntadores 
Marítimos presentó un amparo contra el Estado nacional y el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, con el objeto de lograr la declaración de 
inconstitucionalidad del decreto 817/92 que derogaba el convenio colectivo de 
trabajo 44/89 y el marco legal del trabajo portuario. La norma determinaba 
nuevas negociaciones con las limitaciones que ella misma establecía en el art. 
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36, interviniendo irrazonablemente en la actividad que regulaba, competencia 
exclusiva, por otro lado, del legislador. 
 
     La Corte decidió que la norma atacada era constitucional pues 
reglamentaba un bloque de legalidad, sin apartarse del programa de gobierno 
establecido por las leyes que conformaban el mencionado bloque43. Resulta 
interesante destacar que el máximo tribunal citó como precedentes a Delfino 
y Prattico, aunque, en realidad, no lo eran. Asimismo, no podemos dejar de 
mencionar que creó una categoría nueva de decretos ejecutivos o 
reglamentarios, dentro de la cual ubicó al impugnado y, de esta manera, lo 
justificó constitucionalmente. Desde nuestra óptica, la Corte fuerza la inclusión 
del decreto 817/92 en la precitada categoría para luego aplicar el estándar de 
Prattico, más amplio que el de Delfino, aunque a este también lo cita en 
refuerzo de su postura. Ambos estándares, en Cocchia, se ven totalmente 
excedidos tanto por los hechos del caso como por el marco jurídico aplicado. 
 
De esta forma se puede demostrar que en otras legislaciones también existe 







                                                 
43 Sólo declara la inconstitucionalidad del artículo 36 del decreto cuestionado en su correlación con el artículo 35 inciso K, por derogar 




2.3 MARCO CONCEPTUAL 
 
2.3.1. CONTROL POLÍTICO 
 
      Es la función constitucional de vigilancia que tiene el congreso para las 
acciones y omisiones de funcionarios del estado en particular del poder 
ejecutivo y de requerir información acerca de sus funciones y desarrollo de las 
mismas. 
 
2.3.2. PODER EJECUTIVO 
 
      Es responsable de la gestión diaria del Estado, y concibe y ejecuta 
políticas generales de acuerdo con las cuales las leyes tienen que ser 
aplicadas; representa a la nación en sus relaciones diplomáticas; sostiene a 
las fuerzas armadas y en ocasiones aconseja con respecto a la legislación. 
 
2.3.3. LEGISLATIVO   
 
      Es el poder que hace las leyes y también las modifica, facultad que implica 
la posibilidad de regular en nombre del pueblo los derechos y las obligaciones 
de sus habitantes en consonancia con las disposiciones constitucionales. 
 
2.3.4. SALUD  
 
     Es un estado de bienestar o de equilibrio que puede ser visto a nivel 





2.3.5. ACTO JURÍDICO  
     Es considerado como la manifestación de la voluntad humana susceptible 
de producir efectos jurídicos. Para que esta manifestación de la voluntad 
produzca efectos jurídicos, es preciso que se realice de acuerdo con los 
requisitos legales previamente establecidos para cada caso. 
 
2.3.6. ACTO ADMINISTRATIVO 
 Se refiere a aquella declaración voluntaria que el estado o un organismo 
público realiza en nombre del ejercicio de la función pública que le toca 
desplegar y que tendrá la clara intención de generar efectos jurídicos 
individuales de manera inmediata. 
 
2.3.7. DELEGACIÓN DE FUNCIONES  
     Es una técnica en virtud de la cual se produce el traslado de competencias 
de un órgano que es titular de las respectivas funciones a otro, este otro órgano 
ejercerá entonces las funciones bajo su responsabilidad y dentro de los 
términos y condiciones que fije la Ley. 
 
2.3.8. FACULTAD  
      Es la posibilidad legal que posee un servidor público de realizar los actos 
de competencia de un ente estatal previsto en un ordenamiento. 
 
2.3.9. DECRETO  







2.4.1. HIPÓTESIS GENERAL 
 
         En la presente investigación partimos de la siguiente hipótesis44: 
La regulación de normas por el Poder Ejecutivo que respeten los derechos 
adquiridos de los trabajadores de salud, y el respeto por la aplicación del 
principio de especificidad en la delegación de facultades, traerá seguridad 
jurídica y la protección de los derechos laborales, en materia de salud 
 
2.4.2.  HIPÓTESIS ESPECÍFICA 
 
a.  El respeto por el cumplimiento de las normas delegativas, por el 
ejecutivo  en la delegación de facultades, dará mayor seguridad jurídica a 
los derechos adquiridos de los profesionales en salud. 
 
b. La propuesta y aclaración de una modificatoria legal al principio de 
especificidad llevará una labor al ejecutivo a una correcta aplicación de la 
ley delegativa, sin violar derechos adquiridos. 
 
2.5 ANALISIS DE VARIABLES E INDICADORES 
 
2.5.1. VARIABLE INDEPENDIENTE 
Delegación de Facultades 
 
                                                 
44 ARANZAMENDI NINACONDOR, Lino (2010). “La Investigación Jurídica” “Diseño del Proyecto de Investigación, Estructura y 
Redacción de Tesis”. Primera Edición Diciembre 2010. Editorial GRIJLEY. 
96 
 
2.5.2. VARIABLE DEPENDIENTE 
Efectos jurídicos 
 
2.5.3. OPERACIONALIZACIÓN DE LAS VARIABLES 
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CAPITULO III  
 
METODOLOGIA DE LA INVESTIGACION 
 
3.1   METODOS DE INVESTIGACION 
 
  Para el trabajo de investigación aplicamos el método científico, según 
Tamayo (1988) citado por Valderrama (2002) quien indica que “se define el 
método científico en función de los procedimientos y técnicas que se utilizan 
para resolver los problemas planteados. Uno de los objetivos básicos del 
método científico es llegarla comprensión de los fenómenos o hechos que se 
estudian”. 





      El diseño de la investigación es: no experimental. La investigación no 
experimental cuyo termino que proviene del latín y significa después de 
ocurridos los hechos. La investigación no experimental es un tipo de 
investigación sistemática en la que no tenemos control sobre las variables 
independientes porque ya ocurrieron los hechos o porque son 
intrínsecamente manipulables.  
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3.3 TIPO Y NIVEL 
 
    La investigación desarrollada es de tipo socio-jurídico. Se adopta la 
investigación jurídico-formal con la investigación de campo, porque engloba 
además del marco teórico (doctrina), legislación. Donde revisaremos y 
analizaremos los Decretos Legislativos emitidos por el Ejecutivo. 
 
El presente trabajo pertenece al tipo de Investigación descriptivo-explicativo, 
por cuanto se trata de analizar en qué medida los decretos legislativos violan 
los derechos adquiridos de los trabajadores del sector salud, con el pretexto 
de tener facultades delegadas por el Legislativo al Ejecutivo. 
 
3.4   POBLACION Y MUESTRA 
 
3.4.1. POBLACIÓN  
AMBITO ESPACIAL: Se realizaron  en Arequipa Hospital Regional III 
Honorio Delgado Espinoza y tomando en cuenta que las normas son para 
toda la población de una nación, el espacio es a nivel nacional por y 
tratarse de Decretos Legislativos emitidos por el Poder Ejecutivo. 
AMBITO TEMPORAL: Año 2013-2015. 
AMBITO CUANTITATIVO: Decretos Legislativos en Nro.- de cuatro, 




     Para la elección de la muestra se utilizó un diseño muestral  aleatorio 
no probabilístico que fue un total de 100 profesionales de la salud del 
Hospital Regional II Honorio Delgado Espinoza. 
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3.5  TECNICAS E INSTRUMENTOS 
 
      Las principales técnicas que se aplicaron en el trabajo de investigación 
fueron: observación, análisis documental o bibliográfico y encuestas. Para 
nuestro estudio utilizamos  el “análisis del contenido” la cual es una técnica 
para estudiar y analizar la información de una manera objetiva, sistemática 
y cuantitativa y  hacer inferencias válidas y confiables de los datos respecto 
a su contexto, sobre todo teniendo en cuenta los decretos legislativos 
emitidos por el Ejecutivo.  Y como instrumento se utilizó un cuestionario de 
preguntas.  
Aplicar ese instrumento de medición: es decir obtener las observaciones y  
mediciones  de las variables que son de interés para nuestro estudio (medir 
variables). Preparar las mediciones obtenidas para que puedan analizarse 
correctamente (a esta actividad se le denomina codificaciones de los 
datos). 
 
- Fuentes de la Investigación 
 
 Fuentes Primarias 
Corresponde al análisis y estudio  que se realizaron a 04 Decretos 
Legislativos  emitidas por el Poder Ejecutivo, bajo la modalidad de 
delegación de facultades por el Legislativo, a fin de que el Poder Ejecutivo 
pueda legislar normas de carácter específico. 
 Fuentes Secundarias: 
Comprende a los documentos que van a determinar la revisión de 
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bibliografía, los cuales están consignados en el marco teórico-conceptual y 
teórico -jurídico. 
 
3.6   DISEÑO DE CONTRASTACION DE HIPOTESIS 
 
     Para la contrastación de la hipótesis y comprobar la veracidad o la 
falsedad de la hipótesis de la investigación planteada, se aplicó la 
estadística descriptiva.  
Se describieron los datos a través del modelo de distribución de 
frecuencias, agregando las frecuencias relativas (porcentajes) y 





















ANÁLISIS Y RESULTADOS DE LA INVESTIGACIÓN 
 
      El presente trabajo de investigación llega a los resultados extraordinarios 
sobre la delegación de facultades y veremos cómo el Poder Ejecutivo hace uso 
excesivo de éstas facultades, sin tomar en cuenta la especificidad, como  
veremos a continuación. 
 
4.1. DECRETO LEGISLATIVO N° 559 - Ley de Trabajo Médico 
 
     Los galenos del sector Salud, tienen su norma específica que legisla el Trabajo 
Médico, y está regulada por el D,Leg. 559, que tiene sus parámetros particulares 
de acuerdo a su función, desempeño, organización que son reconocidos tanto 
por el presente marco legal, como por la Constitución Política del Estado 
Peruano: así podemos ver los siguientes puntos: 
 
4.1.1. Regulación médica y beneficios económicos 
Mediante la norma precitada, nos detalla los puntos centrales que regula la 
carrera Médica, y están supeditados a requisitos intrínsecos y obligatorios, 




4.1.2. Ingreso a la carrera médica.- Como en otras carreras, el concurso 
público de selección es exclusivo, para el ingreso a la Carrera Médica, y está 
bajo la condición de nombrado y en los establecimientos de salud de menor 
complejidad, para tal efecto, se considera a la segunda especialización para 
el  acceso al escalafón y su asignación se efectuará de acuerdo a los 
requerimientos de los Centros Asistenciales. 
 
4.1.3. Niveles de carrera.- La carrera asistencial del Médico Cirujano se 
estructura en cinco (5) niveles. Cada nivel refleja progresivos grados de 
experiencia, capacitación, funciones y responsabilidad. 
 
4.1.4. Ascenso de Nivel.-  El ascenso se produce de un nivel a otro teniendo 
en cuenta: 
a) Evaluación 
b) Calificación profesional 
c) Tiempo de servicios 
En la evaluación y la calificación se tendrá en cuenta las prioridades 
nacionales de salud y los factores valorización del trabajo médico, basándose 
en su contribución social, económica, científica y humana al desarrollo del 
país y debe considerar los factores geográfico - ambientales y de riesgo; así 
como, descentralización, prioridad del servicio y grado de desarrollo en 




4.1.4.1. Procesos de Evaluación.- Las calificaciones en el proceso de 
evaluación son integrales con criterios cualitativo y cuantitativo que se 
regularán en el Reglamento y se efectuarán anualmente. 
4.1.4.2. Cargos de Jefaturas y Direcciones.- Éstas serán cubiertas 
únicamente por concurso; su desempeño deberá ser sometido a ratificación 
periódica y su ejercicio es a tiempo completo. 
4.1.4.3. Capacitación Profesional.- La capacitación profesional 
permanente es inherente al trabajo médico y el Estado la promueve a través 
de créditos preferenciales y de exoneraciones tributarias para la adquisición 
de material bibliográfico, equipos e insumos para la investigación. 
4.1.4.4. Especialización o Grado académico.- Para optar título de 
especialista o grados académicos bajo régimen a tiempo completo, en el 
país o en el extranjero, se otorgará licencia por capacitación con goce de 
haber. La Ley reconoce el derecho del Médico Cirujano al año sabático. 
4.1.4.5. Negociación Colectiva.- La Ley reconoce el derecho de los 
Profesionales Médicos Cirujanos a la negociación colectiva y respeta los 
beneficios adquiridos por los convenios y pactos colectivos, garantizados 
por la Constitución del Estado y disposiciones legales vigentes. Los del 
Sector Público en concordancia con la disponibilidad fiscal. 
4.1.4.6. Remuneraciones.- Las remuneraciones de los Médicos Cirujanos 
del Sector Público Nacional se nivelarán progresivamente en los meses de 
abril, agosto y diciembre, con los del Instituto Peruano de Seguridad Social, 
respetando las diferencias originadas por el tiempo de servicios. El haber 
mínimo del médico cirujano del sector privado sujeto a jornada legal de 
trabajo, en ningún caso será menor al del sector público del nivel inicial. 
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4.1.4.7. La "Remuneración por formación académica prolongada" 
(REFAP).- Esta bonificación diferencial se reajustará automáticamente 
para dar cumplimiento a la remuneración y con la nivelación 
correspondiente. 
4.1.4.8. La remuneración especial.- Corresponde por guardia 
extraordinaria y la correspondiente a guardia ordinaria tiene como base la 
remuneración principal o su equivalente 
4.1.4.9. Derecho a una remuneración.- El artículo 24 de la Constitución, 
establece “el trabajador tiene derecho a una remuneración equitativa y 
suficiente, que procure, para él y su familia, el bienestar material y 
espiritual. El pago de la remuneración y de los beneficios sociales del 
trabajador tiene prioridad sobre cualquiera otra obligación del empleador. 
Las remuneraciones mínimas se regulan por el estado con participación de 
las organizaciones representativas de los trabajadores y de los 
empleadores.” 
4.1.5. Uso excesivo de las facultades del poder ejecutivo delegadas por 
el Poder Legislativo 
En el afán de decretar leyes, a fin de resolver problemas dentro de cada 
cartera en el Poder Ejecutivo, que por cierto han conseguido que el 
Legislativo le delegue ciertas facultades, pero hay algo muy importante que 
esta delegación además de ser temporal es específica, y no se puede 
sobresalir de ello, menos aprovechar la situación para utilizar el poder 
político que tienen para legislar normas que vayan en contra de la 
Constitución y los derechos adquiridos. 
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Por ello, que analizando el D. Legislativo Nro. 1153, que es la Ley que 
regula la Política integral de compensación y entregas económicas del 
Ministerio de Salud, existe razones fundadas en el hecho que el Poder 
Ejecutivo hace uso excesivo de esas facultades delegadas, por las cuales 
trae consigo la consecuencia fatal de la Inconstitucionalidad, por violar a 
derechos de los trabajadores Médicos, como analizaremos seguidamente. 
 
4.1.5.1. Carácter específico 
 
Una de las características fundamentales que implica esta clase de 
normas extraordinarias lo prescribe el art. 104º primer párrafo de la 
Constitución Política del Estado que indica, que la delegación de facultades 
tiene que ser específica y sobre un tiempo determinado, sin embargo, la 
Primera Disposición Complementaria Modificatoria del DL1153, resulta 
inconstitucional por transgresión a dicho principio, al haber legislado sobre 
una materia que excede las facultades delegadas por el Congreso de la 
República mediante la Ley 30073 (Ley que delega en el Poder Ejecutivo 
la facultad de legislar en Materia de Fortalecimiento del Sistema Nacional 
de Salud). 
Esta Ley   30073   autorizó   al   Poder   Ejecutivo   legislar   sobre   política   
integral   de remuneraciones de los profesionales de la salud del MINSA, 
PNP, FFAA, MP e INPE, para lo cual no resultaba  necesario introducir 
modificaciones al  DL  559, Ley  del  Trabajo Médico, y para lo que además, 
no estaba autorizado. 
 
Analizaremos la Primera Disposición Complementaria Modificatoria del DL 
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1153, y vemos que es inconstitucional al haberse modificado el Art. 9º del 
DL 559, respecto a la jornada asistencial que supera a las 150 horas 
mensuales, eliminando el carácter de Extraordinario y asignándole el 
peligroso carácter de “Voluntario”, lo que supone el desconocimiento  de 
las horas extras y la pérdida de su efecto remunerativo, vulnerándose el 
Principio de Irrenunciabilidad de los derechos laborales previsto en el  Art. 
26º Inc. 2) de la Constitución Política del Estado. 
Como se puede observar, esta norma se escapa del carácter extraordinario 
que nos refiere la Constitución, siendo un punto de partida para expresar 
su inconstitucionalidad, además una vez más se desprende a la vista el 
uso excesivo de las facultades encomendadas por el ejecutivo. 
 
Con similar criterio de análisis, se puede observar que los  Arts.  6º, 7º y 8º 
del DL 1153, resultan inconstitucionales  al  distorsionar  el concepto 
remuneración previsto en el Art. 24º de la Constitución Política del Estado45, 
reformándolo por extraños conceptos denominados “compensaciones” y 
“entregas económicas” que no generan Beneficios sociales, esto tomando 
en cuenta que existe los derechos adquiridos, pues siendo irrenunciables, 
no se puede recortar porque la ley no permite reforma in peor, por lo 
contrario si se acepta la reforma en mayor. 
 
La  Única  Disposición  Complementaria  Derogatoria  (Inc.  13)  del  DL  
1153  también resulta inconstitucional al haber derogado el Art. 23º del DL 
559 que regulaba una “remuneración mínima” para la profesión médica, 
transgrediéndose el Art. 24º (3er párrafo) de la Constitución Política del 






El  DL  1153  resulta  inconstitucional,  al  haber  introducido  en  forma  
unilateral e inconsulta, sendas modificaciones a leyes especiales del 














                                                 
46 Ob ídem. 
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4.2    ESTADÍSTICA DE DELEGACIÓN DE FACULTADES AL PODER 
EJECUTIVO 
INTERPRETACIÓN Y ANÁLISIS 
CUADRO NRO. 01. 
¿SABE UD., SI LOS DECRETOS LEGISLATIVOS AFECTAN EL 
ORDEN CONSTITUCIONAL DEL PAÍS? 
 
ESTADO CASOS % 
Nunca 6 6% 
Algunas veces 13 13% 
Casi siempre 35 35% 
Siempre 46 46% 
Total 100 100% 
 
GRÁFICO NRO. 1 
¿SABE UD. SI LOS DECRETOS LEGISLATIVOS AFECTAN EL 
ORDEN CONSTITUCIONAL DEL PAÍS? 




En el cuadro y gráfico se puede observar que, el 46% siempre los Decretos 
Legislativos afectan los derechos consagrados en la Constitución  Política del 
Estado Peruano, por lo mismo que deben de ser dejados sin efecto; en cambio, 
casi siempre, opinan un 35%, los que afectan el ordenamiento jurídico;  y un 13% 
lo realizan algunas veces, y en el peor de los casos lo hacen en un 06%. Con lo 














CUADRO NRO. 02. 
¿TIENE INTERÉS EL GOBIERNO DE TURNO EN SOLICITAR AL 
CONGRESO LA DELEGACIÓN DE FACULTADES AL EJECUTIVO, 
PARA DECRETAR NORMAS QUE VIOLEN LOS DERECHOS 
ADQUIRIDOS DE LOS CIUDADANOS? 
ESTADO CASOS % 
Nunca 2 2% 
Algunas veces 15 15% 
Casi siempre 28 28% 
Siempre 55 55% 
Total 100 100% 
GRÁFICO NRO. 2 
¿TIENE INTERÉS EL GOBIERNO DE TURNO EN SOLICITAR AL 
CONGRESO LA DELEGACIÓN DE FACULTADES AL EJECUTIVO, 
PARA DECRETAR NORMAS QUE VIOLEN LOS DERECHOS 













 Del cuadro y gráfico se desprende que, en cuanto al interés que presenta 
el Gobierno al solicitar delegación de facultades y que recortan los derechos de 
los trabajadores del Sector Salud, es siempre en un 55%; y un 28%, afirma que 
casi siempre lo hace el Estado; en cambio un 15%, algunas veces lo hace; 















CUADRO NRO. 03 
¿SABE USTED SI CON LA DELEGACIÓN DE FACULTADES DEL 
LEGISLATIVO AL EJECUTIVO, EL GOBIERNO HA DESCONOCIDO 
DERECHOS ADQUIRIDOS POR LOS TRABAJADORES DEL SECTOR 
SALUD A NIVEL NACIONAL, MEDIANTE EL DL 1153? 
ESTADO CASOS % 
Nunca 01 01% 
Algunas veces 04 04% 
Casi siempre 18 18% 
Siempre 77 77% 
Total 100 100% 
GRÁFICO NRO. 03 
¿SABE USTED SI CON LA DELEGACIÓN DE FACULTADES DEL 
LEGISLATIVO AL EJECUTIVO, EL GOBIERNO HA DESCONOCIDO 
DERECHOS ADQUIRIDOS POR LOS TRABAJADORES DEL SECTOR 
SALUD A NIVEL NACIONAL, MEDIANTE EL DL 1153? 




 En cuanto al desconocimiento de los derechos laborales de los 
trabajadores del Sector Salud, el Gobierno ha desconocido siempre en un 77%, 
pese a haber adquirido derechos consagrados en la Constitución Política del 
Estado Peruano y en un 18% piensan que casi siempre lo realiza el Gobierno; el 



















CUADRO NRO. 04. 
¿SABE UD., SI LA DELEGACIÓN DE FACULTADES QUE EL PODER 
LEGISLATIVO OTORGA AL EJECUTIVO Y ESTE HACIENDO 
ABUSO DE DERECHO CON EL PODER QUE MANEJA, LEGISLA 
NORMAS LLAMADAS DECRETOS LEGISLATIVOS CON LOS 
CUALES VIOLA LOS DERECHOS CONSTITUCIONALES? 
 
ESTADO CASOS % 
Si tiene conocimiento 96 96% 
No tiene conocimiento 04 04% 
 100 100% 
GRÁFICO NRO. 04. 
¿SABE UD., SI LA DELEGACIÓN DE FACULTADES QUE EL PODER 
LEGISLATIVO OTORGA AL EJECUTIVO Y ESTE HACIENDO 
ABUSO DE DERECHO CON EL PODER QUE MANEJA, LEGISLA 
NORMAS LLAMADAS DECRETOS LEGISLATIVOS CON LOS 
CUALES VIOLA LOS DERECHOS CONSTITUCIONALES? 
 




Frente a la pregunta, si por la delegación de facultades el Ejecutivo haciendo uso 
del exceso de poder, viola los derechos Constitucionales, afirman que en un 96% 
sí conocen y que por lo tanto debe de ser derogada en forma total; mientras que, 
















CUADRO NRO. 05. 
¿SABE UD., SI LA CREACIÓN DE DECRETOS LEGISLATIVOS POR 
EL EJECUTIVO, NO CUMPLEN LOS PRINCIPIOS DE 
ESPECIFICIDAD, Y ADEMÁS QUE RECORTAN DERECHOS 
ADQUIRIDOS DE LAS PERSONAS? 
ESTADO CASOS % 
Nunca 01 01% 
Algunas veces 04 04% 
Casi siempre 10 10% 
Siempre 85 85% 
Total 100 100% 
GRÁFICO NRO. 05. 
¿SABE UD., SI LA CREACIÓN DE DECRETOS LEGISLATIVOS POR 
EL EJECUTIVO, NO CUMPLEN LOS PRINCIPIOS DE 
ESPECIFICIDAD, Y ADEMÁS QUE RECORTAN DERECHOS 
ADQUIRIDOS DE LAS PERSONAS? 
 
 




Del cuadro y gráfico Nro. 5 se deduce que, un 85% efectivamente no cumplen el 
principio de especificidad de la delegación de facultades; mientras que un 10%, 
afirma que sí lo hacen; y un 4% dice que algunas veces lo hacen; pero en un 
























PRIMERA.- Del trabajo de campo realizado a los  profesionales en salud, se ha 
podido determinar que el 94% de los trabajadores de salud, afirman 
que los Decretos Legislativos violan los principios laborales de los 
trabajadores en salud, al recortar sus derechos en forma 
desproporcionada. 
SEGUNDA.- Teniendo el poder del Estado el Gobierno de turno, a través de los 
decretos legislativos, hacen uso excesivo de las facultades 
prorrogables extralimitándose en su dación de normas y afectando las 
remuneraciones que no generan beneficios sociales de los 
trabajadores en salud.  
TERCERA.- De las normas dictadas por el Ejecutivo, en su mayoría  trasgreden 
los derechos adquiridos por los trabajadores de salud y  también salen 
del marco de las prerrogativas por las cuales han sido delegadas, lo 
que pone en tela de juicio la inseguridad jurídica de todo el sistema 
legal existente. 
CUARTA.- Se demuestra que, el 96% de la población, afirma que sí tienen 
conocimiento de que las normas como son los Decretos Legislativos 
y los principios constitucionales violan los derechos adquiridos. No 








PRIMERA.- Se sugiere, para mayor seguridad que, prime la jerarquía 
constitucional, previa a la publicación del decreto legislativo, sea 
debatida por el Congreso de la República y por especialistas en 
Derecho, bajo responsabilidad funcional y colusión con el Gobierno 
de turno. 
SEGUNDA.- Por ser notoria la violación de los derechos adquiridos, como es el 
caso de los trabajadores del Sector Salud, se restablezcan los 
derechos afectados con el Decreto Legislativo 1153 y que sea 
derogado en todos sus puntos por ser inconstitucional. 
TERCERA.- Se sugiere la modificatoria de los artículos  6, 7, y 8 del DL 1153, 
restableciendo los beneficios sociales, por ser evidente la 
transgresión a los derechos constitucionales sobre remuneraciones 
de los trabajadores en salud. 
 CUARTA.- El Congreso, al momento de delegar las facultades al Ejecutivo, 
señale en forma expresa que se debe de cumplir el principio de 
especificidad, bajo sanción de dejar sin efecto ese Decreto Legislativo 
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PROPUESTA DE LEY  
En mérito a la investigación realizada y a las conclusiones arribadas en la 
misma, para contribuir en alguna medida desde el punto de vista jurídico, en la 
regulación de los Decretos Legislativos y que estos respeten las normas 
Constitucionales, trayendo como consecuencia la seguridad jurídica del país,  
para cuyo objeto se procede a formular la siguiente recomendación. 
 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS DE LA LEY QUE MODIFIQUE REGLAS PARA 
GARANTIZAR LAS REMUNERACIONES DE LOS TRABAJADORES DEL 
SECTOR SALUD. 
 Las normas que regulan los beneficios sociales de los trabajadores del 
Sector Salud, se han recortado con la dación del D. Leg Nro. 1153, al cambiar 
el término de REMUNERACIÓN, con los llamados “compensaciones” y 
“entregas de dinero”, que estos no generan beneficios sociales; el  Art.  9º  del  
D. Leg. 559, respecto a la jornada asistencial que supera a las 150 horas 
mensuales, eliminando el carácter de Extraordinario y asignándole el  peligroso 
carácter de “Voluntario”, lo que supone el desconocimiento de   las horas extras 
y la pérdida de su efecto remunerativo, vulnerándose el  Principio de 
Irrenunciabilidad previsto en el Art. 26º Inc. 2) de la Constitución  Política  del  
Estado. 
  
 En cuanto a los arts. 11, 13, 23, 24 y 25 del D.Leg. 559, que rezan sobre, 
Ley de Trabajo Médico, en lo que a trabajo de guardia se refiere y 
remuneraciones del sector público, respectivamente, han quedado derogadas 
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por el D. Leg. 1153, mediante la Disposición Complementaria Derogatoria art. 
Único punto 13, nuevamente recortando los derechos adquiridos por los 
trabajadores en Salud y siendo evidente de la violación de derechos laborales y 
la Constitución Política del Estado Peruano, por lo que se debe derogar dicha 
disposición complementaria y restablecer su vigencia los arts, 11, 13, 23, 24 y 
25 del D.Leg. 559. 
 
Que, el texto expreso del art. 6, 7 y 8 del D. Leg. 1153, deviene en 
inconstitucional, pues viola al art. 24 de la Carta Magna, al desconocer derechos 
adquiridos por D. Leg. 559 en sus arts. 54, 55 y 56, que rezan sobre las 
remuneraciones de los trabajadores del Sector Salud, y en su art. 56 
propiamente detalla que “Ninguna autoridad podrá limitar en forma alguna la 
libertad del médico-cirujano para disponer de su remuneración, excepto por 
orden judicial expresa”. En consecuencia, es notorio que dicho DL 1153, viola 
estos preceptos legales, por lo que debe de derogarse en forma parcial y evitar 
procesos de acción de inconstitucionalidad. Por lo que las normas contenidas en 
los arts. 6, 7 y 8 del D. Leg. 1153, así mismo la Disposición Complementaria 
Derogatoria art. Único punto 13,  y la Primera Disposición Complementaria 
Modificatoria, deben ser derogadas por cuanto desconoce los derechos 
adquiridos del D.Leg. 559, en cuanto a las remuneraciones, trabajo de guardia y 
los beneficios sociales. De esta forma se estaría corrigiendo un error que en la 
actualidad está trayendo inseguridad al sistema jurídico de todo el país. 
 
 A continuación presento la propuesta del anteproyecto de la ley que 
deroga en forma parcial al D. Leg. 1153 en su art. 6, 7 y 8; la Disposición 
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Complementaria Derogatoria art. Único punto 13,  y la Primera Disposición 
Complementaria Modificatoria, que norma regula la remuneraciones, el trabajo 
de guardia, las remuneración permanente y con beneficios sociales de los 





EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 
POR CUANTO: 
El Congreso de la República 
Ha dado la Ley siguiente: 
 
LEY QUE DEROGA LOS ARTS. 6, 7 Y 8 DEL D. Leg.. 1153, LA DISPOSICIÓN 
COMPLEMENTARIA DEROGATORIA ART. ÚNICO PUNTO 13,  Y LA 
PRIMERA DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA MODIFICATORIA. 
Artículo Primero.- Deróguese los artículos 6, 7 y 8 del D. Leg.. 1153, la 
disposición complementaria derogatoria art. único punto 13, y la primera 
disposición complementaria modificatoria, que modifica al art. 9 del D Leg. 559. 
Artículo Segundo.- Restablecerse la vigencia de los artículos 9, 11, 13, 23, 24 
y 25 del D.Leg. 559, Ley de Trabajo Médico, conforme estaban redactados 
primigeniamente. 
Comuníquese al Señor Presidente de la República para su promulgación. 
En Lima, a los … días del mes de … de …. 
Presidente del Congreso de la República 
EL SEÑOR PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA REPÚBLICA 
POR TANTO: 
Mando se publique y cumpla. 
Dado en la casa de Gobierno, en Lima a los …. días del mes de … del año …. 
Presidente Constitucional de la República 
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DETERMINACIÓN DE LOS 
OBJETIVOS 
FORMULACIÓN DE LAS 
HIPOTESIS 
VARIABLES INDICADORES METODOLOGÍA 
APLICADA A LA 
INVESTIGACIÓN 
      
INT.GNL. 
- ¿Cuáles son los 
efectos jurídicos que 
causa el uso 
excesivo de las 
facultades por parte 
del Poder Ejecutivo, 
delegadas por el 
Poder Legislativo, 





- ¿El uso excesivo 





Salud y que deben 
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excesivo de las facultades 
del Ejecutivo, afecta o 
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- Identificar las razones por 
las que el Poder Ejecutivo 
sobrepasa los límites del 
principio de especificidad 
delegadas por el Poder 
Legislativo, en materia de 
salud. 
H.G.-  La regulación de 
normas por el Poder 
Ejecutivo que respeten los 
derechos adquiridos de los 
trabajadores de salud, y el 
respeto por la aplicación 
del principio de 
especificidad en la 
delegación de facultades, 
traerá seguridad jurídica y 
la protección de los 
derechos laborales, en 
materia de salud. 
 
H.ESP. 
- El respeto por el 
cumplimiento de las 
normas delegativas, por el 
ejecutivo  en la delegación 
de facultades, dará mayor 
seguridad jurídica a los 
derechos adquiridos de los 
profesionales en salud. 
 
-La propuesta y aclaración 
de una modificatoria legal 
al principio de especificidad 
llevará una labor al 
ejecutivo a una correcta 
aplicación de la ley 
delegativa, sin violar 
derechos adquiridos. 
V.I.- Delegación de 
Facultades – Unidad de análisis. 
- Constitución Política 
del Estado Peruano 
- Ley Nro. 30073 
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Ordenanza N° 346.- Exoneran del pago de derecho por 
licencias municipales de obras al ganador del primer 
concurso de inversionistas, para el desarrollo de proyectos 
de renovación urbana con inclusión social en el Rímac 
Histórico 	 502753 
R.A. N° 567-2013-MDR.- Aprueban Contratos 
Administrativos de Servicios de Auxiliares Coactivos de la 
Municipalidad 	 502754 
 
D.A. N° 14-2013-MSS.- Modifican el D.A. N° 08-2013- 
MSS que aprueba Bases del Sorteo 'Tu Responsabilidad 
Tributaria tiene ¡Premio!" 	 502763 
   
 
PROVINCIAS 
Ordenanza N° 357-PASI.- Aprueban Ordenanza que 
regula la tasa por estacionamiento vehicular en el distrito 
de San Isidro 	 502154 
Ordenanza N° 00120RADSA.- Aprueban Procedimiento,  
de Regularización de Edificaciones en el distrito 502760 
Ordenanza N° 00121RADSA.- Modifican la Ordenanza 
Municipal N° 00013-2008/MDSA, que aprueba el Programa 
de Sorteos Vecino Santanitense Puntual 	 502762 
Ordenanza N° 0029-2013-ALJCPS.- Establecen el 
Bono de Incentivo "Ecobono Barranca", a favor de los 
contribuyentes de la categoría Casa-Habitación que 
participen del Programa deSegregación en la Fuente 
y Recolección Selectiva de los Residuos Sólidos 
Domiciliarios "Eco Barranca 	 602765 
CONVENIOS INTERNACIONALES 
Entrada en vicia del ''Convenio de Cooperación 
Económica y Técnica entre el Gobierno de la República 
del Perú y el Gobierno de la República Popular China" 
502766 
502666 Skl NORMAS LEGALES 
El Peruano 




DECRETO LEGISLATIVO QUE REGULA 
LA POLÍTICA INTEGRAL DE COMPENSACIONES 
Y ENTREGAS ECONÓMICAS DEL PERSONAL 
DE LA SALUD AL SERVICIO DEL ESTADO 
EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 
POR CUANTO: 
El Congreso de la República, por Ley 30073 ha 
delegado en el Poder Ejecutivo la facultad de legislar en 
materia de salud y fortalecimiento del sector salud por el 
término de ciento veinte (120) días calendario; 
Que, entre las materias de la delegación se encuentra 
la de legislar sobre la reorganización del Ministerio 
de Salud y sus organismos públicos para el ejercicio y 
el fortalecimiento de la rectoría sectorial y un mejor 
desempeño mies materias de su competencia, priorizando 
la atención preventiva en salud, modernización del Sistema 
Nacional de Salud para optimizar la oferta de servicios 
integrados que otorguen efectividad y oportunidad en 
las intervenciones, seguridad del paciente, calidad del 
servido y capacidad de respuesta a las expectativas de los 
usuarios, ad como la política integral de remuneraciones 
de los servidores médicos, profesionales y personal 
asistencial de la salud del sector público, incluyendo a los 
del Ministerio de Salud, Ministerio de Defensa, Ministerio 
del Interior, Ministerio de Educación, Instituto Nacional 
Penitenciado, Ministerio Público y gobiernos regionales; 
la misma que contempla los ingresos de dicho personal y 
sus efectos en el aspecto previsional; 
Que, la implementación de una política integral de 
compensaciones y entregas económicas del personal 
de la salud del sector público forma parte del proceso de 
fortalecimiento y modernización del Sistema Nacional de 
Salud y contribuirá a mejorar el desempeño del personal  
de salud, reflejándose en la calidad y oportunidad del 
servicio de salud que demanda la población peruana; 
De conformidad con lo establecido en el artículo 104° 
de la Constitución Política del Perú; 
Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y, 
Con cargo de dar cuenta al Congreso de la 
República; 
Ha dado el Decreto Legislativo siguiente: 
DECRETO LEGISLATIVO QUE REGULA LA 
POLÍTICA INTEGRAL DE COMPENSACIONES Y 
ENTREGAS ECONÓMICAS DEL PERSONAL DE LA 
SALUD AL SERVICIO DEL ESTADO 
Ttruw I 
DISPOSICIONES GENERALES 
Artículo 1.- Objeto 
El presente Decreto Legislativo tiene por objeto 
regular la politica integral de las compensaciones y 
entregas económicas del personal de la salud al servicio 
del Estado. 
Artículo 2.- Finalidad 
La finalidad del presente Decreto Legislativo es que 
el Estado alcance mayores niveles de equidad, eficacia, 
eficiencia, y preste efectivamente servicios de calidad en 
materia de salud al ciudadano, a través de una política 
integral de compensaciones y entregas económicas que 
promueva el desarrollo del personal de la salud al servicio 
del Estado. 
Artículo 3.- Ámbito de aplicación 
Se encuentran bajo el alcance de la presente norma: 
3.1. Las Entidades.- 
Para fines del presente Decreto Legislativo, sé 
consideran las siguientes entidades: 
a) Ministerio de Salud y sus Organismos 
Públicos; 
b) Ministerio de Defensa; 
c) Ministerio del Interior; 
d) Ministerio Público; 
e) Ministerio de Educación; 
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f) Gobiernos Regionales y sus Organismos 
Públicos; 
g) Instituto Nacional Penitenciario; y, 
h) Entidades públicas cuyo titular es el más 
alto funcionario público del Poder Ejecutivo, 
Judicial o Legislativo. 
Queda excluido del ámbito de aplicación del presente 
Decreto Legislativo el Seguro Social de Salud — EsSalud, 
el Seguro Integral de Salud- SIS y la Superintendencia 
Nacional de Aseguramiento en Salud — SUNASA. 
3.2. El Personal de la Salud.- 
El personal de la salud está compuesto por los 
profesionales de la salud y personal técnico y 
auxiliar asistencial de la salud. 
a) Profesionales de la salud 
Para fines del presente Decreto Legislativo, 
se considera profesional de la salud, el 
que ocupa un puesto vinculado a la salud 
individual o salud pública en las entidades 
comprendidas en el ámbito del presente 
Decreto Legislativo, de conformidad con la 
Ley 23536, Ley que establece las normas 
generales que regulan el trabajo y la carrera 
de ros profesionales de la salud, y con la Ley 
28456, Ley del trabajo del profesional de la 
salud tecnólogo médico y sus modificatorias. 
Para estos fines son considerados como 
profesional de la salud los siguientes: 
1.- Médico Cirujano. 
2.- Cirujano Dentista. 
3.- Químico Farmacéutico. 
4.- Obstetra. 
5.- Enfermero. 
6.- Médico veterinario que presta servicio en 
el campo asistencial de la salud. 
7.- Biólogo que presta servicio en el campo 
asistencial de la salud. 
8.- Psicólogo que presta servicio en el 
campo asistencial de la salud. 
9.- Nutricionista que presta servicio en el 
campo asistencial de la salud. 
10.-Ingeniero Sanitario que presta servicio 
en el campo asistencial de la salud. 
11.-Asistenta Social que presta servicio en el 
campo asistencial de la salud. 
12.-Tecnólogo Médico que se desarrolla en 
las áreas de terapia física y rehabilitación, 
laboratorio clínico y anatomía patológica, 
radiología, optometría, terapia 
ocupacional y terapia del lenguaje en el 
campo de la salud. 
b) Personal de la Salud, Técnico y Auxiliar 
Asistencial de la Salud 
Se considera como personal de la salud, 
técnico y auxiliar asistencial de la salud, 
al comprendido en la Ley 28561, Ley 
que regula el trabajo de tos técnicos y 
amiliares asistenciales de salud, precisada 
mediante Decreto Supremo 012-2011- 
SA, que presta servicios en las entidades 
comprendidas en el numeral 3.1 del artículo 
3° de la presente norma, qué desarrollan 
funciones en los servicios de Enfermería, 
Obstetricia, Laboratorio, Farmacia, Rayos X, 
Medicina Física y Rehabilitación, Nutrición y 
Odontología, y otras actividades vinculadas 
a la salud individual o salud pública. 
Quedan excluidos del ámbito de aplicación del 
presente Decreto Legislativo el personal o servidor civil de 
las entidades públicas que ocupa un puesto destinado a 
funciones administrativas, así como el personal del Seguro 
Social de Salud — EsSalud, del Seguro Integral de Salud 
— SIS, de la Superintendencia Nacional de Aseguramiento 
en Salud — SUNASA, el personal militar de las Fuerzas 
Armadas y el policial de la Policia Nacional del Perú en 
actividad que presta servicios asistenciales en salud. 
Articulo 4.- Principios 
La Política Integral del presente Decreto Legislativo se 
basa en los principios siguientes: 
4.1 Legalidad y Especialidad Normativa.- 
La Política Integral se rige únicamente por 
lo establecido en la Constitución Política del 
Perú, en el presente Decreto Legislativo y sus 
normas reglamentarias y supletoriamente por 
la Ley 30057, Ley del Servicio Civil, en lo que 
oorresponda. 
4.2 Equidad.- 
Al trabajo desempeñado en puestos y condicionas 
similares le corresponde similar compensación 
económica, pero al trabajo desempeñado en 
puestos similares pero en condiciones diferentes 
de exigencia, responsabilidad o complejidad 
le corresponde diferente compensación 
económica. 
4.3 Eficacia y Eficiencia.- 
Es la adecuada gestión de las compensaciones 
y la optimización dedos recursos destinados a 
este fin, vinculados al logro de los objetivos del 
Estado. 
4.4 Consistencia interna.- 
Las compensaciones dentro de la misma 
entidad guardan relación con las condiciones 
de exigencia, responsabilidad- y complejidad del 
puesto. 
4.5 Provisión presupuestaria.- 
Todo acto relativo a la, política integral está 
supeditado a la disponibilidad presupuestal, 
el cumplimiento de las reglas fiscales y la 
sostenibilidad de las finanzas del Estado. 
Articulo 5.- Definiciones 
Para efectos del presente Decreto Legislativo se 
consideran las siguientes definiciones: 
5.1 Servidos de Salud Pública.- 
Son los servicios dirigidos a la protección de la 
salud a nivel poblacional de carácter asistencial, 
administrativa, de investigación o de producción. 
Comprenden las siguientes Funciones 
Esenciales: análisis de la situación de salud; 
vigilancia de la salud pública, investigación , y 
control de riesgos y daños en salud pública; 
promoción de la salud y participación de los 
ciudadanos en la salud; desarrollo de políticas, 
planificación y gestión en materia de salud 
pública; regulación y fiscalización en materia 
de salud pública; evaluación y promoción del 
acceso equitativo a servicios de salud; desarrollo 
de recursos humanos y capacitación en salud 
pública; garantía y mejoramiento de la calidad de 
los servicios de salud individuales y colectivos; 
investigación en salud pública; y reducción del 
impacto de las emergencias y desastres en la 
salud. 
5.2 Servicios de Salud individual.- 
Son los servicios dirigidos a la protección de la 
saluda nivel individual. Comprenden prestaciones 
de protección específica; controles a personas 
sanas y enfermas; atención programada, de 
urgencia y de emergencia; atención ambulatoria 
y con internamiento; y prestaciones de soporte, 
diagnóstico y terapéutico. 
5.3 Establedmiento de Salud Estratégico.-
Son aquellos establecimientos del 1 yll nivel de 
atención, definidos por el Ministerio de Salud, 
que puede atender las necesidades de atención 
-r 
502668 	 NORMASLEGALES • El Peruano »roes 12de mixto de 2013 
de salud más frecuentes en un radio de dos 
horas para la atención no quirúrgica y de cuatro 
horas para la atención quinírgica. Es parte de 
la estrategia de fortalecimiento de la oferta de 
servicios de salud y redes de servicios de salud 
que promueve el sistema nacional de salud. 
5A Campo asistencial de la salud, 
Para efectos de la itresente norma se entiende 
por campo asistencial de la salud, aquellos 
servicios dirigidos a la salud individual y salud 
pública 
-Jarmo 
DE LAS 0011M3ENSAMONES 
Y ENTREGAS ECONÓMICAS 
Artículo 6.- Compensación y Entrega Económica 
La compensación es el conjunto de ingresos que la 
entidad destina al personal de la salud a que se refiere 
la presente norma, para retrbuir, de modo general, la 
prestación de sus servicios a la entidad de acuerdo al 
puesto que ocupa Está conformada por la compensación 
económica y no económica. 
La Entrega Económica es el conjunto, de ingresos 
dinerarios destinados a cubrir aspectos específicos; se 
asigna al puesto o a la persona debido a situaciones 
excepcionales y particulares nelacionadas con el 
desempeño o situaciones especiales del personal de 
la salud, en el desarrollo de la relación contractual 
del Estado con el personal de la salud. Se paga 
conjuntamente con la compensación económica en 
cuanto corresponda. 
La nomenclatura de los puestos no conlleva a 
la presunción de igual trabajo y por ende no implica 
similar compensación, ni sirve de base para evaluar la 
consistencia interna ni entre entidades del sector público. 
Articulo 7.- Compensación Económica 
La compensación económica es la contraprestación 
en dinero:correspondiente a las actividades realizadas en 
un determinado puesto. 
Artículo 8.- Estructura de la Compensación 
Económica del Personal de la Salud 
La compensación económica que se otorga al personal 
de la salud es anual y está compuesta de la valorización 
que sólo comprende: 
8.1 Principal.- 
Es el ingreso económico como concepto único 
que se otorga mensualmente con carácter 
permanente. 
8.2 Ajustada.- 
Otorgada al puesto, que sea ocupado por 
personal de la salud, en razón de la entidad a 
través de las siguientes bonificaciones que son 
excluyentes entre sí: 
a) Bonificación 	 por 	 Puesto 	 de 
Responsabilidad 	 Jefatural 	 de 
Departamento o Servicio.- 
Se asigna al puesto, que no sea ocupado 
por personal de la salud de confianza, por 
responsabilidad jefatura! de departamento o 
servicio, en establecimientos de salud del II y 
III nivel de atención del Ministerio de Salud, 
o el establecimiento que haga sus veces 
en los Gobiernos Regionales o en las otras 
entidades comprendidas en el ámbito de 
aplicación del presente Decreto Legislativo, 
que se diferencia de acuerdo al puesto 
asignado. En caso se produzca el cese en el 
puesto o el traslado del personal de la salud 
a puesto distinto,' se dejará de percibir la 
referida bonificación, debiendo adecuarse a 
los beneficios quede pudiera corresponder al 
puesto de destino. 
Para la asignación al puesto de 
responsabilidad jefathral de departamento 
o seivicio se debe cumplir adicionalmente' 
con un perfil previamente deterinibado y está 
sujeto a evaluación periódica. 
b) Bonificación 	 por 	 Puesto 	 de 
Responsabilidad 	 Jefatural 	 en 
Establecimientos de Salud 1-3, 1.4, 
*Granados o Redes.- 
Se asigna al puesto, que no sea ocupado 
por personal de la salud de ~fianza, que 
se ocupa por responsabilidad jefatura! 
en establecinientoe de salud del nivel de 
atención 1-3 y 1-4, micronedes o redes, del 
DA doled') de Salud o Gobiernos Regionales, 
o el establecimiento que haga sus veces 
en las otras entidades comprendidas en el 
émbolo de aplicación del presente Decreto 
Legislativo, que se diferencia de acuerdo al 
puesto asignado. En caso se produzca el 
cese en el puesto o el traslado del personal 
de la salud a puesto distinto, se dejará de 
percibir la referida bonificación, debiendo 
adecuarse a los beneficios que le pudiera 
corresponder al puesto de destilo. 
Para la asignación al puesto de 
ntsponsabildad jefatura! en establecimientos 
de salud 1-3, 1-4, microrredes o redes se 
debe cumpir adicionalmente con un perfil 
previamente determinado y está sujeto a 
evaluación periódica. 
c) Bonificación por Puesto Especializado o 
de dedicación exclusiva en Servicios de 
Salud Pública.- 
Se asigna al puesto especializado o 
de dedicación exclusiva vinculado al 
servicio de salud pública, ocupado por 
un profesional de la salud en el Instituto 
Nacional de Salud - INS, en la Dirección 
General de Medicamento, Insumos y Drogas 
- DIGEMID o en la Dirección General de 
Salud Ambiental .- DIGESA, que realiza 
actividades administrativas, de investigación 
o producción, y que no realiza atención 
individual de salud. Se diferencia de acuerdo 
al puesto asignado. 
Para la asignación al puesto de especializado 
o de dedicación exclusiva se debe cumplir 
adicionalmente con un perfil previamente 
determinado. 
En caso se4produzca el cese en el. puesto o 
el traslado del personal de la salud a puesto 
distinto, se dejará de percibir la referida 
bonificación, debiendo adecuarse a los 
beneficios que le pudiera corresponder al 
puesto de destino. 
d) Bonificación por Puesto Específico.- 
Se asigna al puesto previsto para el 
profesional de la salud, en la entidad del 
sector público cuyo titular es el más alto 
funcionario público del Poder Ejecutivo, 
Judicial o Legislativo, que preste servicio 
en el campo asistencial individual de modo 
exclusivo. 
En caso se produzca el cese en ei puesto 
o el traslado del profesional de la salud 
a puesto distinto, se dejará de percibir la 
referida bonificación, debiendo adecuarse a 
los beneficios que le pudiera corresponder al 
puesto de destino. 
8.3 Priorizada.- 
Se asigna al puesto, de acuerdo a situaciones 
excepcionales y particulares relacionadas con el 
desempeño en el puesto por pedados mayores 
a un (1) mes. Esta modalidad de compensación 
se restringirá al tiempo que permanezcan las 
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8.4 
8.5 
condiciones de su asignación. Son consideradas 
dentro de esta modalidad los puestos en: 
a) Zona Alejada o de Frontera.- 
Es la entrega económica que se asigna al 
puesto señalado por el Ministerio de Salud, 
que se encuentre ubicado en zona alejada o 
zona de frontera. 
11) Zona de Emergencia.- 
Es la entrega económica que se asigna 
al puesto ubicado en el Valle de los Ríos 
Apurimac, Ene y Mantaro (VRAEM), en 
tanto se mantenga dicha calidad de acuerdo 
a la nonnatividad vigente; así como a 
 los 
puestos ubicados en las zonas declaradas 
en emergencia por circunstancias similares a 
las del VRAEM. 
e) Atención Primaria de Salud.- 
Es la entrega económica que se asigna 
al puesto de establecimientos de salud 
del I nivel de atención categoría 1-1 al 1-
4 del Ministerio de Salud o Gobiernos 
Regionales, o el establecimiento que 
haga sus veces en las otras entidades 
comprendidas en el ámbito de aplicación del 
presente Decreto Legislativo, destinada a 
realizar intervenciones de atención primaria 
de salud a las familias y comunidades, 
debiendo cumplir adicionalmente con el perfil 
previamente deterrninado. 
d) Atención Especializada.- 
La atención especializada comprende: 
d.1)La entrega económica que se asigna al 
puesto en servicio especializado en los 
establecimientos estratégicos de salud 
del I nivel categoría 1-4 hasta el II nivel, 
del Ministerio de Salud o Gobiernos 
Regionales, o el establecimiento que 
haga sus veces en las otras entidades 
comprendidas en el ámbito de aplicación 
del presente Decreto Legislativo, 
definidos como estratégicos por el 
Ministerio de Salud, debiendo cumplir 
adicionalmente con el perfil previamente 
determinado. 
d.2) La entrega económica que se asigna 
al puesto en servicio especializado en 
Hospitales e Institutos Especializados 
del II nivel y III nivel del Ministerio de 
Salud o Gobiernos Regionales, o el 
establecimiento que haga sus veces 
• en las otras entidades comprendidas 
en el ámbito de aplicación del 
presente Decreto Legislativo, y en 
los Organismos Públicos que realicen 
labor especializada, debiendo cumplir 
adicionalmente con el perfil previamente 
determinado. 
e) Atención en Servicios Críticos.- 
Es la entrega económica que se asigna al 
puesto por la atención en servicios críticos 
hospitalarios como: Emergencia, Unidad de 
Cuidados Intensivos, Unidad de Cuidados 
Intermedios y Unidad de Quemados. 
Vacaciones.- 
Es la entrega económica otorgada por el derecho 
vacacional. 
La compensación económica , se paga 
mensualmente e incluye la valorización Principal 
y la Ajustada, y la Pritaizada, de corresponder. El 
monto del pago mensual equivale a un dozavo 
(1/12) de la compensación económica, siendo 
uno de los dozavos el pago correspondiente a 
la entrega económica otorgada por el derecho 
vacacional. Esta disposición no admite 
excepciones. 
8.6 La determinación de la valorización que 
comprende la estructura de la compensación 
económica a que se refiere los numerales 8.1, 8.2 
y 8.3 del presente articulo, se aprueban mediante 
Decreto Supremo refrendado por el Ministro de 
Economía y Finanzas y por el Ministro de Salud, 
a propuesta de este último. 
8.7 Sólo la valorización prevista en los numerales 
8.1, 8.2 y 8.4 del presente artículo está sujeta 
a la carga por Seguridad Social en salud, a 
las retenciones por sistemas de, pensiones. 
Asimismo, las valorizaciones señaladas en los 
numerales 8.1, 8.2, 8.3 y 8.4 están afectas al 
Impuesto a la Renta. 
8.8 El personal de la salud, comprendido en los 
alcances de la presente norma> sólo percibe 
como compensación económica la establecida 
en el presente articulo, 
Artículo 9.- Reglas para el pago de las 
compensaciones económicas y de entregas 
económicas del puesto 
En el tratamiento para el pago de las compensaciones 
económicas y entregas económicas, se tienen en cuenta 
las siguientes reglas: 
9.1 Las compensaciones económicas y las entregas 
económicas no están sujetas a indexaciones, 
homologaciones, nivelaciones o cualquier Otro 
mecanismo similar de vinculación. 
9.2 Las compensaciones económicas y las entregas 
económicas se establecen en moneda nacional. 
9.3 Las compensaciones económicas y las entregas 
económicas se abonan al personal de la salud 
que se encuentra registrado en el Aplicativo 
Informático para el Registro Centralizado de 
Planillas y de Datos de los Recursos Humanos 
del Sector Público del Ministerio de Economía y 
Finanzas. 
9.4 Las compensaciones económicas y las entregas 
económicas por los servicios que presta el 
personal de la salud correspondiente , a las 
actividades realizadas en un determinado puesto, 
se determinan mediante Decreto Supremo 
refrendado por el Ministro de Economía y 
Finanzas y por el Ministro de Salud, a propuesta 
de este último. 
9.5 El pago de las compensaciones económicas y 
entregas económicas sólo corresponde como 
contraprestación por el servicio efectivamente 
realizado, quedando prohibido el pago de 
compensaciones y entregas económicas por 
días no laborados, salvo el pago por aplicación 
de suspensión imperfecta. 
9.6 Queda prohibido autorizar o efectuar adelantos 
con cargo a la compensación económica o de 
entregas económicas. 
Articulo 10.- Servicio de Guardia 
Se considera Servicio de Guardia la actividad 
que el personal de la salud realiza por necesidad o 
continuidad del servicio a requerimiento de la entidad, 
atendiendo a los criterios de periodicidad, duración, 
modalidad, responsabilidad, así como de voluntariedad 
u obligatoriedad. La aplicación e implementación de 
estos criterios serán desarrollados en el reglamento del 
presente Decreto Legislativo. 
El monto de la entrega económica por la realización 
efectiva del Servicio de Guardia por el personal de la 
salud, será determinado mediante Decreto Supremo 
refrendado por el Ministro de Economía y Finanzas y el 
Ministro de Salud, a propuesta de este último. Esta entrega 
económica no tiene carácter pensionable, no está sujeta 
a cargas sociales, ni forma parte de la base de cálculo 
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para la determinación de la compensación por tiempo de 
servicios. Se encuentra afecta al Impuesto a la Renta. 
Artículo 11.- Servicios Complementarios en Salud 
El servicio complementario en salud, es el servicio que 
el profesional de la salud presta en forma voluntaria, en 
el mismo establecimiento de salud o en otro con el que 
su unidad ejecutora o entidad pública tenga suscrito un 
convenio de prestación de servicios complementarios, 
convenio o contrato de intercambio prestacional o 
convenios pactados con las Instituciones Administradoras 
de Fondos de Aseguramiento-AFAS, constituyendo 
una actividad adicional determinada por las entidades 
comprendidas en el ámbito de aplicación de la presente 
norma, así como EsSalud. Es regulado por la ley de la , 
materia. 
La entrega económica por el servicio complementario 
en salud debe encontrarse diferenciada en la planilla 
única de pagos. 
Esta entrega económica no tiene carácter pensionable, 
no está sujeta a cargas sociales, ni forma parte de la base 
de cálculo para determinación de la compensación por 
tiempo de servicios. Se encuentra afeáta al Impuesto a 
la Renta. 
La aplicación del presente artículo no irroga gastos 
adicionales al Tesoro Público. 
Artículo 12.- Cumplimiento de tiempo de servicio, 
sepelio y luto 
Son las entregas económicas que corresponden en 
los siguientes casos: 
12.1 Es la entrega económica al personal de la salud, 
por cumplir 25 años de servicios efectivos, y 30 
años de servicios efectivos. Se otorga por única 
vez en cada oportunidad. 
12.2 Es la entrega económica por sepelio por 
fallecimiento del personal de la salud, 
correspondiendo su otorgamiento en el siguiente 
orden excluyente: cónyuge o conviviente, o hijos, 
o padres. 
12.3 Es la entrega económica por luto que corresponde 
al personal de la salud por fallecimiento de su 
cónyuge o conviviente, o hijos, o padres. 
Estas entregas económicas no tienen carácter 
pensionable, no están sujetas a cargas sociales, ni 
forman parte de la base dé cálculo para determinación de 
la compensación por tiempo de servicios. Se encuentran 
afectas al Impuesto a la Renta. 
El monto de las entregas económicas a que se refiere el 
presente articulo se establece mediante Decreto Supremo 
refrendado por el Ministro de Economía y Finanzas y por el 
Ministro de Salud, a propuesta de este último, y se aplican 
a las condiciones que originan el derecho, cumplidas a 
partir de la vigencia del mencionado Decreto Supremo. 
Artículo 13.- Compensación No Económica 
La compensación no económica está constituida por 
las entregas no dinerarias otorgadas para motivar y elevar 
la competitividad del personal de la salud. Estas entregas 
no son de libre disposición del personal de la salud. 
Artículo 14.- Prohibición de doble percepción de 
ingresos del-personal de la salud 
El personal de la salud no puede percibir del Estado 
más de una compensación económica, entrega económica, 
remuneración, retribución, emolumento o cualquier tipo 
de ingreso. Es incompatible la percepción simultánea de 
dichos ingresos con la pensión por servicios prestados al 
Estado o por pensiones financiadas por el Estado, salvo 
excepción establecida por ley. 
Las únicas excepciones las constituyen la percepción 
de ingresos por función docente efectiva y la percepción 
de dietas porparticipación en uno (1) de los directorios 
de entidades o empresas estatales o en Tribunales 
Administrativos o en otros órganos colegiados. 
Queda prohibida la percepción de ingresos por 
dedicación de tiempo completo en más de una entidad 
pública a la vez. 
Artículo 15.- Asignación por cumplindento de las 
metas institucionales, indicadores de desempeño y 
compromisos de mejora de los servicios 
Es la entrega económica que se otorga una vez al 
año, al personal de los establecimientos de salud, redes 
y microrredes del Ministerio de Salud, sus organismos 
públicos, y Gobiernos Regionales, por el cumplimiento 
de las metas inshlucionales, indicadores de desempeño 
y compromisos de mejora de los servicios. 
Dichas metas, indicadores y compromisos deben 
redactarse en términos simples, para su adecuada 
comprensión, y deben ser cuantificables, a efectos de su 
evaluación y fiscalización. 
La publicación-y difusión de la información indicada en 
el párrafo precedente debe efectuarse a más tardar el 31 
de diciembre del año anterior al ejercicio presupuestal al 
que corresponden. 
Los criterios técnicos, aplicación e implementación se 
aprueban mediante Decreto Supremo con el refrendo del 
Ministro de Economía y Finanzas y del Ministro de Salud, 
a propuesta de éste último: 
Esta entrega económica no tiene carácter pensionable, 
no está sujeta a cargas sociales, ni forma parte de la base 
de cálculo para determinación de la compensación por 
tiempo de servicios. Se encuentra afecta al Impuesto a la 
Renta. La aplicación del presente articulo no irroga gastos 
adicionales al Tesoro Público. 
Articulo 16.- Fuente de financiamiento de la 
compensación económica y de entregas económicas 
Las compensaciones económicas y entregas 
económicas establecidas en el presente Decreto Legislativo 
se financian únicamente con recursos ordinarios previstos 
en los presupuestos institucionales de cada entidad. 
DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
FINALES 
PRIMERA.- Reglamentación del Decreto 
Legislativo 
Ef reglamento de la presente norma se aprueba 
en un plazo máximo de ciento veinte días (120) 
mediante Decreté Supremo con el voto aprobatorio del 
Consejo de Ministros, a propuesta del Ministerio de 
Salud en coordinación con el Ministerio de Economía 
y Finanzas; y, para el caso de las Compensaciones 
No Económicas, a propuesta del Ministerio de Salud, 
en coordinación con la Autoridad Nacional del Servicio 
Civil - SERVIR. 
SEGUNDA.- Escolaridad y Aguinaldos por Fiestas 
Patrias y Navidad 
Los montos correspondientes a la escolaridad y los 
aguinaldos por Fiestas Patrias y Navidad se establecen de 
conformidad con la Ley 28411, Ley General del Sistema 
Nacional de Presupuesto, y las respectivas leyes anuales 
de presupuesto del Sector Público. 
TERCERA.- Profesioniles de Salud dentro del 
iunbito SERUMS y Residentes 
Se encuentran comprendidos dentro de los alcances 
de la presente norma, en cuanto les corresponda, los 
profesionales de salud comprendidos dentro de la 
Ley 23330, Ley del Servicio Rural Urbano Marginal 
de Salud (SERUMS), así como los que se encuentren 
desaitollando la segunda especialidad en medicina 
humana y odontología, dentro del Sistema Nacional 
de Residentado Médico y Residentado Odontológico, 
respectivamente. 
• CUARTA.- Prohibición de compensaciones 
económicas y entregas económicas 
Queda prohibida bajo responsabilidad, el otorgamiento 
de compensaciones económicas y entregas económicas 
de cualquier denominación diferentes a las contempladas 
en el presente Decreto Legislativo, indistintamente 
de la fuente de financiamiento de la que provengan. 
Toda disposición en contrario genera responsabilidad 
administrativa, civil y penal que corresponda, y es nula de 
pleno derecho. 
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QUINTA.- Creación o modificaciones 	 oratoria 
de Compensaciones Económicas y Entregas 
Económicas 
La creación de nuev-asconmensaciones económicas 
o de nuevas entregas económicas, o la modificación 
de las existentes contempladas en la presente norma, 
deberán realizarse a través de norma con rango de 
leY- 
Todopagoporconmensadoneseconómicasyentregas 
económicas se ~izará únicamente a través de la planilla 
única de pagos_ Asimismo, dispóngase que pera hacerse 
efectivo lo señalado en el párrafo precedente dicho 
concepto deberá encontrase ~lamente registrado en 
el Apicativo Informático., 
Toda disposición en contrario es nula de pleno 
derecho y genera responsabthdad administrativa, sin 
perjuicio de las acciones civiles ylo penales a que hubiera 
lugar. La tipificación de las infracciones y de las sanciones 
administrativas como consecuencia de lo establecido en 
la presente disposición, se regularán en el reglamento del 
presente Decreté Legislativo. 
SEXTA, Límites en los ingresos 
Los ingresos por todo concepto del personal de la 
salud, deben respetar lo dispuesto por la Ley 28212 y 
moctificatorias. 
SÉTW.- Aplicativo informático para el registro 
centralizado de planillas y de datos de los recursos 
humanos del sector público 
A partir del año 2014, para fines de pago de las 
compensaciones económicas y entregas económicas, las 
entidades bajo el ámbito de aplicación de la presente norma 
requieren que los datos personales de los beneficiados 
y las planillas de pago se encuentren expresamente 
descritos y registrados mediante los procesos del.  
Vrolicalivo Informático para el Registro Centralizado de 
Planillas y de Datos de los Recursos Humanos del Sector 
Público - Aplicativo Informático" a cargo del Ministerio de 
Economia y Finanzas. Los datos registrados en el referido 
aplicativo sirven de base para las fases de prografroción, 
formulación, aprobación, ejecución y evaluación del 
proceso presupuestario; para programar las obligaciones 
sociales y provisionales; y los gastos én personal de je 
salud. 
OCTAVA. Formulación de nuevos documentos de 
gestión 
Las entidades comprendidas en el ámbito de aplicación 
de la presente norma, deben proceder a formular nuevos 
documentos de gestión, teniendo en cuenta lo dispuesto 
en la Cuarta Disposición Complementaria Final de la 
Ley 30057, Ley del Servicio Civil, que crea el Cuadro de 
Puestos de la Entidad (CPE). 
Apartir de la vigencia del presente Decreto Legislativo el 
Ministerio de Salud iniciará las acciones correspondientes 
para la elaboración del Cuadro de Puestos de la Entidad 
— CPE del Ministerio de Salud y sus Organismos Públicos, 
para la adecuada implementación de la presente norma. 
NOVENA.- Cálculo de la CTS anterior a la entrada 
en vigencia del presente Decreto Legislativo 
A partir de la vigencia del presente Decreto 
Legislativo, el cálculo de la CTS del personal de la salud, 
correspondiente a los periodos anteriores a la vigencia 
de la presente norma, se efectúa considerando la 
normatividad vigente en dichos periodos. 
DÉCIMA.- Personal de la salud bajo el régimen del 
Decreto Ley 20530 
Las disposiciones contenidas *en la Undécima 
Disposición Complementaria Transitoria de la Ley 30057, 
Ley del Servicio Civil, son aplicables al personal de salud 
que se ajuste a los supuestos establecidos en la misma, 
en lo que corresponda. 
El plazo máximo de afiliación es de treinta (30) 
días calendario; vencido este plazo, si el trabajador no 
hubiese manifestado su voluntad de afiliarse a un sistema 
pensionario, el empleador lo afiliará al sistema previsto en 
el Decreto Supremo N° 054-97-EF y modificatorias. 
Mientras dure el proceso de afiliación al personal 
de la salud, a que se refiere la presente deposidón, las 
entidades empleadoras retendrán mensualmenle por 
concepto de aporte el equivalente al 13% de los ingresos 
del referido personal, el cual será pagado una vez 
efectuado la respectiva afiliación ski intaeses ni mullas. 
Mediante decreto supremo refrendado por el Ministro de 
Economia y Finanzas y Ministro de Salud, se dictarán las 
nomas reglamentadas y complementarias para la mejor 
apticación de la presente disposición. 
DÉCIMA PRIMERA: Registro Nacional del personal 
de b salud 
Créase el Registro Nacional del Personal de la Salud, 
a cargo del Ministerio de la Salud con el objeto de contar 
con información detallada y ~atizada de los recursos 
humanos. 
Para dicho efecto, las entidades, proporcionan la 
información de forma adecuada y mensual al Ministerio 
de Salud bajo la presunción, en caso de no remitida, 
de no contar con dicho personal de la salud en su 
entidad. 
El Ministerio de Economía y Finanzas y la Autoridad 
Nacional del Servicio Civil tendrán acceso a la información 
contenida en dicho registro. 
DÉCIMA SEGUNDA.- Abrogación de cargas 
sociales 
El 65% de la compensación económica a la que hace 
referencia los numerales 8.1, 8.2 y 8.4 del articulo 8° de la 
presente norma, están afectas a cargas sociales y es de 
naturaleza pensionable. 
DÉCIMA TERCERA.- Del Incentivo Único 
El personal de la salud del ámbito del presente Decreto 
Legislativo que desarrolla actividades administrativas no 
recibe los beneficios del Incentivo Único a que se refiere 
la Centésima Cuarta Disposición Complementaria Final 
de la Ley 29951, Ley de Presupuesto del Sector Público 
para el Año Fiscal 2013. 
DÉCIMA CUARTA.- De la no aplicación del Sistema 
Único de Remuneraciones y del Bienestar e Incentivos 
del Decreto Legislativo 276 y del Decreto Supremo 
051-91-PCM 
A partir de la vigencia del presente Decreto Legislativo 
y sus normas reglamentadas, al personal de la salud 
comprendido en la presente norma no le es aplicable 
lo establecido en el Sistema Único de Remuneraciones 
a que se refiere el Decreto Legislativo 276, sus normas 
complementarias y reglamentarias, así como del 
Bienestar e Incentivos establecidos en su reglamento; 
ni las normas reglamentarias referidas al Sistema Único 
de Remuneraciones y Bonificaciones establecidas en el 
Decreto Supremo 051-91-PCM. 
DÉCIMA QUINTA Vigencia del Decreto Legislativo 
El presente Decreto Legislativo rige a partir del día 
siguiente de su publicación. 
DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
TRANSITORIAS 
PRIMERA.- Implementación de la Política Integral 
Para la implementación de la política integral del 
personal de la salud al servicio del Estado, comprendidas 
en el alcance de la presente norma, se considera lo 
siguiente: 
a) Compensación Económica 
Los montos establecidos por concepto de 
compensación económica, se efectivizan de la 
siguiente manera: 
1. Primera etapa : 
Para el año 2013 el monto mensual de la 
valorización principal a que se refiere el 
numeral 8.1, así como los literales c) y d) 
del numeral 8.3 del artículo 8° de la presente 
norma, se determinará en el decreto supremo 
502672 NORMAS LEGALES 
o Partan 
~su 12 de lisiad» de 2043 
a que hace referencia el numeral 8.6 del 
mismo artículo. 
El personal de la salud que labora en forma 
efectiva en los establecimientos de salud del 
Ministerio de Salud, sus organismos públicos 
y las unidades ejecutoras de salud de los 
gobiernos regionales, ubicados en zonas 
alejadas y de frontera, compiendidos en la 
Resolución Ministerial 190-2013-MINSA, en 
el marco del artículo 21° de la Ley 29951, 
Ley de Presupuesto del Sector Público para 
el Ario Fiscal 2013, continuarán percibiendo 
esp bonificación mensual a su favor, en 
tanto se implemente el monto mensual del 
literal a) del numeral 8.3 del artículo 8° del 
presente Decreto Legislativo, mediante 
decreto supremo refrendado por el Ministro 
de Economía y Finanzas y el Ministro de 
Salud, a propuesta de este último. 
2. Segunda etapa 
La entrega económica a que se refiere el 
literal d) del numeral 82 y el literal bj del 
numeral 8.3 del artículo 8° del presente 
Decreto Legislativo, entra en vigencia a 
partir del mes de enero del 2014 y se regula 
mediante decreto supremo refrendado por el 
Ministro de Economía y Finanzas y el Kmistro 
de Salud, a propuesta de este último. 
3. Tercera etapa 
Las entregas económicas que se refieren 
en los literales a) y b) del numeral 8.2 y 
el literal e) del numeral 8.3 del artículo 8° 
del presente Decreto Legislativo entran en 
vigencia a partir del mes de julio del 2014 
y se regula mediante decreto supremo 
refrendado por el Ministro de Economía y 
Finanzas y el Ministro de Salud, a propuesta 
de este último. 
4. Cuarta Etapa 
La entrega económica que se refiere en el 
literal c) del numeral 8.2 del artículo 8° y el 
artículo 15° del presente Decreto Legislativo 
entra en vigencia a partir del mes de enero del 
2015 y se regula mediante decreto supremo 
refrendado por el Ministro de Economía y 
Finanzas y el Ministro de Salud, a propuesta 
de este último. 
b) Financiamiento 
La implementación de lo dispuesto en el presente 
Decreto Legislativo, se realiza de modo progresivo 
y se supedita a la disponibilidad presupuestaria 
de los recursos ordinarios, en cumplimiento de las 
reglas fiscales, la sostenibilidad de las finanzas 
del Estado y conforme a lo establecido en las 
respectivas Leyes Anuales de Presupuesto del 
Sector Público. 
SEGUNDA.-Asignación transitoria 
La asignación transitoria es el monto que garantiza 
que no existirá reducción en los ingresos mensuales del 
personal de la salud comprendido en la presente norma 
como consecuencia de su implementación, siempre que 
cuente con la opinión previa favorable del Ministerio de 
Economía y Finanzas. 
La asignación transitoria es el monto correspondiente 
al exceso del total del ingreso mensual que percibe el 
personal de la salud comparado con la compensación 
económica que se paga mensualmente resultante de la 
aplicación de la presente norma. 
En cada oportunidad que se modifique positivamente 
la valorización principal se calculará el exceso del 
ingreso mensual que percibe el persoRal de la salud para 
determinar el nuevo monto de la asignación transitoria. 
Esta asignación transitoria no tiene carácter 
compensatorio, ni pensionable, no está sujeta a cargas 
Sociales, ni forma parte de la base de cálculo para  
la determinación de la compensación por tiempo de 
servicios. 
La asignación transitoria deberá encontrarse nsgistrada 
en el Aplicativo Informático_ 
TERCERA- Tratamiento temporal del Servicio de 
Guardia 
Hasta la implementación del Servicio de Guardia 
definido en el artículo 10° del presente Decreto Legislativo, 
éste se regirá por la normatividad vigente de la Guardia 
Hospitalaria. 
Asimismo, dispóngase que en tanto se implemente 
lo regulado en el citado articulo 10°, autorizase a que 
por decreto supremo refrendado por el Ministro de 
Economia y Finanzas y el Ministro de Salud, a propuesta 
de este último, se determinen los montos por concepto 
de bonificación de las Guardias Hospitalarias a favor del 
personal de la salud. 
CUARTA.- Cargos de Dirección o de Confianza 
Inclúyase dentro del ámbito establecido en el literal 
a) del numeral 3.2 del artículo 3° del presente Decreto 
Legislativo, al personal perteneciente a una de las carreras 
especiales de salud y que ocupe puestos destinados a 
funciones administrativas que sean de dirección o de 
confianza. 
Dicho profesional de la salud percibirá la asignación 
transitada a que se refiere la Segunda Disposición 
Complementaria Transitoria en tanto no se implemente 
la Ley 30057, Ley del Servicio Civil, en las entidades 
comprendidas en el ámbito de la presente norma 
El profesional de la salud designado en un puesto 
destinado a funciones administrativas que sean de 
dirección o de confianza, percibirá como ingreso total el 
monto previsto para dicha plaza registrado en el Aplicativo 
Informático, el cual estará conformado por la valorización 
principal y la asignación transitoria. 
QUINTA.- Exoneración 
Para la implementación de la presente norma, las 
entidades comprendidas en el ámbito de aplicación del 
mismo quedan exoneradas de las restricciones previstas 
en el articulo 6° de la Ley 29951, Ley de Presupuesto del 
Sector Público para el Año Fiscal 2013. 
Asimismo, para el afro fiscal 2013, autorícese a las 
entidades comprendidas en el ámbito de aplicación del 
presente Decreto Legislativo, a realizar las modificaciones 
presupuestarias para el financiamiento del costo que irroga 
la implementación del mismo, quedando exceptuadas de 
lo dispuesto, en el literal c) del artículo 41 y el artículo 80 
del Texto único Ordenado de la Ley 28411, Ley General 
del Sistema Nacional de Presupuesto. 
DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
MODIFICATORIAS 
PRIMERA.- Modifiquese el artículo 9° del Decreto 
Legislativo N° 559, Ley de Trabajo Médico, el mismo que 
queda redactado con el siguiente texto: 
"Articulo 9.- La jornada asistencial del médico 
cirujano es de seis (06) horas diarias ininterrumpidas 
o su equivalente semanal de treinta y seis (36) horas 
o men.sual de ciento cincuenta (150) horas. En esta 
jornada está comprendido el trabajo de guardia. 
Toda jornada asistencial mayor a las ciento cincuenta 
(150) horas es voluntaria y se sujeta a común acuerdo 
entre el médico cirujano y su empleador, a propuesta 
de este último, correspondiendo su pago sobre la base 
de la valorización principal, ola que corresponda. Para 
la aplicación de lo antes señalado se debe contar con 
las certificaciones presupuestales correspondientes. 
Por decreto supremo refrendado por el Ministro 
de Economia y Finanzas y el Ministro de Salud, a 
propuesta de este último se regirla lo establecido en 
el presente artículo". 
SEGUNDA.- Modifíquese el primer párrafo del articulo 
17° de la Ley N°27669, Ley de Trabajo de la Enfermera(o), 
el mismo que queda redactado con el siguiente texto: 
El Peruano 
Jueves 12 de setiembre de 2013 NORMAS LEGALES 502673 
Artículo 17.- Jornada laboral 
La jornada laboral de la Enfermera(o) tendrá una 
duración de treinta y seis (36) horas semanales 
e su equivalente de ciento cincuenta (150) horas 
mensuales, incluyendo la jornada de guardia. Toda 
jornada asistencial mayor a las ciento cincuenta (150) 
horas es voluntaria y se sujeta a común acuerdo entre 
la Enfermera(o) y su empleador, a propuesta de este 
último, correspondiendo su pago sobre la base de la 
valorización principal, o la que corresponda. Para la 
aplicación de lo antes señalado se debe contar con 
las certificaciones presupuestales correspondientes. 
Por decreto supremo n3frendado por el Ministro 
de Economía y Finanzas y el Ministro de Salud, a 
propuesta de este último se regula lo establecido en 
el presente articulo. 
TERCERA.- Modifiquese, el articulo 9° de la Ley N° 
27853, Ley de Trabajo de la Obstetríz, el mismo que 
queda redactado con el siguiente texto: 
Artículo 9.- Jornada Laboral 
La jornada asistencial de la Obstetriz tendrá una 
duración de treinta y seis (36) horas semanales 
o su equivalente de ciento cincuenta (150) horas 
mensuales, incluyendo la jornada de guardia. 
Toda jornada asistencial mayor a las ciento 
cincuenta (150) horas es voluntaria y se sujeta a 
común acuerdo entre la Obstetríz y su empleador, 
a propuesta de este último, correspondiendo su 
pago sobre la base de la valorización principal, o 
la que corresponda. Para la aplicación de lo antes 
señalado se debe contar con las certificaciones 
presupuestales correspondientes. 
Por decreto supremo refrendado por el Ministro 
de Economía y Finanzas y el Ministro de Salud, a 
propuesta de este último se regula lo establecido en 
el presente artículo." 
DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA 
DEROGATORIA 
ÚNICA.- Enla medidaquese implementeefectivamente 
la política integral a que se refiere la presente norma, 
conforme lo establece la Primera y Tercera Disposición 
Complementaria Transitoria, deróguese o déjese sin 
efecto,, según corresponda, solamente las disposiciones 
relativas a las remuneraciones, bonificaciones, servicio de 
guardia y otros beneficios del personal de la salud a que 
se refiere el ámbito de aplicación del presente Decreto 
Legislativo, contenidas en los siguientes artículos y 
dispositivos legales: 
1. El segundo párrafo del artículo 16 y el Capítulo VI, 
De la estructura remunerativa de la Ley 23536, 
Ley que establece las normas generales que 
regulan el trabajo y la carrera de los profesionales 
de la salud. 
2. Ley 23721, Ley que Adicionan al inciso d) del 
Art. 3 del Decreto Ley N° 22404, la remuneración 
compensatoria por guardia hospitalaria. 
3. Él artículo 5° de la Ley 26504. Ley que modifica 
el Régimen de Prestaciones de Salud, el Sistema 
Nacional de Pensiones, el Sistema Privado 
de Fondos de Pensiones y la estructura de 
contribuciones al FONAVI. 
4. Ley 28167, Ley que autoriza la nueva escala de 
bonificación de las guardias hospitalarias a favor 
de los profesionales y no profesionales de la 
Salud categorizados y escalafonados. 
5. Decreto Ley 22404. El gobierno establece 
el régimen de remuneraciones a todos los 
trabajadores de la Administración Pública. 
6. Ley 28700, Ley que incorpora en la planilla 
única de remuneraciones del personal médico 
cirujano la asignación extraordinaria por trabajo 
asistencial 
7. Ei literal e) y el literal i) del articulo 9 de la Ley 
27669, Ley de Trabajo de la Enfermera(o). 
8. El literal f) del artículo 7 y el artículo 13 de la Ley 
27853, Ley de Trabajo de la Obstetriz. 
9. El literal c) y e) del artículo 11 de la Ley 28456, Ley 
del trabajo del profesional de la salud tecnólogo 
médico y modificatorias. 
10. El artículo 21° y la Cuadragésima Sexta 
Disposición Complementaria Final de la Ley 
29951, Ley de Presupuesto del Sector Público 
para el Año Fiscal 2013. 
11. Decreto Ley 25671, Otorgan asignación 
excepcional a los profesionales de la salud y 
docentes de la carrera magisterial, así como a 
los funcionarios y servidores de los Ministerios de 
Salud y Educación, en lo que a tos profesionales 
de la salud se refiere. 
12. Ley 29702, Ley que dispone el pago de la 
bonificación dispuesto por el Decreto de Urgencia 
037-94, de acuerdo a los criterios establecidos 
por el Tribunal Constitucional y sin la exigencia 
de sentencia judicial y menos en calidad de cosa 
juzgada. 
13. Los artículos 11°, 13°, 23°, 24° y 25° del Decreto 
Legislativo 559, Ley de Trabajo Médico, en lo que 
a trabajo de guardia se refiere y remuneraciones 
del sector público, respectivamente. 
14. Decreto Legislativo 632, que autoriza Crédito 
Suplementario en el Presupuesto del Gobierno 
Central para el Ejercicio Fiscal 1990. 
15. Decreto de Urgencia 032-2002, Aprueban la 
asignación por productividad que se otorga 
al, personal que desarrolla labor asistencial 
en el sector salud, denominada °Asignación 
Extraordinaria por Trabajo Asistencial". 
16. Decreto de Urgencia 046-2002, Exceptúan al 
Ministerio de Salud de los alcances de la Cuarta 
Disposición Transitoria de la Ley del Presupuesto 
del Sector Público para el año 2002. 
17. Decreto de Urgencia 040-2008,Autorizan pago de 
asignación extraordinaria por trabajo asistencial 
a los médicos cirujanos y profesienales de 
la salud de los Gobiernos Regionales de los 
departamentos de Huancavelica, Ayacúcho y 
Apurimac y Dictan otras medidas. 
18. Decreto de Urgencia 080-94, que otorga una 
bonificación especial a los servidores de los 
Sectores Educación y Salud. 
19. Decreto de Urgencia 037-94, que fija un monto 
mínimo del Ingreso Total Permanente de los 
servidores activos y cesantes de la Administración 
Pública. 
20. Decreto de Urgencia 118-94, que dispone 
el reajuste de bonificación especial de los 
trabajadores asistenciales del Sector Salud. 
21. Decreto Supremo 090-96, que otorga una 
bonificación especial a los servidores de 
la administración pública de los sectores 
Educación, Salud, Seguridad Nacional, Servicio 
Diplomático y personal administrativo del sector 
público 
22. Decreto de Urgencia 098-96, que incluye a 
los trabajadores comprendidos en el Decreto 
Legislativo 559 dentro de los alcances de 
bonificación especial otorgada mediante el 
Decreto de Urgencia 090-96. 
23. Decreto de Urgencia 073-97, que otorga una 
bonificación especial a, los trabajadores de la 
administración pública. 
24. Decreto de Urgencia 011-99, que otorga una 
bonificación especial a favor de personal del 
Sector Público. 
25. Decreto de Urgencia 105-2001, que fija 
la Remuneración Básica para Profesores, 
Profesionales de la Salud, Docentes 
Universitarios, Personal de los Centros de 
Salud, Miembros de las Fuerzas Minadas y 
Policía Nacional, Servidores Públicos sujetos al 
Régimen Laboral del Decreto Legislativo 276, así 
corno los jubilados comprendidos dentro de los 
Regímenes del Decreto Ley 19990 y del Decreto 
Ley 20530. 
26. Decreto de Urgencia 02-2006, que autoriza 
modificaciones al Presupuesto del Sector 
Público para el Ario Fiscal 2006 - Ley 28652 y 
dictan disposiciones relativas a la ejecución 
presupuestaria y otras medidas. 
27. Decreto Supremo N° 264-90-EF, que dicta 
medidas complementarias que regulen 
transitoriamente la liquidación de planillas, el 
pago de movilidad, así como otras acciones de 
personal de los organismos de Gobierno Central 
y otras Entidades. 
28. Decreto Supremo N° 051-91-PCM, que 
establece en forma transitoria las normas 
reglamentarias orientadas a determinar los 
niveles remunerativos de los funcionarios, 
directivos, servidores y pensionistas del Estado 
en el marco del Proceso de Homologación, 
Carrera Pública y Sistema Único de 
Remuneraciones y Bonificaciones 
29. Decreto Supremo 153-91-EF, Funcionarios, 
y administrativos en servicio así como los 
pensionistas a cargo de entidades públicas sea 
cual fuere su régimen laboral y de pensión, 
percibirán a partir del mes de noviembre de 1991, 
asignación excepcional; en lo que a personal de 
la salud se refiere. 
30. Decreto Supremo 040-92-EF, Dejan sin efecto 
lo dispuesto por el inciso a) del articulo 3° del 
Decreto Supremo 276-91-EF, a partir del 1 de 
enero de 1992 para los servidores del Sector 
Salud. 
31. Artículo 5° del Decreto Urgencia 031-2005, 
Autorizan transferencia de partidas y dictan 
disposiciones para el cierre presupuestario 2005, 
en lo que al Personal de salud se refiere. 
32. Decreto Supremo 081-93-EF, Otorga una 
Bonificación Especial a los profesionales 
de la salud, docentes del Magisterio y a los 
trabajadores asistentes y administrativos de 
los Sectores de Salud y Educación, en lo 
que sé refiere a los profesionales de la salud, 
trabajadores asistenciales del Ministerio de Salud 
y sus organismos públicos y de los programas de 
salud de los Gobiernos Regionales. 
33. Decreto Supremo 047-2005-EF, Otorgan 
incremento de remuneraciones a los 
Médicos Cirujanos que prestan servicios 
en el Ministerio de Salud, sus Organismos 
Públicos Descentralizados y en las Direcciones 
Regionales de Salud. 
34. Decreto Supremo 122-2005-EF, Reajustan la 
Asignación Extraordinaria por Trabajo Asistencial 
- AETA y otorgan una asignación extraordinaria 
mensual para las enfermeras al servicio del 
Estado. 
35. Decreto Supremo 028-89-PCM, dictan normas 
reglamentarias para el proceso de homologación 
y nivelación de remuneraciones que regirá a 
partir del 1 de mayo de 1989. 
36. Decreto Supremo 109-89-PCM, que modifica el 
monto inicial del concepto denominado movilidad 
y refrigerio. 
37. Decreto Supremo 276-91-EF, que dispone que 
Funcionarios, y administrativos en servicio así 
como los pensionistas a cargo de entidades 
públicas sea cual fuere su régimen laboral y de 
pensión, percibirán a partir del mes de noviembre 
de 1991, asignación excepcional. 
38. Decreto Supremo 019-94-PCM, que otorgan 
Bonificación Especial a trabajadores de los 
Ministerios de Salud y Educación. 
39. Resolución 	 Ministerial 	 153-2011/MINSA, 
Resolución Ministerial que aprueba en vía de 
regularización las Escalas por Unidad Ejecutora 
de los incentivos y estímulos otorgados a los 
trabajadores del Pliego 011- Ministerio de Salud, 
de acuerdo a los fundamentos expuestos en la 
parte considerativa de la presente Resolución y 





Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República. 
Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los once 
días del mes de setiembre del afio dos mil trece. 
OLLANTA HUMALA TASSO 
Presidente Constitucional de la República 
JUAN E JIMÉNEZ MAYOR 
Presidente del Consejo de Ministros 
PEDRO CATERIANO BELLIDO 
Ministro de Defensa 
LUIS MIGUEL CASTILLA RUBIO 
Ministro de Economía y Finanzas 
PATRICIA SALAS O'BRIEN 
Ministra de Educación 
WILFREDO PEDRAZA SIERRA 
Ministro del Interior 
 
DANIEL FIGALLO RIVADENEYRA 
Ministro de Justicia y Derechos Humanos 
MIDORI DE HABICH ROSPIGLIOSI 






EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 
POR CUANTO: 
El Congreso de la República por Ley N° 30073, ha 
delegado en el Poder Ejecutivo la facultad de legislar en 
materia de salud y fortalecimiento del Sistema Nacional 
de Salud, por un plazo de ciento veinte (120) días 
calendario; 
De conformidad con lo establecido en el articulo 104° 
de la Constitución Política del Perú; 
Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y, 
Con cargo de dar cuenta al Congreso de la 
República; 
Ha dado el Decreto Legislativo siguiente: 
DECRETO LEGISLATIVO QUE AUTORIZA LOS 
SERVICIOS COMPLEMENTARIOS EN SALUD 
Artículo 1°.- Objeto 
El, presente Decreto Legislativo tiene por objeto 
mejorar el acceso a los servicios de salud a través de la 
reducción de la brecha existente entre la oferta y demanda 
efectiva de los servicios de salud a nivel nacional, por lo 
que se autoriza a los profesionales de salud del Ministerio 
de Salud, de sus Organismos Públicos adscritos, de los 
establecimientos de salud de los Gobiernos Regionales, 
del Seguro Social de Salud (ESSALUD), así como de 
las Sanidades de las Fuerzas Armadas y de la Policía 
Nacional del Perú, a brindar servicios complementarios 
en salud. 
Articulo 2°.- Definición de los , Servicios 
Complementarios en Salud 
El servicio complementario en salud, es el servido que 
el profesional de lá salud presta en forma voluntaria, en el 
mismo establecimiento de salud donde labora, o en otro 
establecimiento de salud con el que su unidad ejecutora o 
entidad pública tenga firmado un Convenio de prestación 
de servicios complementarios, Convenios pactados con las 
Instituciones Administradoras de Financiamiento en Salud 
    
